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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor José Antonio Gómez Urrutia; de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz; de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes; de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma, y de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez.                  

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 11:49, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 92ª, extraordinaria, en 13 de enero de 2016; 93ª, extraordinaria, y 94ª, ordinaria, ambas en 19 de enero de 2016, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (boletín N° 9.950-03).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en dos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 2331 del Código Civil.



--Se manda archivar los documentos.



Del señor Director (S) del Servicio de Salud Araucanía Sur:



Atiende solicitud de información efectuada en nombre del Senador señor García, acerca del estado de las listas de espera tanto por consultas médicas como las que se refieren a pacientes en espera de cirugías del Plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas (AUGE) y no AUGE, actualizadas al 31 de diciembre de 2015.



--Queda a disposición de Sus Señorías. 

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA) (boletín N° S 1.854-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 1).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto que modifica el artículo 2° de la Ley del Instituto Nacional de Derechos Humanos con el objeto de definir los hechos constitutivos de violación de los derechos humanos (boletín N° 9.572-17) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Quedan para tabla. 

Mociones



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 400 del Código Penal, con el propósito de aumentar las penas de los delitos de lesiones contra menores de edad cometidos por personas que los tienen bajo su cuidado (boletín N° 10.544-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro, Girardi, Guillier y Tuma, con la que dan comienzo a un proyecto de ley que promueve la entrega de información relativa a la donación de órganos en los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10.546-04) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de entrar al Orden del Día, hago presente a la Sala que el Honorable señor Guillier y varios otros señores Senadores me han planteado la posibilidad de que el informe de las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, a través del cual se pide autorización para la salida de tropas, se vea en primer lugar. 



¿Les parece?



--Así se acuerda.

)---------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda ha estado funcionando para ver el proyecto sobre carrera docente, y realmente es una materia que requiere bastante más tiempo. 



Conversamos los Senadores Coloma, García, Montes, Lagos y el que habla y decidimos suspender la sesión sobre el particular. Pero quisiéramos saber si, luego de concluida la discusión del oficio que solicita autorización para la salida de tropas, la Comisión podría sesionar simultáneamente con la Sala. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Me dice el señor Secretario que el acuerdo de Comités de ayer autorizó el funcionamiento en paralelo de la Comisión de Hacienda para analizar ese proyecto. 



Así que no hay problema, señor Senador. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Damos la bienvenida al señor Ministro de Defensa Nacional, don José Antonio Gómez, excolega nuestro.

V. ORDEN DEL DÍA
PARTICIPACIÓN DE TROPAS CHILENAS EN MISIÓN MULTIDIMENSIONAL INTEGRADA DE ESTABILIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS EN REPÚBLICA CENTROAFRICANA 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Nacionales Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA), con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.854-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 96ª, en 26 de enero de 2016.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores y Defensa Nacional (unidas): sesión 98ª, en 27 de enero de 2016.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de dicho oficio en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución. 



Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, dejan constancia de los fundamentos del Gobierno para requerir el acuerdo del Senado respecto de la participación de Chile en la MINUSCA, la que produciría repercusiones político estratégicas y operacionales tácticas; contribuiría a la política exterior chilena a través del empleo de efectivos militares en un ambiente internacional; y también a la preparación y experiencia profesional del contingente chileno, que interactuaría con efectivos militares de diversos países de Europa, Latinoamérica, Asia y África, permitiendo a nuestros efectivos un acceso privilegiado a información sobre la conducción de operaciones en un escenario africano.



Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recibieron en audiencia al Ministro de Relaciones Exteriores subrogante y Ministro de Defensa Nacional, señor Juan Antonio Gómez; al Director de Seguridad Internacional y Humana de la Cancillería, señor Julio Bravo, y a diversos representantes del Ministerio de Defensa Nacional, y, luego de analizar los antecedentes relativos a esta materia, acordaron recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia la señora Presidenta de la República, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, García-Huidobro, Guillier, Letelier, Navarro, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Tiene la palabra el Senador señor Guillier, Presidente de la Comisión de Defensa Nacional.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, recibimos un oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana. En rigor, se pide la autorización para la participación de cuatro Oficiales Jefes de las Fuerzas Armadas (mandos medios) para integrarse en los Cuarteles Generales de la MINUSCA: un Teniente Coronel de Ejército, un Mayor de Ejército, un Capitán de Corbeta de la Armada y un Comandante de Escuadrilla, todos por doce meses.



Existe la posibilidad de agregar un quinto integrante, por supuesto, con la anuencia del Senado.



En las Comisiones unidas la votación fue unánime: ocho Senadores se manifestaron partidarios de apoyar esta solicitud.



Las razones son múltiples.



Primero, es importante para los propios oficiales de las Fuerzas Armadas adquirir experiencia en situaciones de crisis internacional.



Segundo, se establecen vínculos con otras Fuerzas Armadas que estén participando.



Asimismo, la misión ofrece ventajas políticas y estratégicas para nuestro país, puesto que África representa una gran cantidad de votos -más de 40-, necesarios para eventuales candidaturas chilenas a organismos internacionales.



Chile no tiene vínculos significativos con el continente africano, que, si bien pasó por una década perdida -según se decía-, empieza a repuntar y a transformarse en un actor significativo en el escenario internacional, particularmente en áreas como el comercio y la energía, que nos pueden traer algunos beneficios.



Es una manera de ingresar a un continente donde solo tenemos embajadas en cuatro países, en circunstancias de que los países limítrofes tienen a lo menos el doble o el triple de representación.



Además, existen naciones vecinas que están participando con efectivos militares en operaciones de mantención de la paz y de mediación humanitaria en ese continente. Es el caso de Perú, con más de 90 funcionarios o soldados.



Por consiguiente, se ha estimado que la salida de tropas nacionales, aun en un número tan reducido, podría representar una primera fase en cuanto a contribuciones y aportes a países de África, que es una región que empieza a situarse en el horizonte de nuestras relaciones internacionales en forma bastante tardía.



Por esa razón, por ocho votos a favor, las Comisiones unidas aprobaron esta misión, que tiene como propósito proteger a civiles; apoyar el proceso de transición de las autoridades de Estado; facilitar la prestación inmediata, plena, segura e irrestricta de asistencia humanitaria; ofrecer protección con el amparo de las Naciones Unidas; promover los derechos humanos; contribuir a la creación de un Tribunal Penal Especial que permita, ante cualquier eventualidad -incluso pensando en estos cuatro oficiales-, tener garantizado un debido proceso, en el contexto de un país inestable; y, por último, trabajar en labores de desarme, desmovilización, reintegración y repatriación.



La misión sería por un año, a partir de los primeros días de febrero. Por lo tanto, estamos encima. De hecho, los cuatro oficiales deberían salir el 9 de ese mes.



Por ello, se estimó que esta solicitud debía abordarse y despacharse rápido, dado que no se presentó ninguna objeción en las Comisiones unidas de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores.



Eso es todo, señora Presidenta.



Muchas gracias.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, como el Senado sabe, hemos apoyado siempre con fuerza la participación de nuestras Fuerzas Armadas y de nuestro país en distintas instancias, incluidas las misiones de paz.



 Tenemos varios argumentos para ello.



El primero es que Chile ha basado todo su desarrollo, su crecimiento, en el comercio exterior. Y este no funciona cuando hay inestabilidad política.



No podemos aprovecharnos solo cuando nos conviene. Tenemos una responsabilidad como país en un mundo globalizado; no nos es lícito mirar para el lado.



Siempre que los Presidentes de la República han solicitado nuestra participación, Renovación Nacional ha estado disponible para dar su apoyo.



Sin embargo, en esta oportunidad quiero hacer dos prevenciones.



La primera la expresó muy bien ayer el Presidente de las Comisiones unidas: hay que cuidar las formas. Este es un grupo de oficiales que tiene que irse ya la próxima semana. Y pedir autorización al Senado en estas condiciones podría terminar en un bochorno, porque si eventualmente no están los votos necesarios tendríamos una misión que se ha preparado, que se ha anunciado a las Naciones Unidas y que termina mal.



Por ello, quiero señalarle al Gobierno que en esta materia no cabe actuar con improvisación; es preciso estar al tanto de este tema, y pienso que así tendrá que ser en el futuro.



Y una cuestión de fondo: cuando en la Comisión de Defensa Nacional se nos propuso la participación de Chile en África, pensamos que la mejor forma de hacerlo no era en África Central, sino en el Cuerno de África, en la zona marítima, mediante una fragata, para enfrentar el problema de la piratería, de manera que no hubiera contacto directo, por el riesgo que significa para nuestra gente.



Por eso, pido al señor Ministro de Defensa que, como esta es una misión pequeña, de solo cuatro oficiales, se les encomiende analizar la realidad de la República Centroafricana, que -les informo- hace tres años no tiene Presidente de la República.



Es decir, estamos frente a un país que vive una situación extraordinariamente grave, y por eso se justifica la participación de las Naciones Unidas y de esta misión chilena: para poner orden y rescatar a los civiles de una guerra tribal, religiosa y política.



Pero existe un componente más serio aun: un problema sanitario de proporciones. El 16 por ciento de los fallecimientos -o sea, un número muy importante de personas- se deben al paludismo. 



La situación tiene que preocuparnos porque deseamos ayudar a establecer la paz y participar en este mundo globalizado, pero también queremos cuidar a nuestras Fuerzas Armadas, para que no vayan a cualquier lugar.



Por lo anterior, nos gustaría que esta misión mantuviera informado al Senado permanentemente, para observar cómo evoluciona la situación y para que, según planteó el señor Ministro de Defensa, la segunda etapa, con un envío superior de personal de tropa para estar en terreno, sea bien evaluada y no signifique grandes riesgos para nuestra gente que participa en estos procesos de paz.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, quisiera solicitar la apertura de la votación, con el fin de permitirnos asistir a las Comisiones que siguen funcionando.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.



Se abre la votación.



--(Durante la votación).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, indudablemente tenemos un mundo con diferentes y sucesivos conflictos ubicados en lugares disímiles.



Y Chile, luego de su participación en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, tiene que formar parte de estas misiones de paz e ir viendo la posibilidad de aportar al logro de la solución de los conflictos en distintas partes del mundo.



Hemos debatido largamente la situación de Haití, en donde, como país, solo tenemos presencia militar. Y creemos que el problema allí es básicamente político y no se ha resuelto adecuadamente.



Ahora nos solicitan autorización para que cuatro oficiales vayan a la República Centroafricana, nación que desde 1997 vive un conflicto que ha ido escalando sucesivamente.



Por lo tanto, estamos ante una situación extraordinariamente compleja, en virtud de la cual un número muy significativo de países, incluyendo a Bolivia, Brasil y Uruguay, tienen hoy tropas en ese lugar. Y surge la necesidad de incorporar contingente de Chile.



Es importante, señor Presidente, que no solo nos quedemos con la autorización de tropas. Teniendo presente lo que pasa en Haití, también debemos llevar a cabo un análisis político de lo que ocurre en los territorios en los cuales vamos a estar presentes. 



Si no lo hacemos, podemos cometer un error y que los soldados chilenos se vean enfrentados a situaciones políticas complejas y difíciles, comúnmente acompañadas de violencia y no sujetas a un análisis de inteligencia política o diplomático para prever lo que ocurrirá y actuar en consonancia.



Creo que Chile debe participar en misiones en África. Ayer en la discusión salió un dato sumamente preocupante: solo tenemos cuatro embajadas en ese continente. Y vamos a llegar siete el 2019.



No hay duda de que se trata de una expresión mínima, pues estamos ante un continente con dificultades, pero que tiene una expresión extraordinariamente importante en el mundo político. Por ende, nuestro país debe estar en África.



Me parece que el hecho de que cuatro oficiales chilenos vayan a estar en los cuarteles generales es un paso mínimo. Ellos no van a tener acción en terreno, sino que actuarán en operaciones aéreas, de logística, que son absolutamente necesarias.



Tal como lo anunciaron el Canciller subrogante y el Ministro de Defensa José Antonio Gómez, que nos acompaña, tendremos que enviar tropas a la República Centroafricana. Ya se habla de un comando de ingenieros y de helicópteros. 



Por lo tanto, debemos hacer un análisis político de cómo esta misión va avanzando y cómo se va solucionando el problema, o de si no va a tener solución, como, al parecer, es el caso de Haití. Y esto abre, necesariamente, la posibilidad de establecer un plan de salida.



En África estamos recién empezando. Y debemos tomar la experiencia de Haití para hacer un análisis mucho más diplomático y político que permita tener conocimiento exacto de lo que pasa en la República Centroafricana. Por lo menos en los temas militares, como dijo el Presidente de la Comisión de Defensa, existe un avance importante para que nuestros militares estén en esta misión.



Pero el militar es solo un aspecto de una misión. No es toda la misión. Y nosotros nos estamos preocupando solo de esa parte. Por consiguiente, les estamos entregando a nuestras Fuerzas Armadas una responsabilidad adicional, ya que van en representación del Estado de Chile, con las consecuencias políticas que significa estar en determinado territorio.



Por lo tanto, le pido al Gobierno que, a partir de la aprobación de esta solicitud, se tengan más presentes las consideraciones políticas y diplomáticas en estas misiones de paz.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, la realidad de la República Centroafricana es dramática. Es uno de los países más pobres de África y uno de los que exhiben peores índices de desarrollo humano en el mundo.



Desde su independencia de Francia, en 1960, ha sufrido inestabilidad política permanente, en gran medida debido al intervencionismo extranjero y a los conflictos que se producen entre las comunidades que habitan la zona noreste del país, esencialmente musulmanas, y las del este, que son más bien de denominación cristiana y de las tradiciones del África subsahariana.



En los últimos 18 años el nivel de tensión en esa nación ha sido muy grande. Comenzó con golpes de Estado, inestabilidades y coaliciones con tremenda injerencia externa, y culminó, en fecha reciente, con el derrocamiento del general Bozizé, que gobernó el país durante más de 12 años, cuando fue derrotado por una coalición encabezada por Michel Djotodia, de tendencia más bien musulmana, situación que generó un nivel de inestabilidad dramático.



Quiero recordar que la República Centroafricana está flanqueada, al noreste, por Sudán del Sur, lugar en que ha habido una conflictividad tremenda en el África subsahariana; al norte, por Chad; al sur, por la República Democrática del Congo, otra nación plagada de inestabilidades y problemas de conflictos internos severos, y al oeste, por la República del Congo y Camerún.



Es una zona de alta inestabilidad. Recordemos que en los últimos 30 años más de 2 millones de personas han muerto o han sido asesinadas en el cinturón subsahariano producto de conflictos internos y acciones de genocidio. ¡Para qué recordar la dramática realidad de Ruanda!



Lo que está pasando en África es motivo de preocupación en el planeta, en las Naciones Unidas. Y nuestra presencia en el Consejo de Seguridad de este organismo internacional y nuestra vocación de paz confirman, a mi juicio, la importancia de nuestra participación en las fuerzas de paz desplegadas en ese continente.



Esta no es la única operación sino una de las múltiples operaciones que se están llevando a cabo en África. Estamos autorizando por un año (desde el 10 de febrero de 2016 hasta el 9 de febrero de 2017) la presencia preliminar de cuatro oficiales chilenos.



Es probable -así lo entiendo- que este sea el primer paso para la presencia de un número mayor de contingente chileno en el continente africano, porque un instrumento de nuestra política exterior debe ser el compromiso por la paz en África.



No es por un cálculo de corto plazo. Esta decisión tiene que ver con nuestro compromiso hacia un continente con el cual compartimos historias comunes, al menos en lo que respecta al subcontinente sudamericano.



Se trata de una zona en la cual tenemos la corresponsabilidad de cooperar en el desarrollo de sus países, ayudando, en esta etapa, a la creación de instituciones, a la generación de condiciones de estabilidad democrática, y también, por cierto, en este proceso de transición, a crear condiciones de seguridad, promoción y protección de los derechos humanos y a la realización de otras tareas de cooperación, para lo cual ya hay varias agencias presentes.



Señora Presidenta, estas acciones no solo engrandecen a nuestro país, sino que también demuestran el profesionalismo de nuestras Fuerzas Armadas al participar en terreno.



El despliegue de nuestros oficiales tendrá lugar, esencialmente, en dos ciudades que no son lugares tranquilos, sino de alta conflictividad, situación que debemos asumir. Y en particular Bangui, ubicada en la zona suroriente del país, donde en su momento se generaron cuadros de alta tensión. 



Sin embargo, es tremendamente importante la cooperación que podamos realizar ahí, así como también en Kaga Bandoro, otra de las grandes ciudades de esa república.



Termino, señora Presidenta, manifestando nuestra predisposición no solo de votar a favor, sino de respaldar este tremendo esfuerzo que se está desplegando para alcanzar mayor presencia en el África subsahariana.



Tenemos embajadas en los países del norte de ese continente, pero también debemos hacernos presentes en la zona subsahariana, donde están las grandes naciones, las grandes poblaciones y las mayores necesidades.



Por lo tanto, la bancada del Partido Socialista va a votar favorablemente la solicitud.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, quisiera partir mi intervención diciendo que de verdad me parece una falta de respeto que estemos discutiendo esto hoy día, en una semana que se supone que no era legislativa y en la que no íbamos a tener sesiones, y que ya esté tomada la decisión de que estas personas viajen hasta la República Centroafricana y solo se necesite nuestra autorización formal para que puedan despegar.



Yo supongo que esta decisión estaba tomada desde hace mucho y, por lo tanto, se podría haber previsto y no haberla dejado, con este nivel de improvisación, para última hora. 



De verdad, creo que esta es una falta de respeto más, de todas las que hemos sufrido estas últimas semanas. Y me parece, francamente, impresentable.



Me imagino que debe ser importante, pero quienes no somos miembros de la Comisión de Defensa ni tampoco poseemos experiencia internacional no hemos tenido tiempo para conocer, salvo por las intervenciones de los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, la importancia de todas estas relaciones y de mandar y gastar recursos chilenos en el extranjero y los beneficios que ello trae para nuestro país. 



De acuerdo a lo planteado por los colegas que ya hablaron, debe ser importante, pero, claramente, no hemos tenido el tiempo necesario para analizarlo ni decidirlo. Y es la razón por la cual me voy a abstener. Porque creo que el procedimiento es malo. Esto se sabía desde hace mucho tiempo y me parece que transformar al Senado en un buzón, donde solo podemos aprobar, no es bueno.



¿Qué pasaría si nosotros decidiésemos no dar la autorización?



¡Sería bochornoso para el Ministerio de Defensa, para el Ejército y para el Gobierno!



Por lo tanto, se asume que vamos a decir que sí. ¡Y eso es transformar al Senado en un buzón, lo cual me parece, francamente, una falta de respeto!



Es por eso que yo, señora Presidenta -lo reitero-, me voy a abstener. No voto en contra porque hago un acto de fe y supongo que esta es una decisión beneficiosa para el país, pero, sinceramente, no tengo los antecedentes como para poder votar de manera positiva.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, ciertamente, en Renovación Nacional vamos a votar a favor de la autorización que se nos está solicitando, pero es importante hacer una pequeña reflexión en la misma línea en que ya lo han hecho otros colegas.



Soy de los que creen que la participación de Chile en operaciones de paz debe ser un sello de nuestro país, tanto desde el punto de vista de su política exterior como de su política de defensa.



Considero que, más allá de las conveniencias que algunos señores Senadores han expresado, como la presencia o no de Chile en África, aquí el trasfondo de participar o no en operaciones de paz debe obedecer a una convicción profunda sobre la identidad de nuestro país. 


Lo que estoy señalando es que Chile debe participar en operaciones de paz por el compromiso que el país tiene con valores que lo identifican puertas adentro y puertas afuera. 



Si nosotros decimos que albergamos una convicción profunda en términos de la adhesión a la democracia, del respeto a los derechos humanos y a todo lo que hoy día se conoce, en el ámbito del Derecho Internacional, como la “responsabilidad de proteger”, debemos estar dispuestos a participar en operaciones de paz, más allá de las conveniencias que puedan surgir respecto de, por ejemplo, la presencia o no de otros países en las zonas en cuestión.



Esto tiene que ser una convicción, tiene que ser un sello de cómo Chile se ve a sí mismo.



Hay que hacer notar, señora Presidenta, que hoy los países se reflejan en un espejo que es el mundo. La forma en que los países actúan en el exterior dice mucho más respecto de ellos mismos que lo que puede hacer un conjunto de declaraciones.



Dicho eso, voy a realizar dos comentarios adicionales que estoy seguro que el Gobierno debería considerar.



Primero: en la actualidad, las operaciones de paz van bastante más allá de los aspectos militares. Pensar según la lógica de que las operaciones de paz son simplemente operaciones militares es no entender el problema.



Chile debiera tener un involucramiento, ojalá multidisciplinario, con una visión mucho más de conjunto respecto de estas operaciones. No se trata de decirles, a las fuerzas que despleguemos, que sean ellas las que realicen, exclusivamente, la tarea de apreciación política de nuestra presencia. Aquí, lo que nosotros deberíamos hacer es involucrar al conjunto de la sociedad civil, al conjunto de los Poderes del Estado, para no seguir entendiendo estas operaciones como únicamente militares.



Segundo: acá tenemos una oportunidad extraordinariamente valiosa para intentar reforzar uno de los sellos de nuestra política de defensa, que es Cruz del Sur. 



Cruz del Sur es la única fuerza binacional conjunta al servicio de Naciones Unidas para operaciones de paz. Y es uno de los grandes logros de nuestra relación con Argentina.



Señora Presidenta, hasta ahora no se ha logrado, por distintas razones, que esa fuerza se despliegue con el carácter original con la que fue pensada. 



Lo que estoy diciendo es que Chile debiera mirar su participación en operaciones de paz ojalá en el marco de Cruz del Sur. No es razonable que, si tenemos un acuerdo con Argentina para actuar de manera combinada, estemos operando en forma separada.



Por lo tanto, esta es una muy buena oportunidad para reactivar esa posibilidad.



Y por último, señora Presidenta, termino con un simple comentario. 



Las operaciones de paz son, desde el punto de vista del contingente, cien por ciento voluntarias. Y tendrán que seguir siendo así. 



No obstante -quiero señalarlo con el resguardo y la cautela del caso-, no se puede afirmar que vamos a participar en operaciones de paz -las que, en algunos casos, se hallan en un límite delicado entre imposición y mantención de la paz- sobre la base de que nuestro personal no asumirá riesgos. Los Senadores, señora Presidenta, deben estar perfectamente conscientes de que esa es una ecuación imposible. 



No se puede decir “Vamos a participar en operaciones de paz” y, acto seguido, señalar: “Sí, lo vamos a hacer, pero en la medida en que ellas no conlleven ningún riesgo”.



¡Siempre conllevan riesgos!



El Gobierno, las Fuerzas Armadas, el Ejército, están plenamente capacitados para disminuir al máximo esos riesgos, pero estos existen y es algo que los señores parlamentarios deben considerar al momento de votar.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, quiero ser coherente con lo que siempre he sostenido a propósito de la salida de tropas chilenas al extranjero.



Lo he conversado con el Ministro Gómez y espero que podamos encontrar una fórmula para subsanar lo que a mi juicio es una dificultad insalvable en esta materia.



Aquí hay dos aspectos diferentes. 



Uno es que algunos oficiales destacados de las distintas ramas de las Fuerzas Armadas puedan ir a colaborar, al estilo de Bosnia y Herzegovina, como misión más bien veedora de determinados acuerdos o situaciones que se puedan dar, lo que, en sí mismo, es algo perfectamente legítimo.



Otro aspecto muy distinto es lo que aquí se ha señalado en cuanto a que este es como el primer paso para un segundo escalón que signifique la salida de tropas, en este caso a una región de África.



¿Por qué digo que quiero ser coherente conmigo mismo? Porque yo he sido insistente en defender el sentido del artículo 101 de la Constitución, que dispone que “Las Fuerzas Armadas (…) están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Áerea” y “Existen para la defensa de la patria” -¡de la patria!- “y son esenciales para la seguridad nacional”.



Esa es la definición de la misión que tienen las Fuerzas Armadas. Y, en esa lógica, no veo dónde quepa la salida de tropas chilenas al extranjero, en particular, en este caso, a una región africana. 



Si se cambiara la Constitución para que ella estableciera la lógica de las misiones de paz dentro de las Fuerzas Armadas -enmienda que planteé hace algunos años y que no fue aprobada por apenas un voto-, yo no pondría mayores obstáculos. Es un tema de criterio.



Pero aquí estamos hablando de algo distinto. 



Recordemos que para el caso de la salida de tropas a Haití se dijo, en distintos Gobiernos, que mi objeción se salvaba porque ese país se hallaba en Latinoamérica y que, siendo así, se entendía que era importante para nuestra seguridad nacional estar en una zona con menos problemas. Y creo que en Haití nos metimos en un enredo casi insalvable a estas alturas, porque hubo cierto vértigo por participar en estas acciones excepcionales sin ver cómo salir después de ellas.



Lo concreto es que llevamos diez años en Haití -como ustedes han visto, y lo señalamos en su momento- y su situación, según vi en el diario de ayer, está casi peor que cuando se enviaron los primeros efectivos, y no hay opciones.



Existe un problema de segunda vuelta electoral: es un conflicto gigantesco, una tensión social equivalente a la de hace diez años. Las tropas de la MINUSTAH no saben cómo salir de allí, y los países lo están haciendo individualmente. Es cosa de que Sus Señorías observen los medios a fin de constatarlo.



Dar ahora un paso que tenga que ver con el continente africano, creo que excede por completo el rol que la Constitución establece para las Fuerzas Armadas.



Insisto, más allá del criterio, tengo dudas respecto al involucramiento de nuestro país en conflictos en lugares completamente ajenos a su influencia, y me parece que esto apunta en un sentido no consistente con el que nos ordena la Carta Fundamental y que debemos cumplir.



Entonces, en esto hay un tema muy profundo que llamo al Gobierno a revisar, sobre todo en esta lógica de masificar las intervenciones en misiones de paz sin cambiar el texto constitucional. Lo digo porque este dispone que las Fuerzas Armadas están para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional, ¡y ambas funciones no se encuentran involucradas aquí!



Por tanto, aquí hay una contravención a lo que la misma Constitución consagra, que de alguna manera hay que resolver.



En atención a esos dos aspectos, el primero me parece inocuo desde un punto de vista constitucional y no tengo problema al respecto. Pero como debo advertir cuáles son los efectos posteriores, debo asumir que esto no apunta en un sentido correcto y, a mi juicio, vulnera el artículo 101 de la Carta Fundamental, como lo he señalado en otras ocasiones.



Mientras no se reforme la Constitución, no puedo coherentemente apoyar esta salida de oficiales, porque después se va a transformar en salida de tropas.



En función de esos argumentos, no voy a apoyar este proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, normalmente tengo acuerdos con el Senador Coloma. Pero no siempre.



En esta materia entiendo las prevenciones e inquietudes que él ha manifestado, que yo he compartido muchas veces. Porque en el caso particular de Haití, la permanencia casi indefinida de tropas chilenas allá hace que nuestro rol cambie. Y pienso que, como lo hemos señalado hace rato, es tiempo de que nuestra presencia en Haití deje de tener carácter militar, y que cambie por una función de otra naturaleza: civil, de apoyo al desarrollo de Haití.



No obstante, entiendo que existan otras circunstancias respecto de nuestra presencia, porque cuando firmamos la Carta de Naciones Unidas nuestro compromiso incorporó la obligación de cooperar a fomentar y a establecer y garantizar la paz mundial. Y esas palabras, que en numerosas ocasiones suenan como retóricas sin contenido, llenas de vacíos, de pronto tienen cuerpo y aparecen con realidad. En el caso de Haití, así ocurrió en un momento determinado.



También sucede lo propio en el caso de la República Centroafricana.



Si nosotros revisamos los antecedentes fundamentales, la República Centroafricana, que es un país muy pobre, con mucha violencia, ha vivido un golpe de Estado tras otro desde el año 2003. Y esto, con grandes dificultades de distinto tipo, tanto de carácter religioso como también tribal. Hay conflictos entre una población musulmana y otra cristiana. 



En el año 2014, Naciones Unidas, en vista del cuadro bastante dramático que existía en esa zona, que incluía, por ejemplo, que 70 por ciento de los niños en edad escolar no pudieran asistir a clases durante largos períodos, dijo: “Tenemos que hacer algo, no podemos ser espectadores, y vamos a establecer una misión de paz”.



Se nos pide que colaboremos en esa misión de paz mediante el aporte de tropas. Pero como toda misión de paz, no solo implica la presencia militar. También hay otras aristas de apoyo administrativo, logístico, en el ámbito más propiamente civil. Y, en la medida que eso se vaya dando, mayor razón habrá para que tengamos injerencia en esta materia.



Por consiguiente, señor Presidente, entiendo las prevenciones, porque en el caso de Haití ya llevamos 12 años -si mal no recuerdo- con presencia de tropas y con un énfasis menor en lo que debería ser nuestra labor: de apoyo al desarrollo, de carácter civil y humanitario.



Espero que ello cambie. Sin embargo, si nos han pedido este requerimiento, como ha sido no solamente en el caso de Haití, sino también en el de Bosnia y Herzegovina, comparto la necesidad y la conveniencia de autorizar esta presencia de tropas, con una duración que no se exceda en el tiempo para que no repitamos lo de Haití y con un énfasis de carácter humanitario y de desarrollo.



Es importante nuestra presencia, porque la República Centroafricana requiere la solidaridad mundial.


La única inquietud que deseo manifestar es que ha habido muchas denuncias por violaciones a los derechos humanos de tropas que han estado en la República Centroafricana. Se trata de delitos sexuales que habrían sido cometidos por efectivos instalados en la MINUSCA, lo cual debería ser esclarecido.



A mi juicio, se corre el grave riesgo de que el abuso se dé también en las tropas nacionales, y no quisiéramos que Chile se viera involucrado en situaciones de esa naturaleza.



Por eso, es conveniente que se esclarezcan esos hechos, conjuntamente con nuestra presencia allá, a fin de evitar algún efecto colateral en nuestras actividades en la zona.



Por tales consideraciones, voy a apoyar la solicitud para la autorización de la salida de tropas que formula el Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud de la Presidenta de la República para autorizar la participación de tropas chilenas en la MINUSCA (29 votos a favor, 3 abstenciones y 2 pareos).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores Coloma y De Urresti.


No votaron, por estar pareados, los señores Girardi y Matta.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Defensa Nacional.

El señor GÓMEZ (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco a las señoras y a los señores Senadores por haber aprobado el envío de esta misión de paz a África.



Este es un cambio muy importante en la política internacional, en cuanto al desarrollo de esta actividad en países en gran conflictividad.



Pido disculpas, señor Presidente, por la premura en el envío de esta solicitud. Prefiero ser directo. No es que esto no se haya conversado o analizado, sino que la relación que se tiene con Naciones Unidas y la negociación respecto a los lugares de envío de las tropas tiene su tiempo y su premura.



Sin embargo, en la segunda y tercera fases vamos a hacer todos los esfuerzos para que esta situación no se repita.



Se trata de una actividad importante en el ámbito internacional: la presencia de Chile en un continente conflictivo.



Por eso, señor Presidente, reitero mis agradecimientos al Senado por dar el acuerdo para el envío de esta misión de paz.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Vamos a pasar a la iniciativa que se encuentra en el primer lugar del Orden del Día.

REGULARIZACIÓN DE BENEFICIOS PARA ESTUDIANTES, SOSTENEDORES Y  TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones, con certificado de la Comisión de Educación y Cultura e informe de la de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.457-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 93ª, en 19 de enero de 2016 (se da cuenta).


Informes de Comisión:


Educación y Cultura (certificado): sesión 96ª, en 26 de enero de 2016.



Hacienda: sesión 96ª, en 26 de enero de 2016.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son:



1) Ampliar la beca para estudiantes reubicados de la Universidad del Mar a alumnos que se hayan reubicado sin hacer uso de ese beneficio.



2.- Regularizar la situación de becarios de magister o doctorado de programa de Formación de Capital Humano Avanzado Nacional y del programa Becas Chile, que cumplieron tardíamente con las obligaciones previamente establecidas.



3.- Crear una asignación para el personal que se desempeña en los planteles educacionales financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos.



4.- Ampliar el plazo de postulación al régimen de subvención escolar preferencial, dispuesto en la ley N° 20.248, y regularizar el uso de la subvención y de aportes de la señalada ley en reparación de daños causados por catástrofes en establecimientos educacionales.



5.- En materia de jardines infantiles, empalmar la entrada en vigencia de la facultad de empadronamiento con la vigencia del reglamento.



La Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 20 de enero, y lo aprobó en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi e Ignacio Walker.



La Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que se pronunció acerca de los artículos 1°, 2°, 3° y 4° permanentes y del artículo transitorio, en los mismos términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación y Cultura, como reglamentariamente corresponde, los que acordó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar se consigna entre las páginas 13 y 16 del informe de la Comisión de Hacienda, que es el mismo texto aprobado por la Cámara de Diputados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Algunos señores Senadores que participaron en la discusión de esta iniciativa en la Comisión de Educación me piden que pregunte a la Sala si sería posible darla por aprobada, para así poder abocarnos a los informes de las Comisiones Mixtas sobre probidad, fortalecimiento de la democracia y partidos políticos.



¿Habría acuerdo?



Tenemos tres oradores inscritos: los Honorables señores Coloma, Montes e Ignacio Walker.



¿Les damos cinco minutos para intervenir a cada uno de ellos?

La señora ALLENDE.- ¡No, señor Presidente!

La señora MUÑOZ.- ¡Solamente dos minutos!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por dos minutos, entonces.



En consecuencia, debatiremos el proyecto en general y particular.

La señora ALLENDE.- ¡Sí!

El señor MONTES.- ¡Sí!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.


En discusión general y particular la iniciativa.


Tiene la palabra el Senador señor Coloma, por dos minutos.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este es un proyecto de ley misceláneo, y creo que estos no son el óptimo legislativo, porque incluyen muchos temas sin sustancia en sí mismos. 



Sin embargo, esta es una buena iniciativa, que dispone lo siguiente:



El aumento de becas a estudiantes reubicados de la Universidad del Mar, que es muy relevante y todos debemos tener sensibilidad al respecto; la asignación para el personal que se desempeña en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que no venía originalmente; la ampliación de plazos a fin de postular al régimen de subvención escolar preferencial, regularizando el uso de los recursos destinados a la reparación de daños causados por catástrofes en establecimientos educacionales; el empalme de la entrada en vigencia de las facultades de empadronamiento de jardines infantiles con la vigencia del reglamento.



Quiero destacar lo que se hace en materia de regularizar la situación de los becarios de magíster y doctorado del programa de Formación de Capital Humano Avanzado y del programa de Becas Chile, que cumplieron tardíamente con las obligaciones previamente consagradas.



Esto es muy importante, señor Presidente.



Se trata de 1.400 personas que, en su momento, recibieron el beneficio de becas de perfeccionamiento y que, por complicaciones no siempre de su responsabilidad, se atrasaron en la entrega o la recepción de documentos, lo que les impide postular a nuevas becas.



Esa situación ha trancado la formación de capital humano en Chile.



Es un problema complejo y difícil, planteado por CONICYT y por el Presidente de la Asociación Nacional de Investigadores en Postgrado, don Matías Pérez. 



Creo que la iniciativa en análisis soluciona un tema que se debió haber resuelto hace mucho tiempo, que tiene que ver con instalar una política pública de largo plazo en esta materia.



Este es un paso muy significativo. Y, dentro de lo misceláneo del proyecto, merece un reconocimiento, a mi juicio, especial.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por dos minutos, tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, vamos a votar a favor de esta iniciativa miscelánea, que nos parece importante porque resuelve problemas concretos.



Solamente quiero hacer un breve comentario.



En el caso de la Universidad del Mar, deseo llamar la atención sobre la inmensa cantidad de recursos públicos que ya se han transferido con el fin de solucionar la crisis de esa institución producto de un mal manejo.



Perfectamente podríamos solicitar que esos recursos fueran equilibrados con aportes para una serie de universidades públicas con problemas. 



La verdad es que no está bien que el Estado se haga cargo de situaciones como esta sin nada que compense, en el presente caso, a la educación pública.



En segundo lugar, deseo comentar lo relativo a la CONICYT y a los alumnos de magíster, doctorado y becas que están con problemas. 



Esto fue un acuerdo de la Comisión de Presupuestos, particularmente de la Cuarta Subcomisión Especial. Los afectados se reunieron con el órgano técnico, y expusieron que su situación se hallaba paralizada.



Ahora se aborda un problema resuelto hacia adelante, pero no para atrás. Y, por tanto, es una mejora de orden.



En tercer lugar, sobre la JUNJI, se establece un bono para los trabajadores de los VTF. Lo que nos preocupa es que este beneficio les llegue directo a ellos y no se consuma en el camino, como ha ocurrido con otras cosas.



Sobre el tema de la subvención escolar preferencial, se provocó un vacío que aquí se corrige con el objeto de darle continuidad a los colegios que la tenían.



Y respecto a la autorización de jardines infantiles, se arregla más bien para tener un buen calce entre lo que ha sido la JUNJI, en su rol fiscalizador, con la Subsecretaría y la Intendencia.



Este proyecto nos parece bueno y necesario, pues resuelve de una vez cinco problemas. Por tanto, lo apoyamos plenamente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Algunos señores Senadores solicitan que abramos la votación, concediendo las intervenciones hasta por dos minutos que habíamos establecido.



Acordado.



En votación general y particular.



--(Durante la votación). 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, solamente quiero hacer una pequeña aclaración.



En el caso del primer punto, que es la beca a los estudiantes reubicados de la Universidad del Mar, debo decir que no es plata para la institución, sino un derecho que ya se había dispuesto por ley y que no se aplicó en las universidades que acogieron a los estudiantes que perdieron su acreditación y a quienes no se les hizo valer el pago de la beca a la cual tenían derecho.



Con eso restituimos un beneficio a esos estudiantes. Les estamos reembolsando el dinero que pagaron de su bolsillo, cosa que también se hizo con otros alumnos.



En el caso de los becarios, yo celebro lo que han dicho acá los señores Senadores. 



Estamos hablando de 3 mil 500 becarios de doctorado y magíster que podrán postular a fondos para investigación, no necesariamente para formarse, que es el propósito por el cual ellos fueron a estudiar. 



Creo que es un elemento muy importante.



En cuanto a los trabajadores de los jardines VTF (son 19 mil), los recursos los transfiere la JUNJI. Son jardines infantiles administrados por las municipalidades, y que están en condiciones desmejoradas respecto de los profesionales Integra-JUNJI. Con este proyecto se van a homologar sus ingresos de aquí al 2018, a fin de lograr que sean más o menos similares. 



Los demás temas son menores, son adecuaciones. 



Solamente quiero señalar que el gran apuro con que vinimos en esta fecha se debe a que hay un número de colegios que podrían quedar sin el copago que tenían anteriormente, porque decidieron pasar a gratuidad, y no podrían acceder a la subvención escolar preferencial ni al bono de gratuidad al cual tienen derecho.



Por lo tanto, estamos resolviendo un asunto que es urgente aplicar en marzo.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker, hasta por dos minutos.

El señor WALKER (don Ignacio).- No quiero repetir las intervenciones anteriores, señor Presidente. Por tanto, hago mío todo lo que ya se ha dicho.



Creo que esta iniciativa de ley miscelánea se justifica en distintos aspectos.



Quiero llamar la atención acerca de que hay temas más de fondo, insinuados en cada una de estas modificaciones.



Por ejemplo, en lo relativo a la beca para los estudiantes de la Universidad del Mar (489 alumnos), el tema de fondo es la creación del Administrador Provisional mediante una iniciativa que aprobó el Parlamento.



Nos sirvió de lección la realidad de ese plantel educacional, a fin de legislar hacia el futuro tratando de precaver o hacer frente a situaciones como esta.



El punto referido a la regularización de lo sucedido a los estudiantes becarios de magíster o doctorado se justifica plenamente, porque si un estudiante que terminó su programa y obtuvo su grado no puede acceder a los fondos de CONICYT, es como cortarle las alas. 



Se trata de 3 mil 324 becarios. 



Pero quiero llamar la atención sobre la necesidad de una política nacional de posgrados y de una política de ciencia y tecnología.



Este ámbito ha estado en el centro del debate el último tiempo y presenta grandes falencias. Un solo botón de muestra: no haber cumplido las obligaciones dentro de los plazos respecto de ese número de becarios.



Evidentemente, el problema es mucho más de fondo.



La asignación a la JUNJI es para 19 mil trabajadores de jardines VTF; por tanto, es un beneficio muy importante desde el punto de vista del aumento de remuneraciones.



Aprovecho de llamar la atención en cuanto a que ese beneficio, más la autorización para ampliar la facultad de empadronamiento de la JUNJI, nos plantea la necesidad de que cumplamos con lo que aprobamos en su momento: avanzar al reconocimiento oficial de dichos establecimientos y no quedarnos solo en la autorización para que funcionen. A mi juicio, no puede haber marcha atrás en esta materia.



Por todo ello, votaremos a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, a mí no me gustan mucho los proyectos misceláneos porque posibilitan una mirada muy superficial de los temas, y la iniciativa que nos ocupa contiene varios que no son menores. 



Lo que acaba de plantear el Senador Ignacio Walker con relación a la Universidad del Mar es tremendamente relevante y deja en evidencia un problema mayor: la desregulación del sistema. O sea, todos los instrumentos y todas las disposiciones legales que hemos construido en este ámbito no han surtido efecto.



En definitiva, acá un conjunto de 489 estudiantes ha sido doblemente estafado: primero, por la Universidad del Mar y, luego, por otras casas de estudios superiores que han ido perdiendo la acreditación.



Lo anterior refleja la poca regulación que hay en Chile en materia de educación superior y guarda relación con el debate que vendrá a partir de marzo, cuando se cree, en régimen, el soporte para el financiamiento de este nivel educativo sobre la base de una nueva legislación en dicha área.



Como dijo la señora Ministra, este proyecto aborda varios otros elementos.



Las normas relativas a los becarios de posgrado son muy importantes. 



Sin embargo, a ese respecto quiero hacer un punto, que planteé en la Comisión, pero que no se pudo incluir en el texto. Espero que, por la vía reglamentaria, la señora Ministra pueda recogerlo. 



Esos tres mil y tantos becarios, que desarrollaron sus programas de postítulo en Chile o en el extranjero y que, por distintas razones, se atrasaron y no cumplieron en los plazos establecidos, hoy día van a poder postular a los fondos de investigación. 



Mi punto -así se lo he hecho ver al Ministerio- es que no resulta aceptable que esos jóvenes queden con prelación respecto de otros estudiantes que terminaron su pregrado y que hoy cumplen todas las condiciones para postular a las diversas becas de doctorado o magíster, ya sea en nuestro país o en el extranjero.



Entonces, simplemente pido que se revise ese tema.



Por supuesto, el beneficio a los trabajadores de los jardines VTF es tremendamente importante. Se trata de 19 mil trabajadores, muchos de ellos administrativos, auxiliares y directivos de establecimientos de educación parvularia municipales.



Por todas esas razones, voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor y 2 pareos) y, por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Coloma, García, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.



No votaron, por estar pareados, los señores Girardi y Matta.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señora Ministra, agradecemos su presencia.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Gracias.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras Senadoras y señores Senadores, tenemos la siguiente situación: están a punto de llegar los informes de las Comisiones Mixtas recaídos en el proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia y en la iniciativa que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos. 



Ambos informe ya fueron aprobados por la Sala de la Cámara de Diputados.



Como se trata de normas de quórum especial, es muy importante que Sus Señorías permanezcan en la Sala.



En consecuencia, cito a reunión de Comités con el objeto de definir cómo vamos a tramitar ambas materias. 



Se suspende la sesión.

)--------------(



--Se suspendió a las 12:49.



--Se reanudó a las 12:59.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.


Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa los siguientes documentos:
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las diferencias entre ambas Cámaras en la tramitación del proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (boletín Nº 9.790-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 5).



Con el segundo señala que dio su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las diferencias entre ambas Cámaras en la tramitación del proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización (boletín Nº 10.154-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.



Con el tercero informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (boletín Nº 10.442-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).

 
--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de entrar al análisis de las iniciativas, quiero informar lo acordado por los Comités.



Primero, tratar los dos proyectos en trámite de Comisión Mixta: el que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y el que fortalece la democracia, ambos ya aprobados por la Cámara de Diputados.



Se discutirá y votará cada uno de ellos. Y los señores Senadores, por supuesto, podrán fundamentar su voto hasta por cinco minutos en cada caso. 



Segundo, analizar y votar en la sesión de esta tarde la iniciativa que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente hasta su total despacho.



Por último, citar a sesión para mañana jueves, a partir de las 11, para tratar proyectos en tabla.



En caso de que la Cámara Baja rechace las propuestas del Senado a la iniciativa sobre carrera docente, será necesario formar una Comisión Mixta y, posteriormente, aprobar en la Sala sus proposiciones.

FORTALECIMIENTO Y TRANSPARENCIA DE LA DEMOCRACIA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.790-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 36ª, en 21 de julio de 2015 (se da cuenta).



Comisión Mixta: sesión 96ª, en 26 de enero de 2016.



Informes de Comisión:



Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia: sesión 39ª, en 4 de agosto de 2015.



Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia (segundo): sesión 90ª, en 12 de enero de 2016.



Hacienda: sesión 90ª, en 12 de enero de 2016.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (complementario): sesión 93ª, en 19 de enero de 2016.



Mixta: 98ª, en 27 de enero de 2016.



Discusión:



Sesiones 40ª, en 5 de agosto de 2015 (se aprueba en general); 90ª, en 12 de enero de 2016 (queda pendiente la discusión en particular); 91ª, en 12 de enero de 2016 (queda pendiente la discusión en particular); 92ª, en 13 de enero de 2016 (queda pendiente la discusión en particular); 93ª, en 19 de enero de 2016 (queda pendiente la discusión en particular); 94ª, en 19 de enero de 2016 (se aprueba en particular).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de las enmiendas efectuadas por el Senado correspondientes al remplazo de la letra a) del numeral 2, que pasó a ser 3, del artículo 1º (referente al concepto de propaganda electoral); a las modificaciones efectuadas en el numeral 7, que pasó a ser 8, del artículo 1º (sobre propaganda en espacios privados), y a las enmiendas introducidas en el numeral 9, que pasó a ser 11, del artículo 2º (relativo a aportes anónimos).


La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en:



Respecto del concepto de propaganda electoral:



-Aprobar el texto del inciso primero del artículo 30, contenido en la letra a) del numeral 3 del artículo 1º, que fue aprobado por el Senado.


-Remplazar el texto del inciso segundo del artículo 30, contenido en la letra a) del numeral 3 del artículo 1º, por el siguiente: “No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.”.



En lo referente a la propaganda en espacios privados:



-Aprobar la enmienda del Senado al inciso final del artículo 32 bis, contenido en el numeral 8 del artículo 1º.



-Aprobar las modificaciones del Senado al inciso primero de mismo artículo, sustituyendo las dimensiones de la propaganda de dos a seis metros cuadrados.



-Remplazar, en el inciso primero del artículo 32 bis, la frase que se inicia con la expresión “en que se encuentran” y hasta el punto seguido por “en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales”.



Respecto a los aportes sin publicidad de la identidad del aportante:



-Remplazar el numeral 11 del artículo 2º del proyecto por el otro que sustituye el artículo 17 en un precepto que establece, en síntesis, que los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a Senador y Diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional, y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.



La Comisión adoptó el acuerdo por la unanimidad de sus miembros, salvo en lo relativo a las dimensiones de la propaganda, que fue aprobado por 7 votos a favor y 3 en contra en cuanto a que no supere los seis metros cuadrados, y por 9 votos a favor y uno en contra en lo relativo a agregar la palabra “totales” a continuación de la expresión “metros cuadrados” y a redactar en singular la frase “en que se encuentran y que las dimensiones de esta propaganda no superen los seis metros cuadrados”. Tampoco hubo unanimidad en lo concerniente a la sustitución del artículo 17 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, en que se registró un voto en contra del inciso tercero propuesto.



Cabe hacer presente que la proposición que formula la Comisión Mixta, respecto de la letra a) del numeral 3, del numeral 8 del artículo 1° y del numeral 11 del artículo 2°, tiene rango de norma orgánica constitucional, por lo que requiere 21 votos favorables para su aprobación. Por su parte, el inciso segundo del artículo 17, contemplado en el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley, en lo que se refiere a la excepción a la publicidad de las actuaciones de los órganos del Estado, tiene carácter de norma de quorum calificado, por lo que requiere 19 votos favorables para su aprobación.



Finalmente, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión de hoy, aprobó el informe de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de aprobarse el informe del mencionado órgano técnico.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se está repartiendo el informe y, tal como acordamos, lo vamos a poner en votación inmediatamente.



Les recuerdo que hay normas de quorum especial.
El señor TUMA.- Señor Presidente, ¿va a abrir la votación?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, lo vamos a hacer.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



No sé si el señor Ministro querrá intervenir mientras esperamos que llegue el Senador señor Pérez Varela.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco a la Comisión Mixta por haber tenido el espíritu de buscar un consenso.



Como Sus Señorías ya sabrán, este informe fue aprobado en la Cámara de Diputados contando con una abrumadora mayoría.



Respecto de los contenidos, hubo una discusión muy razonada con relación al tema de los llamados antes “aportes anónimos” y que ahora han quedado rotulados como “aportes menores sin publicidad”.



Nosotros entendemos que en torno a estos aportes, que son de menor cuantía -se rebajó un poco el monto-, un componente sustancial de la democracia es que las personas puedan mantener la reserva, más aún cuando se trata de una extensión casi natural del secreto del voto.



Ese fue un aspecto muy polémico, pero en la medida en que se trate de aportes pequeños no hay ninguna posibilidad -tal como sostuvieron las señoras y los señores parlamentarios miembros de la Comisión Mixta- de que el anonimato lleve a la captura. Tal como ocurre en la tradición de las democracias más avanzadas del mundo, las personas tienen derecho a mantener reserva cuando sean aportes relativamente pequeños.



Seguidamente, hubo una larga discusión sobre el tamaño de la propaganda que puede colocarse en espacios privados.



La Cámara de Diputados había establecido hasta 25 metros cuadrados, lo que fue considerado excesivo por la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, que presidía el Senador Ignacio Walker. Por tanto, se redujo a seis metros cuadrados.



Y los integrantes de la Comisión de Hacienda fueron aún más restrictivos y la dejaron solo en dos metros cuadrados, lo cual, en opinión de muchos, quitaba la posibilidad de visibilidad a esas propagandas.



Por lo mismo, se reiteró que podría ser de hasta seis metros cuadrados. Y para evitar la trampa de poner distintos carteles contiguos, de seis metros cuadrados cada uno de ellos, se estableció que en cada lugar privado el total de la superficie de apoyo a un candidato no podrá exceder los seis metros cuadrados.



Señor Presidente, esos fueron los temas que suscitaron más polémica -si es que estoy siendo justo con el debate- y me parece que el consenso logrado robustece al proyecto.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias a usted, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tal como lo expresó el señor Ministro, ayer la Comisión Mixta discutió sobre temas menores del proyecto que nos ocupa.



Lo importante de esta iniciativa es que vamos a tener campañas extraordinariamente transparentes, con normas de transparencia que, en mi opinión, difícilmente encontraremos en otro país; con disposiciones sobre fiscalización extraordinariamente estrictas. Y las falencias se mantienen por la capacidad operativa del SERVEL y no porque las normas no permitan llevar a cabo dicha fiscalización.



Y hubo cuestiones menores respecto de las cuales existió discrepancia entre la Cámara de Diputados y el Senado.



Por ejemplo, en la definición de “propaganda”.



Como aquí estamos frente a un criterio restrictivo y estricto sobre lo que debe entenderse por “propaganda”, cabía la posibilidad de que cualquier juicio político, cualquier actividad política que realizaran las personas o los partidos podía caer en tal concepto.



Por eso se hizo una modificación, en mi concepto, bastante específica y clara para señalar que la transmisión de ideas o de propuestas hechas tanto por una persona natural como por un partido político, formado o en formación, no constituye propaganda, porque forma parte de la cotidianidad de la discusión, de la vida política. La propaganda se define más bien en materias de publicidad.



A mi juicio, la norma el día de ayer quedó resuelta de una manera correcta.



Otra materia en la que había discrepancias con la Cámara de Diputados tenía que ver con cómo se financia en general una campaña, un partido.



Las campañas, básicamente, se financian con los aportes estatales, que crecen modestamente con respecto a los aportes estatales que existen en nuestra actual legislación. El resto del financiamiento se realiza a través de recursos propios del candidato, que deben ser públicos y transparentes y no tienen que superar el 25 por ciento del gasto; y por el aporte de personas naturales. La regla general nos dice que cualquier contribución que efectúe una persona natural ha de ser -lo quiero recordar- depositada en el SERVEL y este, en forma posterior, lo ingresará a la cuenta que se haya asignado al candidato, quien dispondrá de cuatro o cinco días para aceptarla o rechazarla. Así lo dispone la regla general. Y la información de que tal persona natural depositó determinada cantidad de dinero para un candidato específico deberá ser subida inmediatamente a la página web del Servicio Electoral.



Sin embargo, ello implicaba una restricción, a nuestro juicio, extremadamente grande en desmedro de personas naturales que quisieran hacer aportes pequeños: un profesional, un funcionario público, un comerciante que deseara realizar una pequeña contribución a su candidato para alcalde, concejal, diputado o senador, incluso para uno que se postule al cargo de Presidente de la República.



Por lo tanto, se estableció un límite para tales aportes, que deberán ser depositados en el SERVEL y, por tanto, conocidos por esta entidad, y que tendrán que ser notificados al candidato, quien los podrá aceptar o rechazar, es decir, no son secretos. Así, para el candidato a Presidente de la República -si mi memoria no me engaña, y me puede corregir el señor Ministro- el límite es de un millón de pesos. Claramente, un aporte de un millón de pesos en una candidatura presidencial no va a incidir en ella.



Además, hay otro límite: la persona que efectúe aportes sin publicidad podrá entregar como máximo tres millones de pesos en una misma elección. O sea, en una presidencial podría contribuir como máximo a dos candidatos. En una senatorial, a tres o cuatro candidatos. La persona estaría impedida de aportar más.



Ese es un límite importante.



De otra parte, la campaña de ese candidato puede ser financiada también con un límite específico.



En consecuencia, se contemplan los resguardos necesarios para que en caso de que alguien quiera realizar un aporte exista más bien una protección para quien lo hace, porque se sabe que esos ingresos, por su cuantía, no tienen ninguna incidencia real y efectiva para decidir el futuro de una candidatura.



Se me acaba el tiempo, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se le concede un minuto adicional.

El señor PÉREZ VARELA.- Por lo menos en el proyecto sobre fortalecimiento de la democracia, que estamos discutiendo ahora, yo diría que esos dos son los elementos más fundamentales.



La otra discusión se relacionó con la publicidad en espacios privados (les recuerdo que la publicidad en los espacios públicos se halla absolutamente reglada y regulada). Así, el Senado -acogiendo la enmienda de la Comisión de Hacienda- fijó un tamaño determinado de los letreros absolutamente insuficiente. La Comisión Mixta volvió al criterio de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, que dispuso letreros de hasta 6 metros, porque básicamente responden más a la realidad rural.



Esas son las tres modificaciones acordadas.



A mi entender, debiéramos aprobar el informe de la Comisión Mixta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, de la lectura del informe de la Comisión Mixta uno se percata de que vienen bastantes correcciones que, a mi juicio, harán que la política y la democracia chilenas sean más transparentes y menos radicales desde el punto de vista del uso irregular de la propaganda y, además, que el dinero tenga menos influencia en la política.



Sin embargo, hay un tema que, a mi parecer, es el corazón del proyecto. Y si bien se avanzó, no se llegó a los estándares que la comunidad en general nos está exigiendo.



Me refiero a la nueva realidad de los partidos políticos, en que vamos a autorizar recursos de todos los chilenos para financiar su funcionamiento. 



Y me concentraré específicamente en la elección de la directiva de los partidos.

El señor PÉREZ VARELA.- Ese es otro proyecto.

El señor PROKURICA.- En esta materia, en Renovación Nacional...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Senador, ese tema lo vamos a tocar cuando analicemos el proyecto sobre partidos políticos. Solo se lo hago presente.

El señor PROKURICA.- Muy bien.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece reservar su intervención para cuando entremos a dicha iniciativa?

El señor PROKURICA.- Por supuesto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no he emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (28 votos contra uno y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido, y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Araya, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Ossandón.


Se abstuvieron la señora Lily Pérez y el señor Horvath.

MODERNIZACIÓN Y FORTALECIMIENTO DE CARÁCTER PÚBLICO Y DEMOCRÁTICO DE PARTIDOS POLÍTICOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse del informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.154-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 84ª, en 22 de diciembre de 2015 (se da cuenta).



Comisión Mixta: sesión 97ª, en 26 de enero de 2016.



Informes de Comisión:



Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia: sesión 93ª, en 19 de enero de 2016.



Mixta: sesión 98ª, en 27 de enero de 2016. 



Discusión:



Sesiones 94ª, en 19 de enero de 2016 (queda aplazada la votación en particular); 95ª, en 20 de enero de 2016 (se despacha en particular).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de las siguientes enmiendas efectuadas por el Senado.



La correspondiente al artículo 23 bis, contenido en el numeral 22 del artículo 1°, en lo que respecta a la destinación por parte del Servicio Electoral de uno o más de sus funcionarios para presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.



Asimismo, la relativa al numeral 35 del artículo 1°, que contiene los artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, específicamente en cuanto al artículo 35 ter -destino de los bienes inmuebles de los partidos políticos e información anual al Servicio Electoral sobre los inmuebles inscritos a nombre del partido político- y sobre el artículo 35 quáter, que regula la inversión del patrimonio de los partidos políticos.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en lo siguiente.



Respecto de la presencia del Servicio Electoral en las elecciones internas de los partidos políticos:



-Ratificar la modificación efectuada por el Senado al artículo 23 bis, contenido en el numeral 22 del artículo 1°.



-Incorporar el texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional al artículo 24, contenido en el numeral 23 del artículo 1°, agregando una oración final del siguiente tenor:



“Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.”.



En lo referente a los inmuebles de los partidos políticos:



-Aprobar las enmiendas del Senado en la materia.



La Comisión adoptó el acuerdo por la unanimidad de sus miembros, salvo en lo relativo al artículo 24, aprobado por ocho votos favorables y dos abstenciones, y al artículo 35 ter e inciso final del artículo 35 quáter, aprobados por siete votos a favor, uno en contra y dos abstenciones.



Cabe hacer presente que la proposición que formula la Comisión Mixta, respecto del artículo 23 bis, contenido en el numeral 22; del artículo 24, contenido en el numeral 23, y de los artículos 35 ter y 35 quáter del artículo 1°, recae en preceptos que tienen carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren 21 votos favorables para su aprobación.



Finalmente, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto como quedaría de aprobarse el informe correspondiente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ahora sí, ofrezco la palabra al Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pido excusas porque me había anticipado durante el examen del otro proyecto y argumenté sobre la presente iniciativa.



Es importante decir que ambas iniciativas realmente producen una mejoría en el funcionamiento de los partidos políticos, pero a su vez exigen nuevos estándares, porque la comunidad en general no está disponible para que sigan ocurriendo ciertos hechos en organizaciones intermedias, como son las colectividades políticas, que ahora van a disponer de financiamiento de parte del Estado.



A mi juicio, se avanza en lo relativo a los aportes y en una serie de otros elementos, como la transparencia. Y también se avanza en áreas que son relevantes para que la gente intervenga. Creo que la democracia chilena tiene un problema serio de participación de las personas, no solo en lo que respecta a las votaciones. Históricamente, un porcentaje muy bajo, que no supera el 4 por ciento, pertenece a partidos políticos.



Por eso mismo, el Gobierno y algunos parlamentarios hemos presentado indicaciones y proyectos para mejorar la condición descrita.



Sin embargo, en un tema que a mi juicio constituye el corazón del proyecto de ley se avanza, pero relativamente. Y se deja una parte, sobre la que voy a argumentar al final, que considero indispensable que en el futuro podamos mejorar.



Me refiero, señor Presidente, a la fórmula a la que se ha llegado para la elección de las directivas de los partidos.



En Renovación Nacional hemos elegido desde siempre a las directivas por elección directa: “cada militante un voto”.



Y lo menciono porque cuando formamos una Comisión para analizar por qué la ciudadanía no participaba y no se inscribía en los partidos políticos, el elemento principal que manifestaron -y se corresponde con lo que uno ve en los medios de comunicación- fue la desconfianza existente en la gente de la calle, en la gente de a pie acerca de lo que pasa al interior de los partidos.



He señalado muchas veces que pertenecí a una directiva durante tres períodos. Y he hablado de lo difícil que resulta conducir los destinos de un partido político. Y creo que en ellos pasan menos cosas malas de lo que la gente piensa.



Sin embargo, la principal razón que señalaron las personas para no pertenecer a un partido fue que las directivas no se nombran mediante elección directa; es decir, que el voto del militante no influye en su elección.



Se llegó a una fórmula de consenso para acomodar la realidad de la ley en proyecto a la de los partidos existentes, en vez de cambiar, a mi juicio, lo que la opinión pública nos está exigiendo: que se modifique la situación descrita.



Entonces, ahora se pueden elegir directa o indirectamente (mecanismo democrático; nadie dice que no lo sea). Pero el Órgano Intermedio Colegiado que elige al Órgano Ejecutivo debe ser electo democráticamente, mediante la fórmula que aquí, en el Senado, propuso el Senador Larraín.



Yo creo que la norma se mejora, señor Presidente.



Porque hay algunos partidos que por arte de magia mantienen a sus dirigentes por treinta años; nadie sabe cómo los eligen, en fin. Y con el mecanismo propuesto aquello ya no va a ocurrir.



Pero va a seguir existiendo esta fórmula de gente que no pertenece a los partidos porque tiene dudas en el sentido de que grupos intermedios siempre elijan a los mismos.



Por último, avanzamos en transparencia, en evitar la influencia del dinero en la política; algún paso dimos en materia de intervención electoral.



Pero en donde no hemos logrado plantear nada -¡Ojo!: porque esto puede volver a ocurrir- es en relación con el uso de violencia, de los mecanismos alternativos que no respetan el Estado de Derecho.



A mi juicio, puede darse el caso de que se formen partidos políticos que utilicen la violencia, que se salgan del Estado de Derecho y, además, ¡que tengan financiamiento del Estado!



Pienso que ese asunto queda pendiente. En el futuro, debiéramos establecer un margen mínimo para participar en política.



Quienes están dentro del sistema tienen que respetar las reglas del juego: el Estado de Derecho.



Pero, además, si existe financiamiento del Estado, me parece que los estándares han de ser aún más exigentes. Y en este proyecto no dijimos nada en cuanto al respeto del Estado de Derecho, ni tampoco se hizo referencia al uso de la violencia ni a otras artes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que deben votar el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, disponemos de cinco minutos para expresar lo que resolvió la Comisión Mixta en lo más relevante, aquello en que hubo discrepancias entre la Cámara de Diputados y el Senado.



Al respecto, les recuerdo a los señores Senadores que cuando en su momento se discutió este proyecto en esta Sala (la semana pasada) se planteó la posibilidad de que existiera tanto el mecanismo de votación directa para la elección de la directiva cuanto la fórmula de la votación indirecta.



Pero eso se rechazó, por lo que fue imposible instalar aquello.



Quedó, entonces, la propuesta que aprobó la Cámara de Diputados, mediante la cual la directiva podía ser elegida por un mecanismo que no era el de “un militante, un voto”. Y el Órgano Colegiado Intermedio también podía elegirse por un sistema distinto al de “un militante, un voto”.



Es decir, se argumentó en torno a la votación indirecta. Pero tanto en la Cámara Baja como en el Senado no se aprobó eso, sino que la directiva y el consejo general fueran elegidos de determinada manera y no por voto directo.



Por lo tanto, el avance que hubo en la Comisión Mixta es relevante, porque establece que la directiva del partido puede ser elegida por el sistema “un militante, un voto” o por el Órgano Intermedio Colegiado (Consejo General, Comité Central, Junta Nacional, o como se le quiera llamar).



Pero en dicha instancia se aceptó lo que el Senador Larraín propuso la semana pasada y que se rechazó: que si legítimamente un partido establecía en sus estatutos el criterio de que la directiva nacional, el órgano ejecutivo nacional fuera elegido por su Consejo General, Junta Nacional, Comité Central, o como quiera denominarse, ese organismo intermedio colegiado debía ser elegido a través del mecanismo “un militante, un voto”.



Eso fue lo que la Comisión Mixta aprobó.



La Cámara de Diputados hoy día ratificó aquello.



Estoy seguro de que el Senado también lo va a aprobar, porque se trata de un avance notable con respecto a la forma como siempre se presentó este proyecto, que era para democratizar a los partidos, para fiscalizarlos, para establecer el financiamiento público; que fijaba un estándar de transparencia, de participación mucho más elevado del que tenemos hasta hoy día, lo cual puede ser la causa de todas la dificultades que viven la política, los partidos y los políticos.



Hay otros asuntos que resolvió la Comisión Mixta. Pero para mí esta es la materia central.



A partir de esta legislación, el principio “un militante, un voto” queda instituido legalmente para la directiva o para el consejo general. Uno de los dos debe ser elegido a través del procedimiento “un militante, un voto”.



Nosotros habíamos planteado en un inicio -y así lo aprobó la Comisión Especial de Probidad y Transparencia- que la directiva siempre fuera elegida por el sistema “un  militante, un voto”.



Pero recogimos y aceptamos los argumentos que hablaban de votación indirecta que presentaron el Partido Socialista y otros en el Senado recurriendo a la historia, a la tradición y a las prácticas de esas colectividades.



Pero, lamentablemente, no se quiso establecer con precisión que en la votación indirecta quedara absolutamente claro que el organismo intermedio colegiado tenía que ser elegido a través del mecanismo de “un militante, un voto”.



La Comisión Mixta planteó un avance en tal sentido: ratificó lo que planteamos la semana pasada en el Senado, que -reitero- se halla expresado en una indicación que presentó el Senador Hernán Larraín.



Hoy, al verificarse ello en la normativa propuesta, hemos dado un paso importante para la democratización de los partidos.



A algunos les habría gustado votación directa para las directivas.



Eso queda abierto: un partido puede establecerlo; no tiene ninguna dificultad para ello.



Pero si elige un sistema indirecto, este debe ser verdaderamente democrático.



En todas las democracias (en particular, las parlamentarias) en que hay votación indirecta, el órgano que elige al Ejecutivo es nombrado mediante el sistema de “un militante, un voto” o de una votación directa de todos los ciudadanos.



Eso fue lo que se recogió. Y ello -insisto- constituye un avance significativo.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señora Presidenta, esta discusión la realizamos largamente en el Senado. Yo defendía que nos quedáramos con lo que había aprobado la Cámara de Diputados por lo que había escuchado hasta ese momento.



Afortunadamente, el debate fue cambiando. Porque alcancé a escuchar algunos argumentos completamente falaces.



Aquí, en esta misma Sala, se sostuvo que la elección indirecta no era democrática.



Aquí, en esta misma Sala, se sostuvo que una elección indirecta solo llevaba a camarillas; y, también, hubo otras calificaciones en verdad inaceptables.



Además, me siento muy contenta de pensar que culturalmente estamos ganando, en particular al ver hoy a la UDI, que nunca tuvo un sistema de elección universal directo, como una de las grandes defensoras de esta elección.



Me parece que ganamos culturalmente cuando un partido reconoce aquello, en circunstancias de que, hasta donde sabemos, nunca existió en él una participación muy amplia para elegir a sus directivas.



Hoy, sí, está procediendo de esa manera; y ello lo considero un gran logro.



Pero cuando yo defendí que nos quedáramos con lo planteado por la Cámara de Diputados -y lo quiero decir- no solo fue por lo que había escuchado hasta ese momento, en que se expresaron argumentos falaces o equivocados, e incluso descalificatorios, sino también porque me parecía que ni siquiera se consideraba lo que expresé claramente y que ahora no tengo demasiados deseos de repetir.



Dije que nosotros nombramos un Comité Central por elección directa, el cual es mucho más representativo que cualquier otro órgano del partido que sea. Ello, porque, por ejemplo, votan incluso los chilenos en el exterior; porque tenemos cuotas para las mujeres; porque hay una cuota destinada a la juventud.



O sea, estamos hablando de un órgano verdaderamente democrático y representativo. Que este, a su vez, elija a la Mesa, no tiene nada de reñido con la democracia.



Como ya entregamos esos argumentos, no me voy a extender más.



Solo vuelvo a reiterar que aquí se dijeron cuestiones que no correspondían.



Las elecciones directas e indirectas tienen virtudes y ventajas y desventajas. Y eso también lo señalé.



Ello, porque uno podría decir que en la elección directa la persona sabe teóricamente quién resultará elegido. Pero también presenta desventajas evidentes: los rostros más conocidos o quienes cuentan con más recursos siempre tendrán mayores posibilidades que el resto.



En nuestro caso, nos preocupa particularmente ser representativos de nuestras regiones.



Porque consideramos que, de los 90 miembros del Comité Central de elección nacional y regional, 60 deben ser de regiones, a diferencia de otros partidos, en que, probablemente, esos órganos se hallan mucho más concentrados en la Región Metropolitana.



Entonces, cuando defendimos este principio, no lo hicimos solo porque nos pareció que los argumentos que se daban estaban equivocados: también procedimos así porque quienes los señalaron ni siquiera fueron respetuosos en cuanto a informarse más sobre el grado de representatividad que podía tener un órgano colectivo.



Además, hicieron tabla rasa de tradiciones de partidos que hemos hecho aportes significativos a nuestro país y que fuimos decisivos a la hora de retornar a la democracia.



Creemos que tenemos la frente muy en alto para decir aquello.



Hubo, sí, un momento de acercamiento. Estuvimos bastante cerca de haber logrado la fórmula que planteó el Senador Larraín. Pero ella generaba (no necesariamente a nuestro partido, pero sí a otros) problemas.



Por eso dijimos que debíamos mantener la posibilidad abierta.



Hoy vamos a votar favor.



Creemos que se concilian los criterios en el sentido de que por lo menos el órgano colectivo sea nombrado mediante una elección directa, el cual, de acuerdo a los estatutos de su partido, podrá elegir a una mesa indirectamente.



Finalmente, quiero decir, por el bien de todos nosotros, que sería muy saludable que no cayéramos en descalificaciones; que cuando hablemos demos los argumentos reales y señalemos qué consideramos más valioso (mayor representatividad; amplia participación, en fin). Y no se venga a pontificar acá -como nos tocó escuchar en esta Sala durante dos días-, cuando en los historiales de los partidos de quienes hablan de esa manera no prima precisamente la democracia.



No fue el Partido Socialista el que estuvo por un golpe de Estado, ni mucho menos por interrumpir la democracia.



Me parece válido que argumentemos escuchándonos. Y el que estamos dando ahora constituye un paso en tal sentido.



Por eso pedí que entendiéramos cuando decíamos que había tradiciones, y que ello no se descalificara.



Eso es lo que quise defender.



Voto que sí.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, las votaciones de estos dos informes de Comisiones Mixtas, recaídos, respectivamente, en el proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (de los partidos y de la política en general) y en la iniciativa que fortalece el carácter público y democrático de los partidos y facilita su modernización (modifica la Ley de Partidos Políticos), constituyen a mi juicio pasos muy sustantivos no solo en la Agenda de Transparencia y Probidad que estamos llevando adelante: también son una real señal de modernización de la política en Chile.



A raíz de las tantas dificultades que hemos enfrentado, este era un paso necesario (incluso antes de los problemas que vivimos en este último tiempo).



Todo ello aceleró la tramitación de tales iniciativas. Y me alegra que estemos aprobando estos informes y terminando el referido proceso en esta etapa.



En lo que respecta al financiamiento, me parece que la búsqueda de más transparencia en la fuente; la mayor fiscalización en el uso de esos recursos, y el establecimiento de sanciones drásticas en caso de graves incumplimientos en materia de uso de recursos públicos, son cuestiones muy definitivas.



El sistema existente adolecía de demasiados vacíos, los cuales han generado actuaciones irregulares que han tenido un alto costo.



Por eso, creo que esta iniciativa quedó bastante bien.



Siempre uno quiere que las cosas se aprueben de determinada manera. Pero, al final, el resultado es muy positivo en lo concerniente al financiamiento.



Con respecto a la segunda iniciativa, referida a los partidos políticos, se da también un paso muy sustantivo en diversas medidas.



Ello, básicamente, en dos líneas.



Una se ha estado discutiendo hasta ahora, tocante a la democracia interna de los partidos.



No cabe la menor duda de que los partidos requerían una revisión en estas materias. Porque sin perjuicio de que siempre hay opciones que son las más adecuadas a ciertas tradiciones, lo importante es tener certeza en el sentido de que, para la elección de la autoridad máxima, se va a aplicar la regla democrática.



Aquí no hagamos competencia en cuanto a qué partido es el más democrático.



Cada uno tenía su sistema.



Nosotros, desde que existimos como partido, hemos utilizado un mecanismo indirecto; es decir, las bases elegían al Consejo General, y este nombraba a la Directiva. Pero hace dos meses cambiamos nuestros estatutos precisamente porque creemos que los tiempos actuales exigen que los ciudadanos, los militantes de los partidos se hagan cargo de la conducción de ellos a través de una directiva elegida directamente por los afiliados.



Por eso, instalamos ese principio. De hecho, nuestro partido va a funcionar con el mecanismo de “un militante, un voto”.



Entendimos que había otros partidos que tenían tradiciones diferentes. Pero planteamos la necesidad de que si existía un órgano intermedio que cumplía esas funciones, este debía ser objeto también de esa misma obligación: que fuera elegido por la fórmula de “un militante, un voto”.



No se dio aquello, aunque hubo bastante cercanía para llegar a ese consenso.



Sin embargo, la Comisión Mixta adoptó ese mecanismo finalmente. Y me alegro mucho de ello, pues de alguna forma recoge lo esencial: está el compromiso con la regla democrática y admitimos cierta flexibilidad para que los estatutos establezcan si eso se hace en forma directa o indirecta. Pero en el caso de que se realice en forma indirecta, el órgano intermedio colegiado debe ser elegido conforme al principio de “un militante, un voto”.



Por ello, se zanja esta discusión, y creo que para bien de la política chilena.



El otro asunto tiene que ver con el hecho de que los partidos políticos tradicionalmente han sido una caja oscura, en que no se sabe muy bien cómo se toman las decisiones, cuáles son sus financiamientos, cómo se gastan sus recursos, etcétera. Si acaso hay errores o dificultades, no existen controles externos, ni fiscalización, ni mucho menos sanción.



Por tal motivo, considero muy importantes las normas tendientes a dar más transparencia, mayor fiscalización, con las correlativas sanciones que se introducen a través de este proyecto.



Eso, a mi juicio, es lo esencial, tanto respecto del financiamiento como de los partidos políticos. Ello permitirá a Chile tener una actividad política más respetable y de mayor confianza para los ciudadanos.



Por último, quiero hacer un breve comentario.



Considero clave -como ya se ha establecido en la Constitución y, de alguna forma también, en esta legislación- el rol que va cumplir el Servicio Electoral.



Es decir, tanto lo relativo al financiamiento como las reglas que se han instalado para los partidos políticos van a funcionar si el SERVEL opera bien.



Esperamos que con lo que hemos hecho ocurra así.



Por todo lo expuesto, con mucho entusiasmo voto a favor.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señora Presidenta, quiero valorar la forma como la Comisión Mixta resolvió las diferencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación de este proyecto.



Yo creo -y lo dijo la Senadora Isabel Allende- que son absolutamente legítimos los mecanismos de elección directa y de elección indirecta, pero con la prevención que se estableció en la Comisión Mixta: que los órganos intermedios electores de las mesas directivas, de los tribunales supremos, etcétera, sean elegidos mediante voto popular.



Eso da garantía de que las directivas serán representativas y no elegidas entre cuatro paredes.



También valoro que los ministros de fe -autoridades del Servicio Electoral- puedan ejercer la labor que permita que los procesos electorales de los partidos políticos sean limpios, transparentes; que no haya fraude, en fin.



En tal sentido, un funcionario del SERVEL como ministro de fe da plena garantía.



Señora Presidenta, lo que quiero destacar acá es que nos comprometimos con el Ministro Eyzaguirre, en una reunión de coordinación que sostuvimos con los jefes de bancadas, en la Primera Cuenta Pública del Congreso a aprobar todos los proyectos de ley en materia de probidad y transparencia antes del 31 de enero.



¡Y ese compromiso lo estamos cumpliendo con la aprobación de este proyecto de ley!



Acá ha habido un trabajo destacado de las Comisiones pertinentes.



Veo al Senador Alberto Espina, quien preside la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, la cual despachó el proyecto de ley sobre probidad en la función pública, que obliga a un número significativo de autoridades a declarar intereses y patrimonio; que regula el fideicomiso ciego, la enajenación de activos.



La Comisión Especial que creamos el año pasado, de Probidad y Transparencia, realizó un gran trabajo.



Yo quiero que todos nos felicitemos por la idea colectiva de haber establecido dicha Comisión, que preside el Senador Ignacio Walker (Su Señoría viene entrando a la Sala).



Por eso, quiero destacar los proyectos que se aprobaron.



Fortalecimiento de la democracia: 18 sesiones de Comisión, televisadas, transmitidas vía streaming; con debates con las ONG interesadas en la materia, de cara a la ciudadanía.



Eso nos permitió tener la iniciativa que despachamos antes.



Nuevo sistema de financiamiento de las campañas: sin aportes de empresas; los aportes públicos serán la regla general; solo habrá aportes muy acotados de personas naturales; y van a ser anónimos entre comillas, porque tanto el donante cuanto el donatario sabrán quién hizo la donación.



Tendremos partidos políticos que van a cumplir el principio del bien público, de la función pública: con transparencia; con rendición de cuenta; con reinscripción de afiliados, de militantes; con reempadronamiento, para evitar lo que algunos han denominado “padrones inflados”. 



En tal sentido, hay que valorar lo que se ha hecho.



Los colegios volverán a tener Educación Cívica: aprobamos el proyecto la semana pasada.



¡Si hay personas que no conocen la diferencia entre alcalde, parlamentario e intendente!



¡Por Dios que es importante educar en valores cívicos!



Pérdida del cargo: se aprobó una reforma constitucional.



¿Qué conductas van a constituir infracción grave a la ley electoral? Cuando un candidato tiene exceso de financiamiento: sobre 25 por ciento del límite máximo permitido.



Pérdida del cargo. En algunas situaciones, ¡pena de cárcel! 



Autonomía del SERVEL: otro proyecto de reforma constitucional que aprobamos; además, les dimos a sus funcionarios atribuciones a los efectos de que tengan -permítanme la expresión- uñas y dientes para fiscalizar el uso de recursos en campaña, para fiscalizar las campañas.



Esperamos que, a partir de marzo, la Comisión de Probidad y Transparencia apruebe el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en el cual se establecen cambios sustantivos -¡sustantivos!- para posibilitarnos la adopción de un conjunto de decisiones que nos permitan tener los estándares de probidad y transparencia más altos del mundo.



Y no estoy exagerando: con esas seis leyes vamos a tener los estándares de probidad y transparencia más altos del mundo.



Por lo tanto, espero que, cuando hagamos la evaluación del año, algunos digan que la crisis de confianza que hemos vivido la aprovechamos en el Parlamento como una oportunidad para efectuar cambios radicales –algunos, dolorosos- al objeto de que en Chile la institución en materia de probidad y transparencia sea muy sólida.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, hago mías las expresiones del Presidente de la Cámara Alta, Senador Patricio Walker, quien a mi juicio ha resumido muy bien, de manera apropiadísima, lo que está llevando a cabo el Congreso Nacional.



Es importante aprovechar estos escasos minutos para efectuar un poco de pedagogía. Porque hoy estamos despachando en el Parlamento dos proyectos de ley centrales de la Agenda de Probidad y Transparencia definida por el Gobierno y el Congreso, por el Gobierno y la Oposición, por el Ejecutivo y el Legislativo: el de financiamiento de las campañas y los partidos, o de fortalecimiento y transparencia de la democracia, y el de partidos políticos.



No hay democracia sin partidos políticos.



Yo creo en una democracia de instituciones, de partidos; no en una democracia de caudillos.



Cuando se erosionan las bases de la democracia; cuando se erosiona el prestigio de los partidos políticos; cuando se pierden la confianza y la credibilidad, sobrevienen la democracia de caudillos, los cantos de sirenas, los liderazgos personalistas y mesiánicos.



Por lo tanto, al fortalecer a los partidos políticos y al garantizar la transparencia del financiamiento de las campañas damos un paso gigantesco: estamos asegurando el derecho constitucional de libre asociación, que es un derecho político fundamental.



Los derechos son civiles, políticos y sociales; y ahora, en la nueva nomenclatura, colectivos, como los de los pueblos indígenas.



Aquí estamos fortaleciendo los derechos civiles y los derechos políticos.



En una democracia representativa, en una democracia de instituciones, el derecho de libre asociación se expresa justamente en la necesidad y en la posibilidad de fortalecer la acción de los partidos políticos.



¡Los tan vilipendiados partidos políticos!



Con humildad, debemos dejarnos interpelar por el escrutinio público, de la ciudadanía, de los medios, que nos cuestionan. Y hay que encontrarles mucha razón, pues, evidentemente, existe bastante irritación, por la falta de transparencia, por las prácticas políticas que tenemos muchas veces. 



Yo soy político. Fui presidente de un partido. Soy parlamentario.



Otros no aceptan, desde la política, ser políticos, y critican, como si vinieran del planeta Marte.



¡No! Yo soy político. Pertenezco a un partido político. Soy parlamentario. Y a mucha honra.



Pero estamos viviendo una situación de grave crisis de la confianza, de la credibilidad de la propia política. Y tenemos que revertirla. ¿Cómo? Con instituciones, con legislación.



¿Cómo se revierten las crisis de confianza? Con buena legislación, con buenas instituciones, con buenas prácticas.



Por consiguiente, lo que estamos aprobando como ley hay que hacerlo carne. Y eso es un trabajo de todos los días, que significa arremangarse, hacer la pega, estar en las Comisiones.



Entonces, yo constato con mucha satisfacción, como Presidente de la Comisión de Probidad y Transparencia, que hemos actuado de manera muy transversal en estos dos proyectos de ley, que se han aprobado prácticamente por unanimidad.



Por supuesto, hemos tenido discusiones. Pero, sin duda, han primado el bien común, el interés de Chile, la necesidad de contar con una democracia de partidos: partidos con democracia interna, con transparencia, que puedan financiar las campañas de acuerdo a los más altos estándares, ciertamente de América Latina, pero tal vez del mundo.



Estamos dando pasos muy significativos -como decía el Presidente del Senado- en esa dirección. Y lo que estamos haciendo aquí en esta materia es demostración de aquello.



Estamos dando todas las facilidades para formar nuevos partidos políticos.



Hay 13 colectividades constituidas legalmente y 16 en formación: ¡cerca de 30 partidos políticos!



¿Barreras de entrada? ¡Casi inexistentes!



Ahora, ¿permanentes? 0,25 por ciento del electorado.



Otra cosa es qué colectividades políticas permanecen o subsisten.



Ahí adoptamos un criterio muy democrático: la ciudadanía va a decidir qué partidos subsisten o permanecen: 5 por ciento del electorado o al menos cuatro parlamentarios en dos regiones.



Entonces, que no se diga que estamos poniendo barreras de entrada, dificultades.



¡Todas las facilidades para formar partidos políticos!



Ahora, la voluntad popular va a decidir su permanencia o subsistencia.



Por eso, señora Presidenta, estoy muy contento con la posibilidad de aprobar estos dos proyectos: de financiamiento y de partidos políticos.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?



Parece que el Honorable señor Navarro quiere hablar.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Desea inscribirse, Senador señor Navarro?



Su Señoría no estaba inscrito.

El señor NAVARRO.- Quiero fundamentar mi voto, señora Presidenta.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, la pregunta es por qué estamos sometidos a estos dos proyectos de ley, que tienen características históricas.



Se han tocado el financiamiento, el fortalecimiento de la democracia, y también, los partidos políticos.



No es azaroso: había dificultades.



Eran muchas las situaciones que daban cuenta de un hecho delicado: teníamos problemas graves, y demoramos demasiado en darnos cuenta de que iban a terminar afectando la credibilidad de la ciudadanía y la estabilidad de los partidos y de la democracia.



Por tanto, hoy día estamos haciendo un esfuerzo -consensuado, trabajado- para tener una legislación que supere esas dificultades.



Yo solo quiero decir que siento que se ha hecho un esfuerzo, con las diferencias propias de un Congreso. Y espero que esto funcione.



También es responsabilidad nuestra, y no solo del Ejecutivo, que estas leyes funcionen; que, en la praxis, sirvan para los objetivos perseguidos.



Y si no sirven, ojalá tengamos capacidad suficiente para advertir qué debemos modificar.



Porque en 2003 hicimos este esfuerzo en la Cámara de Diputados (lo he mencionado diez, veinte, treinta veces). Discutimos el financiamiento de la política; hubo diferencias; advertimos sobre determinados elementos, ¡y después de 12 años venimos a corregir!



Yo solo espero que, si la ley en proyecto -mediante ella se hacen correcciones, modificaciones; se fortalece la institucionalidad, y se da una orientación muy positiva- no cuaja, tengamos voluntad y no esperemos 12 años para rectificarla. Ojalá que, advertidos los problemas, actuemos de manera activa, con una reacción que dé cuenta de nuestra preocupación, y no dejemos que el tiempo los resuelva. 



Creo que las modificaciones apuntan en el sentido que la Presidenta de la República señaló mediante el mensaje y, también, en la línea de lo que la ciudadanía espera de nosotros y de los partidos.



Solo resta que tanto en el ejercicio de las facultades del Servicio Electoral cuanto en el accionar de los candidatos y de los partidos exista el propósito de cumplir la ley.



Espero que tengamos suficiente fortaleza para hacer que los candidatos respeten la legalidad vigente.



Yo siempre he dicho que es inaceptable la idea de que un Senador o un Diputado llegue al Parlamento violando las leyes, pues su mandato es el de construirlas. Por lo tanto, resulta inaceptable que alguien arribe al Congreso Nacional en esa forma.



Siento que las restricciones y regulaciones puestas, incluida la pena de cárcel, hacen que una vulneración de tal índole sea mucho más difícil.



Si alguien que quiere ganar la medalla olímpica está con doping y lo descubren, que pierda no solo la carrera, sino también la presea. La idea es evitar que el mero pago de una multa posibilite quedarse con la medalla.



¡Eso no puede volver a ocurrir!



¡Alguien que incumple la ley no puede seguir en el cargo! 



A eso aspiramos en la ley en proyecto, aun cuando el 40 por ciento de exceso en el gasto -en el caso de los partidos, 25 por ciento- me parece elevado.



Sin embargo, se trata de un avance.



Yo solo espero que esta legislación, que se pondrá a prueba en los comicios municipales de octubre y debutará a plenitud en las elecciones presidencial y parlamentarias, sirva para el objetivo previsto; que, como dijo un Presidente de Chile, “no se chingue”, y que, si es necesario modificarla, lo hagamos con la oportunidad debida y con la voluntad positiva que merece un texto que corrige situaciones sobre las que existe plena conciencia.



Tenemos un problema de distanciamiento; existe pérdida de credibilidad, y estamos dando un paso para acercarnos más a la ciudadanía e intentar recuperar su confianza en el Congreso y en la política.



Voto a favor. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP! 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (28 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reunió el quorum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Lily Pérez y el señor Horvath.


Se abstuvieron los señores Coloma y Prokurica.

)---------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, nos veremos a las 4 de la tarde, en la sesión ordinaria.



Quedamos a la espera del avance de la Comisión de Hacienda en el proyecto sobre carrera docente. 



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 13:58.








Manuel Ocaña Vergara, 








 Jefe de la Redacción
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1
INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA AUTORIZAR LA PARTICIPACIÓN DE TROPAS CHILENAS EN LA MISIÓN MULTIDIMENSIONAL INTEGRADA DE ESTABILIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS EN LA REPÚBLICA CENTROAFRICANA (MINUSCA)

(S 1.854-05)

HONORABLE SENADO:


Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA).


La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 26 de enero del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -


Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





A la sesión en que se discutió la solicitud asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Relaciones Exteriores subrogante y Ministro de Defensa Nacional, señor Juan Antonio Gómez, y el Director de Seguridad Internacional y Humana de la Cancillería, señor Julio Bravo.





Asimismo, concurrieron del Ministerio de Defensa Nacional: la Subsecretaria de Defensa subrogante y Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señora Paulina Vodanovic; el Jefe de Asesores Jurídicos, señor Sebastián Salazar, y el asesor de la Subsecretaría de Defensa, señor Valentín Segura. Del Estado Mayor Conjunto: el Jefe, General de Aviación, señor Arturo Merino, y su Ayudante, Comandante, señor Rodrigo Durán; el Subjefe, Vicealmirante, señor Rodrigo Álvarez; el Director de Operaciones y Conducción Conjunta, Contraalmirante, señor Jorge Rodríguez, y el Director de Finanzas, Coronel de Aviación, señor Mauricio García.





Además, estuvieron presentes el asesor del Honorable Senador señor Prokurica, señor Rodrigo Suárez; el asesor de la Vicepresidencia de la Corporación, señor Elir Rojas; el asesor del Comité UDI, señor Cristián Rivas, y el periodista de El Mercurio, señor Marcelo Pinto.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.- Señala que, como es de conocimiento del Honorable Senado, Chile participa activamente en Operaciones de Paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, en cumplimiento de su Política Nacional de Participación en Operaciones de Paz, dentro del marco jurídico dispuesto por la ley N° 19.067, modificada por la ley N° 20.297, que Establece Normas Permanentes Sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo; por el Decreto Supremo N° 75, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz, y por las demás normas aplicables.





Añade que, mediante la Resolución S/RES/2149, del 10 de abril de 2014, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Carta, decidió establecer la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA), a partir de la aprobación de la señalada resolución e, inicialmente, hasta el 30 de abril de 2015.





Destaca que, posteriormente, por medio de la Resolución S/RES/2217, del 28 de abril de 2015, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas decidió prorrogar el mandato de MINUSCA hasta el 30 de abril de 2016.




El Oficio hace presente que, actualmente, Naciones Unidas se encuentra trabajando en una nueva prórroga.




Connota que el mandato de MINUSCA abarca las siguientes tareas prioritarias e inmediatas: la protección de los civiles; el apoyo a la ejecución del proceso de transición; la ampliación de la autoridad del Estado y la preservación de la integridad territorial; el facilitar la prestación inmediata, plena, segura e irrestricta de asistencia humanitaria; la protección de las Naciones Unidas; la promoción y protección de los derechos humanos; diversas medidas urgentes de carácter temporal; el Tribunal Penal Especial, y el desarme, desmovilización, reintegración y repatriación.





El Ejecutivo pone de relieve que la Política Exterior de nuestro país en África tiene como finalidad el fortalecimiento del diálogo político; la intensificación de los vínculos culturales; el incremento del intercambio comercial, y la cooperación y la exploración de oportunidades en el ámbito energético. En este contexto, añade, Chile mantiene relaciones diplomáticas con más de cuarenta Estados africanos. Asimismo, en los últimos años el país ha impulsado una política de mayor acercamiento a dicho continente.





Sostiene que nuestra presencia en África, como también el apoyo a los países de dicho continente, es coherente con el compromiso de Chile con los grandes temas de la agenda global, representando una oportunidad para incrementar el prestigio y la estatura internacional.




En particular, resalta el Oficio que los beneficios de una eventual participación en la MINUSCA considerarían repercusiones político estratégicas y operacionales tácticas. Así, contribuiría a la política exterior chilena a través del empleo de efectivos militares en un ambiente internacional; fomentaría la imagen país; contribuiría a la preparación y experiencia profesional del contingente chileno, que interactuaría con efectivos militares de diversos países de Europa, Latinoamérica, Asia y África; permitiría a nuestros efectivos un acceso privilegiado a información sobre la conducción de operaciones en un escenario africano, y nos otorgaría prestigio respecto de la forma en la que los países integrantes de las Naciones Unidas ven a los miembros de las Fuerzas Armadas de Chile operando profesionalmente en un ambiente multinacional africano.





Por las razones anteriormente expuestas, el Ejecutivo señala que, en cumplimiento de las normas constitucionales y legales pertinentes, solicita el acuerdo del Honorable Senado para la salida de tropas nacionales a los Cuarteles Generales de la MINUSCA en la República Centroafricana por el plazo de doce meses, a partir del 10 de febrero de 2016 y hasta el 9 de febrero de 2017, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que acompaña, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° , inciso segundo, de la ley N° 19.067.





Por último, hace presente, para los efectos de lo establecido en el artículo 53 N° 5) de la Constitución Política de la República, la urgencia en el despacho del acuerdo que recaba.


2.- Jurídicos.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:


a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.

Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.

b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.

c) Decreto Nº 68, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado el 14 de octubre de 1999 y publicado en el Diario Oficial el 10 de noviembre de 1999, que aprueba la Política Nacional para la Participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.


d) Decreto supremo N° 75, del Ministerio de Relaciones Exteriores, promulgado el 5 de mayo de 2009 y publicado en el Diario oficial de 14 de septiembre de 2009, que Crea la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz.


e) Resolución Nº 2149 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 10 de abril de 2014, que establece la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA) hasta el 30 de abril de 2015.


f) Resolución Nº 2217, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 28 de abril de 2015, que prorroga la misión de la MINUSCA hasta el 30 de abril de 2016.

3.- Informe preparado por el Ejecutivo, en conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la ley N° 19.067 modificada por la ley N° 20.297, de 13 de diciembre de 2008.

“FUNDAMENTOS PARA LA SOLICITUD DE SALIDA DE TROPAS NACIONALES COMO “OFICIALES EN LOS CUARTELES GENERALES” EN LA MISIÓN MULTIDIMENSIONAL INTEGRADA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA ESTABILIZACIÓN DE LA REPÚBLICA CENTROAFRICANA

	I.

	Exposición del mandato de la Organización de las Naciones Unidas.
	

	
	
	

	II.
	Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se ven involucrados.
	

	
	
	

	III.

	Plazo por el que se hace la solicitud.
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	V.
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	VI.
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	VII.
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I. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS:





A. Antecedentes





La República Centroafricana es uno de los países más pobres y cuenta con uno de los índices de desarrollo humano más bajos del mundo. Desde su independencia de Francia, en 1960, ha sufrido de una inestabilidad política permanente, en gran medida, debido al intervencionismo extranjero y a los conflictos que se producen entre las comunidades que habitan el noreste y las que habitan el resto del país. Las primeras, afirman ser históricamente abandonadas por el Estado y discriminadas por el resto de la sociedad. Constituyen una minoría a nivel nacional y son principalmente musulmanas, debido a la influencia ejercida por las expediciones árabes de pastores y traficantes de esclavos, a partir del siglo XVI. El resto de la población está constituida por grupos étnicos propios de la región subsahariana, mayoritariamente cristianos.





La situación de seguridad se ha visto agravada también por la presencia, en la región sudoriental del país, de células pertenecientes al grupo extremista cristiano, de origen ugandés, conocido como “Ejército de Resistencia del Señor” (LRA).





Estos conflictos han motivado la actuación de la comunidad internacional en repetidas ocasiones, con el objeto de preservar la paz y la seguridad en el país, y en la región. En 1997, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas autorizó el despliegue de la fuerza inter-africana “MISAB”, compuesta por efectivos de Gabón, Burkina Faso, Chad, Malí y el apoyo logístico y financiero de Francia. En 1998, se decidió reemplazar la MISAB por la “MINURCA”, que contribuyó a velar por la preparación de las elecciones presidenciales de septiembre de 1999. El 2000, se resolvió sustituir la MINURCA por la “BONUCA”, mandatada para proporcionar asistencia en el esfuerzo de consolidación de la paz y la reconciliación nacional. En 2003, la Comunidad de Estados de África Central (ECCAS/CEEAC) desplegó la “FOMUC”, ante los intentos de golpe de Estado que sufría el entonces Presidente Ange-Félix Patassé, quien fue derrocado ese mismo año por el General François Bozizé.




La asunción de Bozizé generó el levantamiento de diversos grupos armados en el noreste del país, entre los que se encontraban combatientes extranjeros, provenientes de Chad y Sudán. La situación logró ser parcialmente controlada tras largas negociaciones, en virtud de las cuales el régimen de Bozizé se comprometió a realizar ciertas concesiones en favor de los grupos rebeldes, relacionadas con su reconocimiento político, con el desarme y la integración de sus combatientes a las fuerzas armadas, con la conformación de un gobierno de unidad nacional y con la realización de elecciones generales para el 2010, entre otros. El 2010, el Consejo de Seguridad resolvió sustituir la BONUCA por la “BINUCA”, con la misión de prestar asistencia para la implementación de los compromisos adoptados por las distintas facciones en conflicto.





La reelección de Bozizé en las elecciones realizadas finalmente el 2011, reanudó las tensiones, a la vez que persistían los enfrentamientos armados en el norte del país. El punto más álgido del conflicto se produjo entre diciembre de 2012 y marzo de 2013, cuando diversos grupos armados del norte se agruparon en una coalición denominada “Séléka” y marcharon hacia Bangui, atacando a la población civil y deponiendo a Bozizé. Uno de sus líderes, el Sr. Michel Djotodia, asumió el poder, convirtiéndose en el primer presidente musulmán de la República Centroafricana. Presionado por la comunidad internacional, Djotodia disolvió la Séléka y se comprometió a dirigir un gobierno de transición hasta la realización de nuevas elecciones.





Sin embargo, el conflicto adquirió un tono cada vez más sectario. Diversos elementos ex Séléka continuaron operando informalmente y fueron enfrentados por grupos armados de autodefensa cristianos, conocidos como “antibalaka”, quienes lideraron la expulsión y eliminación de los musulmanes – combatientes o no – de la capital, Bangui.




En septiembre de 2013, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, mediante resolución 2121, decidió reforzar el Mandato de la BINUCA, apuntando a cinco ámbitos principales:




-Apoyo a la aplicación del proceso de transición.




-Apoyo a la prevención de conflictos y la asistencia humanitaria.




-Apoyo a la estabilización de las condiciones de seguridad.




-Promoción y protección de los derechos humanos.




-Coordinación de los agentes internacionales que participan en la ejecución de las tareas descritas.





La situación continuó deteriorándose gravemente producto de la dinámica de violencia étnica y religiosa, presentándose el riesgo de producirse una verdadera “limpieza étnica” en el país. Es por ello que, en diciembre de 2013, el Consejo de Seguridad de la ONU autorizó, mediante resolución 2127 del 05 de diciembre de 2013, el despliegue de la Misión Internacional de Apoyo a la República Centroafricana con liderazgo africano (MISCA) y una fuerza de mantenimiento de la paz respaldada por Francia (conocida como Operación SANGARIS) para reprimir la escalada de violencia.




En dicha resolución se establecía que el Mandato de la MISCA se centraba en cinco puntos y tareas principales:




- La protección de los civiles y el restablecimiento de la seguridad y el orden público, mediante la adopción de medidas apropiadas.




- La estabilización del país y el restablecimiento de la autoridad del Estado en todo su territorio.





- La creación de condiciones propicias para prestar asistencia humanitaria a la población necesitada.





- El proceso de desarme, desmovilización y reintegración o desarme, desmovilización, repatriación, reintegración y reasentamiento dirigido por las Autoridades de transición y coordinado por la BINUCA.




- Apoyar las actividades nacionales e internacionales de reforma y reestructuración de los sectores de la defensa y la seguridad dirigidas por las autoridades de transición y coordinadas por la BINUCA.




Cabe mencionar que la Resolución 2127, incluyó la posibilidad de transferir la MISCA a una Misión con características multidimensionales de mayor envergadura, con la finalidad de poder brindar una mayor protección a la población local.




Considerando seguir con el trabajo del personal de paz en forma eficiente y coordinada y, tomando en cuenta que se debía enviar una Misión con características y capacidades mayores, el Secretario General de las Naciones Unidas, Ban Ki-moon propuso el despliegue de un equipo transitorio, con participación de personal de la MISCA y la BINUCA.





De esta forma, el equipo transitorio elaboró planes estratégicos, un concepto de misión y planes de operación y apoyo ejecutables, iniciando al mismo tiempo la construcción de las instalaciones necesarias, incluidos el cuartel general de la misión, campamentos y oficinas sobre el terreno en todo el país, con el único objetivo de preparar de la mejor forma la llegada de la nueva Misión de Paz en la República Centroafricana.




En enero de 2014, Djotodia cedió ante la presión internacional y renunció. En su reemplazo, el Consejo Nacional de la Transición eligió a la ex Alcaldesa de Bangui, Sra. Catherine Samba-Panza, con la misión de estabilizar el país y organizar las elecciones presidenciales.




B. Creación de la MINUSCA




Con fecha 10 de abril del 2014, el Consejo de Seguridad de la ONU decidió, mediante resolución 2149, establecer la Misión Multidimensional Integrada de las Naciones Unidas para la Estabilización de la República Centroafricana (MINUSCA), autorizando a la Misión a utilizar todos los medios necesarios para desempeñar su mandato, en la medida de sus capacidades y dentro de las zonas en que esté desplegada, con un tiempo limitado hasta el 30 de abril del 2015.




En concordancia con lo anterior, el 28 de abril de 2015 decidió que el Mandato de la MINUSCA, fuera autorizado hasta abril de 2016 mediante resolución 2217 (ONU trabaja actualmente en su renovación hasta el año 2017), y deberá centrarse en realizar las siguientes tareas prioritarias:





- Proteger, sin perjuicio de la responsabilidad primordial que tienen las autoridades de la República Centroafricana, a la población civil de las amenazas de violencia física, en la medida de sus capacidades y dentro de las zonas en que esté desplegada, incluso a través de un patrullaje activo.




- Apoyar a la aplicación del proceso de transición, incluidas las iniciativas en favor de la ampliación de la autoridad del Estado y la preservación de la integridad territorial.




- Contribuir a la creación de un entorno seguro para la prestación inmediata de asistencia humanitaria plena, segura y sin restricciones, dirigida por civiles, de conformidad con los principios humanitarios rectores de las Naciones Unidas y las disposiciones pertinentes del derecho internacional, y para el retorno voluntario, seguro, digno y sostenible de los desplazados internos y los refugiados en estrecha coordinación con agentes humanitarios.




- Proteger al personal, las instalaciones, el equipo y los bienes de las Naciones Unidas y garantizar la seguridad y la libertad de circulación del personal de las Naciones Unidas y personal asociado.




- Vigilar, ayudar a investigar e informar al Consejo de Seguridad sobre las violaciones del derecho internacional humanitario y los abusos y las violaciones de los derechos humanos cometidos en toda la República Centroafricana, en particular por diferentes grupos armados, entre ellos los antiguos elementos de seleka y antibalaka, y contribuir a los esfuerzos para identificar y procesar a los autores, y prevenir esas violaciones y abusos.




- Apoyar a la justicia nacional e internacional y el estado de derecho, apoyando y trabajando con las Autoridades de Transición para detener y hacer comparecer ante la justicia a los responsables de crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad cometidos en el país, entre otras cosas cooperando con los Estados de la región y la Corte Penal Internacional.




- Ayudar a las Autoridades de Transición en la formulación y aplicación de una estrategia revisada para el Desarme, desmovilización, reintegración (DDR) y repatriación (DDRR) de los excombatientes y los elementos armados, prestando especial atención a las necesidades de los niños vinculados a las fuerzas y grupos armados, y apoyar la repatriación de elementos extranjeros.





II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS




A. Antecedentes




Chile es miembro fundador de Naciones Unidas y posee una larga tradición y compromiso con la paz y la seguridad internacional. Lo anterior se ha traducido en su colaboración con Observadores Militares de ONU en Cachemira (1947) y Oriente Medio (1954); como primer contribuyente inmediato en la MIFH y la MINUSTAH y, como Miembro No Permanente del Consejo de Seguridad en cinco ocasiones, la última de ellas durante el período 2014-2015.





Dada la creciente importancia de África en el escenario internacional es esperable por parte de la comunidad internacional que Chile se comprometa efectivamente en la cooperación en el área de “paz y seguridad” con dicho continente. Se reconoce a Chile como un país en una condición de desarrollo y que posee la capacidad económica y operacional para apoyar las misiones de paz en ese escenario.





Las operaciones de paz se han constituido para Chile en un instrumento de relevancia para su política exterior, incrementando su prestigio como un país comprometido con los grandes desafíos de la cooperación internacional, en materia de paz y seguridad internacional. Para nuestro país, el continente africano se presenta como una oportunidad valiosa de incrementar nuestra presencia en operaciones de paz, especialmente al considerar que varios países de América Latina están replanteando sus relaciones con esa área.




Se considera que una presencia de personal chileno de operaciones de paz en ese continente le otorgaría a Chile una mayor altura internacional dentro del contexto mundial y regional. Cabe señalar que 11 países de nuestra región tienen efectivos desplegados en ese continente.





La Política Exterior de Chile con África tiene como finalidad el fortalecimiento del diálogo político, la intensificación de los vínculos culturales, el incremento del intercambio comercial, la cooperación y la exploración de oportunidades en el ámbito energético. De esta manera, Chile mantiene relaciones diplomáticas con más de cuarenta Estados de África. Además, nuestro país detenta la calidad de país observador ante la Unión Africana, desde el año 2007. Chile cuenta con 6 Embajadas residentes (en Argelia, Egipto, Kenya, Marruecos, Sudáfrica y Ghana), y se encuentra en proceso de abrir muy próximamente otra en Etiopía, así como oficinas comerciales en Marruecos y Sudáfrica.




En los últimos años, Chile ha impulsado una política de mayor acercamiento con dicho continente, la cual se ha traducido en medidas tales como la referida ampliación de su presencia diplomática y comercial; el establecimiento de relaciones diplomáticas con nuevos países; la participación como observador en la Unión Africana; la realización de programas de cooperación triangular y Sur-Sur; la participación activa en las Cumbres ASA (África –Sudamérica); la prestación de ayuda humanitaria a través del Fondo Chile contra el Hambre y la Pobreza; y la promulgación de la ley 20.690, que elimina los aranceles para la importación de bienes provenientes de Países Menos Adelantados; entre otras.




Cabe señalar que las necesidades de África Subsahariana en materia de desarrollo constituyen una alta prioridad de la comunidad internacional. En el ámbito de Naciones Unidas, esta preocupación ha quedado de manifiesto en los documentos finales de varias conferencias y cumbres, tales como la Declaración del Milenio (2000); la Declaración de las Naciones Unidas sobre la Nueva Alianza para el Desarrollo de África (NEPAD- New Partnership for Africa’s Development) de septiembre de 2002; el Plan de Decisiones de Johannesburgo, aprobado por la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo sostenible en 2002; y el Documento Final de la Cumbre Mundial de 2005; entre otros.




En el plano de la paz y seguridad internacionales, es necesario destacar que la agenda del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas está fuertemente enfocada en el continente africano.





Considerando lo anterior, la visita del año pasado efectuada por S.E. la Presidenta de la República a Sudáfrica, Mozambique y Angola, simbolizó la renovación de la voluntad política del Estado de Chile para potenciar sus relaciones con el continente africano.




Nuestra presencia en África y nuestro apoyo a los países de ese continente es coherente con nuestro compromiso con los grandes temas de la agenda global, representando igualmente una oportunidad de incrementar nuestro prestigio y estatura internacional. Asimismo, es armónico con nuestro interés en elevar nuestra presencia en instancias multilaterales, en tanto, África representa una gran cantidad de votos ante eventuales candidaturas chilenas a organismos internacionales.




B. Consistencia con las prioridades, principios e intereses de la Política Exterior:




En el escenario africano, las Naciones Unidas en forma independiente, en algunas oportunidades junto a la Unión Africana y en otras oportunidades coordinadas con la Unión Europea ha logrado resultados positivos al evitar la repetición de masacres como las ocurridas a finales del siglo XX e inicios del siglo XXI.





El despliegue de la ONU en África es masivo: de un total de 16 Misiones de Paz mantiene 9 Misiones (56% del total de Misiones) y de los 123.000 peacekeepers en todo el mundo 80.000 se encuentran en dicho continente (65% del total de tropas). En efecto, la gran dimensión geográfica sumado a la heterogeneidad política, distinta base racial o de herencia de la época imperial conforma una África “no unitaria” que ha dado origen a conflictos y guerras a lo largo de toda la historia, ya sea de origen étnico, religioso o político. Por ejemplo, El Sahara es distinto del Sahel y a su vez de Los Grandes Lagos o del Cuerno o del Sur de África; distintas zonas y distintas realidades.




Después del alejamiento de los países europeos de los conflictos africanos a finales del Siglo XX, la Unión Europea ha desarrollado un importante cambio de giro y se ha involucrado fuertemente en ese continente. Son varias las razones de carácter político y económico -además de su responsabilidad y herencia ética como ex imperios colonizadores- que han motivado este cambio de actitud. El día de hoy, las migraciones humanas generadas por el personal desplazado por estos conflictos han producido una importante corriente migratoria hacia Europa, con efectos negativos nunca vistos.





África es considerada el continente del futuro por sus riquezas de todo orden, el potencial de desarrollo económico y las atractivas oportunidades que otorga la explotación de recursos naturales, algunos de ellos de importancia estratégica. Su crecimiento es el más rápido entre los continentes y una muestra es que los chinos iniciaron su “ofensiva económica” en África hace muchos años atrás. Ya en el año 2009 China superaba a EE.UU. como el socio comercial más importante de África y, además, le lleva la delantera en una serie de convenios y acuerdos firmados con varios países africanos. En este mismo sentido, también lo ha hecho Japón y la Unión Europea y Estados Unidos busca recuperar la influencia perdida.




Existe un renovado acercamiento de América Latina con África como resultado de la decisión política de países como Argentina, Brasil, Colombia, Cuba, México, la República Dominicana y la República Bolivariana de Venezuela por reforzar las relaciones bilaterales y birregionales, siendo Brasil y Cuba los con mayores vínculos africanos. Últimamente existen tendencias crecientes en materias políticas y económicas donde la voluntad política ha ido acompañada de acciones concretas, sobre todo en el área de la cooperación Sur-Sur.




En cuanto a la cooperación en “paz y seguridad”, América Latina ha canalizado su apoyo a África principalmente a través de la ONU y es así como son muchos los países latinoamericanos que ya están cooperando en operaciones de paz en África. Uruguay continúa con su liderazgo y recientemente Perú (Ingenieros en República Centroafricana) y El Salvador (Helicópteros en Mali) se han sumado a los efectivos de Bolivia, Ecuador, Guatemala y Paraguay. Por su parte, Argentina y Brasil se han inclinado por participaciones simbólicas a través de personal individual. En este contexto, es importante destacar que Colombia incorporó un buque OPV de su Armada a la Operación “Atalanta” de la UE en el Cuerno de África. Con ello demostró el interés colombiano de incorporarse a la solución de las crisis internacionales.





C. Estado de Situación en la República Centroafricana





1. Situación política interna




El 04 de mayo del 2015 se inauguró el Foro de Reconciliación y Diálogo Nacional (“Foro de Bangui”), el cual reunió a cerca de 700 participantes, entre los que se encontraban milicianos de grupos armados, representantes del gobierno, representantes del ejército, líderes de la sociedad civil, religiosos, jefes tribales y representantes de grupos de refugiados, entre otros. El mismo día, diez grupos armados firmaban un acuerdo con UNICEF en el que se comprometían a liberar a todos los soldados menores de edad que se encontraban en sus filas. El 10 de mayo de 2015, diez grupos armados – ex Séléka y antibalaka – concurrieron a suscribir un acuerdo de desarme y desmovilización, en el que se estipularon cláusulas de amnistía para quienes no hubieran incurrido en crímenes de genocidio, de guerra y/o contra la humanidad. Sin embargo, otros líderes Séléka y antibalaka rechazaron el acuerdo dejando en evidencia la dispersión de los diversos grupos armados.





Asimismo, se realizaron notables progresos en la preparación del referéndum constitucional y las elecciones. Esos progresos se aceleraron como resultado del establecimiento de un comité estratégico, presidido por el Primer Ministro, Sr. Mahamat Kamoun, con la participación de la Autoridad Electoral Nacional, los principales ministros y miembros del Grupo de los Ocho.




El 26 de mayo en Bruselas (Bélgica) se llevó a cabo la Conferencia Internacional sobre la República Centroafricana, evento auspiciado por la Unión Europea, cuyo objetivo fue sentar las bases y promover la reconstrucción de la RCA, especialmente aquella del aparato estatal. La UE comprometió su apoyo monetario a fin de llevar a cabo el proceso electoral de reconstrucción política, hecho que permitió anunciar, el 10 de noviembre del 2015 el calendario electoral, hecho que fue apoyado por la población en general, inscribiéndose en masa en las listas electorales. Otro paso a la normalización política interna.




Durante los días 12 y el 13 de diciembre se realizó exitosamente el referéndum constitucional, hecho que si bien conoció algunos actos de violencia, éstos fueron muy limitados, permitiendo el desarrollo normal del proceso. Dichos actos fueron cometidos por agrupaciones opuestas al proceso de normalización, destacándose las milicias antibalaka y ex Séléka, cuyos líderes fueron excluidos del proceso eleccionario. Cabe destacar que, en el marco del referendo, los electores de Bangui votaron “Sí” –a la nueva Constitución – en un 89,7%, no obstante que la participación fue tan sólo de un 30%.




La MINUSCA informó sobre un número determinado de reportes de intimidación hacia los votantes, lo cual generó que la participación local fuera baja en los sectores de Ndele, Birao y Kaga Bandoro, donde el Frente Popular para el Renacimiento de África Central (FPRC) tiene fuerte influencia.




El 24 de diciembre, bajo los auspicios del Obispo de Bangui, Dieudonné Nzapalainga, se llevó a cabo una “Caravana de la Paz”, la cual tenía como objetivo atravesar la línea roja que divide confesionalmente a la capital de Bangui entre cristianos y musulmanes. Un hecho que viene a reforzar los esfuerzos de normalización política en el terreno.





Entendiendo que las elecciones presidenciales y legislativas están programadas para que culminen el 31 de enero de 2016 y, que la situación política y de seguridad es inestable, los candidatos han firmado un código de conducta prometiendo actuar dentro de sus competencias para garantizar un proceso electoral libre de violencia o intimidación.




Según los informes, 1,9 millones de centroafricanos se registraron para votar; cifra que incluye al 26% de los refugiados centroafricanos en los países vecinos. Sin embargo, centenares de personas no pudieron registrarse por no poseer documentos de identidad.





La elección presidencial se llevó a cabo el 30 de diciembre de 2015, con 30 candidatos. Luego del recuento de más del 70% de los votos, los resultados anuncian que pasarán a segunda vuelta los candidatos Anicet Dologuelé, de la Unión para la Renovación Centroafricana (URCA), y el ex Primer Ministro Faustin Archange Touadera, quien se presentó como independiente.





En los comicios, los centroafricanos también elegirán próximamente a los miembros de la Cámara legislativa, para la que concurren 1.400 candidatos.




Por lo tanto, se espera que la MINUSCA se aboque principalmente a apoyar el proceso eleccionario en curso, pudiendo ampliar su capacidad operacional en el área de misión, con el único objeto de brindar mayor seguridad a la población local, tareas que están acorde al Mandato de la Misión.




Naciones Unidas considera las elecciones como claves para el futuro de la República Centroafricana, por lo cual prestará todo el apoyo logístico y administrativo necesario para que éstas se lleven a cabo con normalidad, al igual que la segunda vuelta a concretarse a fines de enero del 2016.





2. Situación de seguridad




La situación durante 2015 continuó siendo inestable. Varios grupos armados, motivados por intereses delictivos, económicos o políticos, siguieron afianzando su control en distintas partes del país. Las facciones antibalaka dominan la zona occidental en tanto que elementos de la ex Séléka controlan zonas en el norte y el este del país. Ambos grupos se enfrentan constantemente en la parte central. Adicionalmente, persiste actividad criminal de otros grupos insurgentes como el LRA, en la parte oriental; “Revolución y Justicia” (RJ) en el norte; y el “Frente Democrático del Pueblo Centroafricano” (FDPC), en la parte occidental del país.




A fines del pasado mes de septiembre, se produjo una nueva oleada de violencia que cobró la vida de más de 130 víctimas, dejó más de 430 heridos y causó el desplazamiento de más de 440 mil personas.





Es importante destacar que en República Centroafricana, como fuera mencionado con anterioridad, se encuentra una Fuerza Francesa denominada “Operación SANGARIS” que opera con un mandato independiente del Consejo de Seguridad.




SANGARIS tiene por tarea principal el mantener el equilibrio en esa región y actuar en contra de las eventuales amenazas de naturaleza terroristas. Actúa en coordinación con la MINUSCA y en consecuencia en forma indirecta constituye una Fuerza de Reserva de la ONU en ese país. Lo anterior ha permitido seguir reprimiendo y conteniendo las actividades de los grupos armados, pero la población civil continúa enfrentando amenazas a su seguridad, en particular en las regiones occidental y central del país.





Durante el desarrollo histórico de la MINUSCA se han producido 2 bajas de tropas. La primera baja ocurrió el 9 de agosto de 2014 en la ciudad de Bangui a consecuencia de un confuso incidente en el que participaron tropas rwandesas. La segunda baja ocurrió el 10 de noviembre de 2015, en la localidad Batangafo durante un patrullaje del contingente camerunés próximo a la frontera con Chad.




Es importante señalar que la MINUSCA es la Misión de la ONU en África Central y del Sahel que presenta el índice más bajo de incidentes críticos. Se atribuye lo anterior a que la MINUSCA es bien aceptada en la población del país, el proceso de paz se ha desarrollado exitosamente y la presencia de SANGARIS y de la MINUSCA ha tenido éxito en su acción disuasiva.




3. Situación socioeconómica




En el transcurso del año 2014, la economía de la RCA conoció un lento repunte (1% crecimiento PIB), en comparación con la caída registrada un año antes (-31% PIB). Siendo el sector agrícola el principal sostén del Producto Interior Bruto del país, los conflictos, disputas y el desplazamiento de la población han afectado fuertemente el conjunto del sistema económico de la RCA.





Cabe considerar que la estabilización militar progresiva del principal corredor terrestre, Bangui-Doula (Camerún), pivote del intercambio comercial internacional del país, ha permitido una mejora y mayor flujo del comercio.





La mejora de la situación económica es directamente proporcional a la pacificación del país. No obstante ello, la ONU ha señalado que más del 28% de la población está siendo afectada por una inseguridad alimentaria grave, mientras que un 33% de la población necesita de manera sistemática apoyo humanitario.




Los apoyos financieros exteriores, especialmente de la UE, han permitido reconstruir la base más esencial del aparato estatal. El pago de sueldos es realizado fundamentalmente por donaciones de países amigos de la RCA. Se estima que la reconstrucción del aparato estatal necesita del apoyo financiero externo, así como de autoridades que permitan una normalización de la gestión de las finanzas públicas.




Se constata una falta absoluta de infraestructura asistencial estatal, lo que se traduce en una exclusión espacial y geográfica de la población –El Estado sólo está presente en Bangui, la capital-, hecho que acrecienta los niveles de pobreza rurales. Lo anterior, explica también, en parte, el surgimiento de liderazgos locales (señores de la guerra). En función de lo anterior, la débil estructura estatal de la RCA ha adoptado una lógica de “polos de desarrollo”, estimulando una desconcentración del poder político-económico.




4. Situación humanitaria




El conflicto en la República Centroafricana ha dejado más de 6 mil víctimas fatales, más de 460 mil refugiados en países vecinos (Chad, Camerún, República Democrática del Congo y República del Congo), más de 450 mil desplazados internos, más de 1.5 millones de personas con inseguridad alimentaria y más de 2.7 millones de personas – cerca del 60% de su población – en necesidad de asistencia humanitaria urgente. Adicionalmente, se han reportado varios miles de incidentes de violencia sexual y se estima que cerca de 6 mil niños habrían sido reclutados forzadamente por los distintos grupos armados.




Particularmente preocupante es la situación de cerca de 36 mil musulmanes que viven sitiados en enclaves, sin servicios básicos, expuestos a emergencias sanitarias y con acceso muy limitado a los alimentos.





5. Beneficios para las Fuerzas Armadas de Chile:




La presencia nacional con Oficiales en la MINUSCA se considera de alto impacto, toda vez que tiene repercusiones político-estratégicas y de igual modo operacionales-tácticas.




Contribuye a la política exterior de Chile a través del empleo de efectivos militares en un ambiente internacional. Fomenta la imagen país y su consecuente prestigio respecto de la forma en que países integrantes de las Naciones Unidas, ven a los miembros de las FF.AA de Chile, operando profesionalmente en un ambiente multinacional africano.




El hecho de contar con Oficiales en los dos principales Cuarteles Generales de la MINUSCA, permitirá a nuestros efectivos el acceso privilegiado a información sobre la conducción de operaciones en un escenario africano. De igual manera, proveerán información militar sobre la forma de conducir operaciones en escenarios diferentes a los nacionales de naturaleza tropical, aspecto que puede potenciar el actual sistema de planificación de las operaciones de paz nacionales. El empleo en zonas tropicales constituye una falencia en nuestras FF.AA., al no contar nuestro país con ambientes geográficos equivalentes.




La participación de Chile en la operación militar de la MINUSCA contribuye con la preparación y la experiencia profesional dado que el contingente chileno interactuará con efectivos militares de diversos países provenientes de Europa, Latinoamérica, Asia y África. Además, logra dar una señal concreta a la comunidad internacional del real compromiso de Chile con la situación humanitaria en el continente africano.




Particular importancia tiene el operar en coordinación con Francia (SANGARIS) quien como miembro de la Unión Europea y de la Organización del Acuerdo del Atlántico Norte utiliza técnicas militares de alto nivel en sus medios desplegados.




Asimismo, se tiene la posibilidad de entrenar en un ambiente militar internacional de primer nivel, permitiendo obtener experiencias y aprendizajes con particular valor en el marco de eventuales futuras operaciones de paz que puedan eventualmente desarrollarse en escenarios equivalentes y en los que Chile pueda participar en un futuro.




Finalmente, en virtud de los respectivos estudios técnicos militares realizados a la fecha, se estima de toda conveniencia el despliegue de Oficiales en los Cuarteles Generales de la MINUSCA.




III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD





En virtud del mandato de Naciones Unidas y lo solicitado por su Departamento de Operaciones de Paz (DPKO) y en consideración a los fundamentos expuestos, se solicita autorización al Honorable Senado de la República para la salida de tropas nacionales (Oficiales Jefes de las FF.AA.) a los Cuarteles Generales de la MINUSCA en la República Centroafricana por el plazo de doce (12) meses, a partir del 10 febrero de 2016 y hasta el 09 de febrero de 2017.




IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD




En términos generales, el empleo de tropas militares en operaciones de paz se supedita a las disposiciones contenidas en la Ley Nº 19.067, modificada por la Ley Nº 20.297, que “Establece Normas Permanentes sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo”, particularmente a través de su Párrafo II.





En términos específicos, estas misiones están regidas por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz, promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999, que establece las tareas concretas que pueden desempeñar las tropas nacionales y sus limitaciones. Asimismo, esta norma legal explicita los criterios político-estratégicos, operativos y administrativos que el Estado de Chile asume para evaluar su participación en operaciones de paz.




Por otra parte, Naciones Unidas, autoriza el empleo legítimo de la fuerza en caso de necesidad. Lo anterior, basado en las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas.





Las reglas de enfrentamiento que operan para este caso son las generales de las Naciones Unidas propias de una operación de Capitulo VII, que señala que las armas sólo se emplean para autodefensa inmediata o en apoyo de la protección de la vida de inocentes.





En el caso del contingente nacional, por tratarse de efectivos cuya función principal es la de desempeñarse en los cuarteles generales como asesores de Estado Mayor y que su trabajo principal se desarrolla en instalaciones militares fijas, no operan con armamento o equipamiento de guerra, con la sola excepción del arma de puño individual.





V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS EN EL ÁREA DE MISIÓN




A. Antecedentes de la MINUSCA




La MINUSCA comprende un Cuartel General de la Misión y tres Brigadas (Sectores Este, Central y Occidental del país). Las tropas autorizadas conforme al mandato de la ONU son las siguientes:




10.806 efectivos uniformados, incluyendo




- 9.110 militares




- 1.552 agentes de policía (incluyendo unidades constituidas)




- 144 observadores militares




- 462 personal civil internacional





- 219 personal civil local





- 76 voluntarios de las Naciones Unidas





Los países representados en la MINUSCA son los siguientes:




Bangladesh, Benin, Bhután, Bolivia, Brasil, Burkina Faso, Burundi, Camboya, Camerún, Congo, Djibouti, Egipto, Estados Unidos de América, Francia, Gabón, Ghana, Guatemala, Guinea, Hungría, Indonesia, Jordania, Kenya, Madagascar, Malí, Marruecos, Mauritania, Nepal, Níger, Nigeria, Pakistán, Paraguay, Perú, República Checa, República de Moldova, República Democrática del Congo, Rumania, Rwanda, Senegal, Serbia, Sri Lanka, Tailandia, Túnez, Turquía, Viet Nam, Uruguay (en tránsito), Yemen y Zambia.




B. Antecedentes de SANGARIS (FRANCIA)




La Fuerza de Tarea “SANGARIS” comprende a 900 efectivos de nacionalidad francesa. Su base se encuentra en Bangui y cuenta con un mandato propio de parte del Consejo de Seguridad el cual es otorgado a la Unión Europea en virtud a las normas establecidas en el Capítulo VIII de Carta de la ONU “Arreglos Regionales”.





SANGARIS es una potente fuerza militar. Posee sus propios vehículos blindados, helicópteros y aviones. Su capacidad operacional le permite redesplegarse en un corto plazo a cualquier lugar de la República Centroafricana. Del mismo modo y ante casos de envergadura, SANGARIS puede ser apoyada por las otras fuerzas francesas que operan en la zona del Sahel.




La importancia de SANGARIS es que en la actualidad constituye la Fuerza de Reserva y de Apoyo a la MINUSCA de la ONU. La coordinación entre la ONU y la MINUSCA se desarrolla de acuerdo al mandato del Consejo de Seguridad existente para la MINUSCA.




C. Contingente de Chile en la MINUSCA (CHICONCAR)




El Contingente Nacional de Chile en la República Centroafricana (Chilean Contingent in Central Africa Republic “CHICONCAR”) no incluye el despliegue de Unidades sino que sólo considera la participación de Oficiales Jefes de las Fuerzas Armadas (mandos medios) para integrarse en los Cuarteles Generales de la MINUSCA.





Está planificado el despliegue de 4 (cuatro) Oficiales Jefes de las FF.AA. para integrarse a los Cuarteles Generales de la Misión y en los Sectores de Brigadas, como sigue:




En el Cuartel General de la Misión (Bangui)




- 1 Teniente Coronel de Ejército: Oficial en el Estado Mayor en la Fuerza de Tarea de la MINUSCA para el distrito de Bangui, por un periodo de 12 meses.




- 1 Mayor de Ejército: Oficial Logístico en el Cuartel General de MINUSCA, con sede en la ciudad de Bangui, por un periodo de 12 meses.




En el Cuartel General de la Brigada del Sector Central (Kaga Bandoro)




- 1 Capitán de Corbeta de la Armada (IM): Oficial de Personal en el Cuartel General de la Brigada del Sector Central, con sede en la ciudad de Kaga Bandoro, por un periodo de 12 meses.




- 1 Comandante de Escuadrilla: Oficial de Operaciones Aéreas en el Cuartel General de la Brigada del Sector Central, con sede en la ciudad de Kaga Bandoro, por un periodo de 12 meses.




VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO:




Todo el personal que esté desplegado en República Centroafricana, se encontrará bajo el mando total de las autoridades nacionales. En lo que respecta a lo operacional, los Oficiales chilenos, dependerán del Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su rol de Autoridad Militar Nacional para Operaciones de Paz (AMINAC), quien a su vez delega la coordinación operacional en el Director de Operaciones y Conducción Conjunta.




En el Área de Misión, estos 4 (cuatro) Oficiales nacionales conformarán el Contingente Nacional de Chile en la República Centroafricana (Chilean Contingent in Central African Republic “CHICONCAR”) el cual estará al mando del Oficial chileno de mayor graduación, quien ejercerá su función de acuerdo a la legislación chilena.




En cuanto a las relaciones de mando y coordinación con la MINUSCA, los Oficiales nacionales se encontrarán bajo el “control operacional” del Comandante de la MINUSCA. Este tipo de subordinación no es total, ya que como fuera señalado anteriormente, el mando total depende de Chile. En otras palabras, nuestro personal cumple sólo aquellas tareas que no vayan en contra a nuestra legislación nacional.




Por tratarse de personal desplegado que no integra parte de una Unidad, es de responsabilidad de Chile proveerles sólo el equipo militar no colectivo. Las facilidades de transporte, alojamiento y otros aspectos logísticos, serán proporcionadas por la MINUSCA, de acuerdo a las políticas de las Naciones Unidas para esa Misión.




VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES, A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO:





Los costos considerados para este despliegue alcanzan la suma anual de US$ 505.919,04 por concepto de remuneraciones y gratificaciones. No existen costos por el concepto de sostenimiento logísticos.





- Costo anual para 3 Oficiales del grado de Mayor o equivalente:





US$ 351.747,54





- Costo anual para 1 Teniente Coronel:





US$ 109.226,50





- Costo estimativo anual para exámenes médicos, vacunas, equipamiento menor, pre-despliegue y otros asociados:





US$ 44.945





Los montos antes mencionados serían cancelados con cargo al Fondo de Operaciones de Paz, cargados a la cuenta que el Ministerio de Defensa a través del Estado Mayor Conjunto para los reembolsos distintos reembolsos que efectúa la ONU a Chile. Los factores de planificación empleados fueron los siguientes:





- El sueldo se calculó de acuerdo a la modalidad de “salida de tropa” conforme lo estipulado en el DFL.1 “Estatuto del Personal de las FF.AA.” (Escala al 75%).





- La ONU proporcionaría un reembolso aproximado anual por el concepto de “costo de tropas” de US$ 57.200 (11,30% del costo de la operación).”.
- - -

ANEXO A





Resolución 2217 (2015)





Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 7434a sesión, celebrada el 28 de abril de 2015





El Consejo de Seguridad,





Recordando sus resoluciones y declaraciones anteriores sobre la República Centroafricana (RCA), en particular las resoluciones 2121 (2013), 2127 (2013), 2134 (2014), 2149 (2014), 2181 (2014), 2196 (2015) y 2212 (2015),





Reiterando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la unidad y la integridad territorial de la RCA, y recordando la importancia de los principios de no injerencia, buena vecindad y cooperación regional,





Reafirmando los principios básicos del mantenimiento de la paz, como el consentimiento de las partes, la imparcialidad y el no uso de la fuerza, salvo en legítima defensa y en defensa del mandato, y reconociendo que el mandato de cada misión de mantenimiento de la paz refleja las necesidades y la situación específicas del país en cuestión,





Recordando que las autoridades de la República Centroafricana tienen la responsabilidad primordial de proteger a todas las poblaciones de la RCA, en particular contra el genocidio, los crímenes de guerra, la depuración étnica y los crímenes de lesa humanidad,





Poniendo de relieve que toda solución sostenible de la crisis de la RCA debería ser de titularidad centroafricana, incluido el proceso político, y debería priorizar la reconciliación del pueblo centroafricano,





Poniendo de relieve también que la función que continúa desempeñando la región, incluida la Presidencia de la Comunidad Económica de los Estados de África Central (CEEAC) y su Mediador, así como la Unión Africana (UA) y las Naciones Unidas como miembros de la Mediación, sigue siendo fundamental para la promoción de la paz y la estabilidad duraderas en la RCA, y reiterando su aprecio por los esfuerzos que están realizando en tal sentido,





Encomiando a la Misión Internacional de Apoyo a la República Centroafricana con Liderazgo Africano (MISCA), la Operación Sangaris y la EUFOR RCA por la labor realizada para sentarlas bases de una mayor seguridad en previsión y en apoyo del despliegue de la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA), y encomiando también la transición de la MISCA a la MINUSCA el 15 de septiembre de 2014,





Observando con preocupación, sin embargo, que la situación de la seguridad en la RCA, aunque está mejorando, sigue siendo frágil,





Condenando las múltiples violaciones del derecho internacional humanitario y las violaciones y los abusos generalizados contra los derechos humanos, incluidos los casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, arrestos y detenciones arbitrarios, tortura, violencia sexual contra mujeres y niños, violaciones, reclutamiento y utilización de niños y ataques contra civiles, saqueos y destrucción de bienes y ataques contra lugares de culto, denegación del acceso humanitario, ataques deliberados contra el personal nacional e internacional de las organizaciones humanitarias, el personal de las Naciones Unidas y su personal asociado, y los activos humanitarios, incluidos suministros, instalaciones y medios de transporte, cometidos tanto por antiguos elementos de Seleka como por grupos de milicias, en particular los “antibalaka”,





Acogiendo con beneplácito la presentación del informe (S/2014/928) de la Comisión Internacional de Investigación establecida en virtud de la resolución 2127 (2013), observando con preocupación su conclusión de que las principales partes en el conflicto, incluidos los antiguos elementos de Seleka, los antibalaka y los elementos de las Fuerzas Armadas de la RCA (FACA) que colaboraron con grupos armados, cometieron desde el 1 de enero de 2013 violaciones del derecho internacional humanitario y violaciones y abusos contra los derechos humanos que pueden constituir crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, incluida la depuración étnica perpetrada por elementos de las milicias antibalaka,





Condenando en los términos más enérgicos todos los ataques y provocaciones dirigidos por grupos armados contra los contingentes de la MINUSCA y otras fuerzas internacionales, subrayando que los ataques deliberados contra el personal de mantenimiento de la paz pueden constituir crímenes de guerra, recordando a todas las partes sus obligaciones en virtud del derecho internacional, e instando a las Autoridades de Transición de la RCA a que tomen todas las medidas posibles para asegurar el arresto y enjuiciamiento de los autores,





Destacando la necesidad urgente e imperiosa de poner fin a la impunidad en la RCA y de llevar ante la justicia a los autores de violaciones del derecho internacional humanitario y de abusos y violaciones delos derechos humanos, subrayando a este respecto la necesidad de reforzar los mecanismos nacionales de rendición de cuentas, y subrayando su apoyo a la labor de la Experta Independiente sobre la situación de los derechos humanos en la República Centroafricana,





Acogiendo con beneplácito a este respecto los esfuerzos de las Autoridades de Transición, en particular la aprobación de las leyes pertinentes, para establecer un tribunal penal especial en el sistema judicial nacional, con jurisdicción sobre las violaciones graves de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, conforme a las obligaciones de la RCA en virtud del derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos,





Instando a las autoridades nacionales a que adopten todas las medidas apropiadas para aplicar la ley por la que se establece un tribunal penal especial nacional, y reiterando que las autoridades nacionales tienen la responsabilidad primordial de asegurar un entorno propicio para que el Tribunal Penal Especial pueda investigar, enjuiciar y fallar con eficacia e independencia en todas las causas y su contribución efectiva a la paz, la justicia y la reconciliación en el país,





Poniendo de relieve el hecho de que la actual situación de la seguridad en la RCA constituye un entorno propicio para las actividades delictivas transnacionales, como las que conllevan tráfico de armas y utilización de mercenarios, así como un posible caldo de cultivo para las redes radicales,





Reconociendo, a este respecto, la importante contribución que puede hacer el embargo de armas dispuesto por el Consejo a la lucha contra la transferencia ilícita de armas y material conexo en la RCA y la región, así como al apoyo a la consolidación de la paz, el desarme, la desmovilización y la reintegración después del conflicto y a la reforma del sector de la seguridad, recordando su resolución 2196 (2015) y expresando grave preocupación por la amenaza que para la paz y la seguridad en la RCA plantean la transferencia ilícita de armas pequeñas y armas ligeras, su acumulación desestabilizadora y su uso indebido, así como el uso de tales armas contra los civiles afectados por el conflicto armado,





Reiterando que el comercio, la explotación y el contrabando ilícitos de recursos naturales, como el oro y los diamantes, y la caza furtiva y el tráfico de especies de fauna y flora silvestres siguen siendo una amenaza para la paz y la estabilidad de la RCA,





Poniendo de relieve que las sanciones selectivas prorrogadas por la resolución 2196 (2015) están dirigidas, entre otros, a las personas y entidades que haya designado el Comité por participar en actos que menos caben la paz, la estabilidad o la seguridad de la RCA, obstaculicen el proceso de transición política o fomenten la violencia, o por prestar apoyo a esos actos, y a las personas y entidades que haya designado el Comité por participar en la planificación, dirección o comisión de actos que violen el derecho internacional de los derechos humanos o el derecho internacional humanitario o constituyan abusos o violaciones de los derechos humanos,





Expresando preocupación por las denuncias de viajes de personas designadas con arreglo a su resolución 2127 (2013) y observando la importancia fundamental que reviste la aplicación efectiva del régimen de sanciones, incluida la función clave que pueden desempeñar a este respecto los países vecinos, así como las organizaciones regionales y subregionales, y alentando los esfuerzos por seguir intensificando la cooperación,





Reiterando su grave preocupación por la dificilísima situación humanitaria existente en la RCA, poniendo de relieve en particular las necesidades humanitarias de los más de 435.000 desplazados internos, los miles de civiles que permanecen atrapados en enclaves y los más de 450.000 refugiados que se encuentran en los países vecinos, gran número de los cuales son musulmanes, y expresando también preocupación por las consecuencias de la corriente de refugiados para la situación en el Chad, el Camerún y la República Democrática del Congo, así como en otros países de la región,





Recordando que las Autoridades de Transición tienen la responsabilidad de proteger y promover el derecho de todas las personas, incluidos los desplazados internos, a la libertad de circulación en la RCA, sin distinción, así como su libertad de elegir su lugar de residencia, y de respetar su derecho a regresar a su propio país o abandonarlo para buscar asilo en otros Estados,





Instando a todas las partes a que adopten las medidas necesarias para garantizar la seguridad del personal humanitario, el personal de las Naciones Unidas y el personal asociado, así como de las instalaciones, bienes y equipo de las Naciones Unidas,





Reiterando también su aprecio por los esfuerzos del Grupo de Contacto Internacional sobre la RCA, copresidido por la UA y la República del Congo, tomando nota de la decisión adoptada por el Mediador Internacional en la crisis de la RCA, conforme a la carta nacional de transición, de prorrogar la transición por seis meses, hasta el 15 de agosto de 2015, acogiendo con beneplácito el comunicado emitido en su séptima reunión, celebrada en Brazzaville el 16 de marzo de 2015, y alentando a todos los interesados a que prosigan sus esfuerzos,





Acogiendo con beneplácito el compromiso de las Autoridades de Transición de la RCA de completar el proceso de transición, incluidos los aspectos relativos a la reconciliación, y exhortando a las Autoridades de Transición y la Autoridad Electoral Nacional a que, de conformidad con la carta nacional de transición, tomen sin demora las medidas necesarias para agilizarla preparación del proceso electoral con miras a celebrar, con carácter urgente y tan pronto como sea posible, las elecciones libres, imparciales y dignas de crédito que actualmente está previsto que tengan lugar en agosto de 2015 a más tardar,





Acogiendo con beneplácito la celebración en todo el país, entre el 21 de enero y el 8 de marzo de 2015, de consultas populares con participación local que permitieron a miles de personas de la RCA expresar sus opiniones sobre el futuro de su país,





Reconociendo la labor del Comité Preparatorio del Foro de Bangui, y acogiendo con beneplácito la fijación de la fecha del Foro de Bangui, lo cual supone un paso fundamental en el proceso de transición política y ofrece una oportunidad de abordar cuestiones de importancia crucial para el futuro del país, como la paz y la seguridad, la justicia y la reconciliación, la gobernanza y el desarrollo económico y social,





Acogiendo con beneplácito la acción conjunta a nivel nacional de algunos líderes religiosos del país para tratar de pacificar las relaciones y poner fin a la violencia entre las comunidades religiosas, y observando la necesidad de amplificar sus voces a nivel local,





Recordando la necesidad de llevar a cabo un proceso de desarme, desmovilización y reintegración(DDR), así como de repatriación (DDRR) en el caso de los combatientes extranjeros, incluidos los niños anteriormente vinculados a fuerzas y grupos armados, que sea inclusivo y efectivo, pero respetando al mismo tiempo la necesidad de luchar contra la impunidad,





Subrayando la necesidad de apoyarlos esfuerzos nacionales y coordinar los esfuerzos internacionales para reconstruir el sector de la seguridad en la RCA y destacando la importante función de las fuerzas de seguridad interna (policía y gendarmería) en el restablecimiento de la seguridad en la RCA,





Acogiendo con beneplácito a este respecto la puesta en marcha por la Unión Europea (UE) de una misión de asesoramiento militar con sede en Bangui (EUMAM-RCA), que prestará apoyo a las Autoridades de Transición de la RCA, previa solicitud, y trabajará en estrecha colaboración con la MINUSCA, proporcionando asesoramiento especializado sobre la reforma de las FACA para convertirlas en unas fuerzas armadas multiétnicas, profesionales y republicanas,





Recordando sus resoluciones 1265 (1999), 1296 (2000), 1674 (2006), 1738 (2006) y 1894 (2009), relativas a la protección de los civiles en los conflictos armados, sus resoluciones 1612 (2005), 1882 (2009), 1998 (2011), 2068 (2012) y 2143 (2014), relativas a los niños y los conflictos armados, y sus resoluciones 1325 (2000), 1820 (2008), 1888 (2009), 1889 (2009), 1960 (2010), 2106 (2013) y 2122 (2013), relativas a las mujeres, la paz y la seguridad, y exhortando a todas las partes dela RCA a que colaboren con la Representante Especial del Secretario General para la Cuestión de los Niños y los Conflictos Armados y la Representante Especial del Secretario General sobre la Violencia Sexual en los Conflictos,





Expresando su preocupación por el hecho de que los niños hayan seguido siendo víctimas de abusos cometidos por antiguos elementos armados de Seleka y elementos armados antibalaka, así como por el Ejército de Resistencia del Señor, y de que las mujeres sigan siendo blanco de la violencia y víctimas de la violencia sexual y por razón de género en la RCA,





Expresando seria preocupación por la dificilísima situación de las personas con discapacidad en la RCA, que incluye abandono, violencia y falta de acceso a los servicios básicos, y poniendo de relieve la necesidad de asegurar que la respuesta humanitaria atienda las necesidades particulares de las personas con discapacidad,





Encomiando el papel y la contribución constantes de la UA a la estabilización de la RCA y acogiendo con beneplácito el despliegue de asesores de la UA para prestar apoyo a las víctimas de la violencia sexual en la RCA,





Acogiendo con beneplácito el firme compromiso de la UE en favor de la RCA, y acogiendo con beneplácito también la contribución de los Estados Unidos de América y otros Estados Miembros a la estabilización de la RCA,





Alentando a la comunidad internacional a que cumpla sin demora las promesas de seguir proporcionando apoyo en respuesta a la situación humanitaria dela RCA, y se prepare para la reconstrucción con un enfoque que establezca vínculos entre el socorro, la rehabilitación y el desarrollo,





Exhortando a los asociados internacionales a que ayuden a las Autoridades de Transición a desarrollarla capacidad institucional de la policía nacional y las autoridades aduaneras para supervisar de manera efectiva las fronteras y los puntos de entrada, incluso respaldando la aplicación de las medidas prorrogadas y modificadas en el párrafo 1 de la resolución 2196 (2015) y el desarme y la repatriación de los elementos armados extranjeros,





Acogiendo con beneplácito el plan del Banco Mundial para 2014 presentado en la reunión celebrada por la Configuración Encargada de la República Centroafricana de la Comisión de Consolidación de la Paz el 19 de febrero de 2014, y alentando enérgicamente a las instituciones financieras internacionales a que sigan colaborando con las Autoridades de Transición y aumenten sus compromisos para apoyarlas,





Exhortando a los asociados internacionales a que aporten urgentemente contribuciones financieras para apoyar el diálogo y la reconciliación nacionales, la preparación de las elecciones, la ampliación de la autoridad del Estado, la rendición de cuentas y los procesos de DDR/R y de reforma del sector de la seguridad (RSS), así como el restablecimiento de la cadena judicial y penal a fin de luchar contra la impunidad,





Subrayando el papel de la Configuración Encargada de la RCA de la Comisión de Consolidación de la Paz para apoyarlos esfuerzos de las Autoridades de Transición en favor del proceso de diálogo y reconciliación nacionales, las elecciones, la rendición de cuentas y la respuesta a los desafíos a que se enfrenta el país, movilizando y manteniendo la atención y el compromiso activos de los asociados, así como del Fondo para la Consolidación de la Paz,





Encomiando a las Autoridades de Transición por la labor realizada para equilibrar el presupuesto nacional y exhortándolas a que sigan esforzándose por fortalecer la gestión de las finanzas públicas, la transparencia y la rendición de cuentas, lo cual contribuirá a crear un entorno propicio para que la comunidad internacional aumente su apoyo presupuestario y para el desarrollo en 2015,





Destacando la necesidad de ejecutar el mandato de la MINUSCA, basándose en la priorización de tareas y, cuando proceda, de manera gradual,





Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 1 de abril de 2015 (S/2015/227),





Tomando nota de la carta de fecha 8 de abril de 2014, en la que el Presidente de la RCA transmitió opiniones sobre el mandato de la MINUSCA respecto a la protección de los civiles y las medidas urgentes de carácter temporal,





Habiendo determinado que la situación imperante en la RCA sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales en la región,





Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas,





Proceso político





1. Expresa su apoyo a las Autoridades de Transición bajo el liderazgo de la Sra. Catherine Samba-Panza como Jefa de Estado de Transición, acoge con beneplácito su compromiso de completar el proceso de transición y reitera su llamamiento para que agilicen aún más su finalización;





2. Reiteras u apoyo a los Acuerdos de Libreville de 11 de enero de 2013, la Declaración de Yamena de 18 de abril de 2013, la Carta Constitucional para la Transición de 18 de julio de 2013 y el Acuerdo de Cesación de Hostilidades firmado en Brazzaville (República del Congo) el 23 de julio de 2014;





3. Acoge con beneplácito el importante papel que desempeña la región mediante el liderazgo activo de la Comunidad Económica de los Estados de África Central (CEEAC), en particular la mediación de la República del Congo, y alienta a la CEEAC a que, por conducto de su Presidencia y su Mediador, siga apoyando el proceso de transición política dela RCA expuesto en la Declaración y los acuerdos mencionados;





4. Encomia las medidas iniciales adoptadas por la UA y la CEEAC para restaurar la paz y la estabilidad en la RCA;





5. Exige que todas las milicias y grupos armados no estatales depongan las armas, pongan fin de inmediato a todas las formas de violencia y actividades desestabilizadoras y liberen a los niños de sus filas;





6. Encomia a las Autoridades de Transición y a las partes interesadas de la RCA por la labor realizada para revitalizar el proceso político y de reconciliación a fin de sentar las bases para un fin sostenible del conflicto, acoge con beneplácito las recientes gestiones delas Autoridades de Transición para recabar la opinión de los ciudadanos locales antes de la celebración del Foro de Bangui sobre la Reconciliación Nacional mediante consultas populares inclusivas, subraya la importancia del Foro para promover la paz y la estabilidad, en particular mediante la firma de un acuerdo sobre el desarme de los grupos armados, y recuerda además el papel decisivo de la sociedad civil en el proceso de paz y reconciliación;





7. Alienta a los Estados Miembros a que presenten al Comité establecido en virtud del párrafo 57 de la resolución 2127 (2013) solicitudes, con el apoyo probatorio correspondiente, de que se incluyan en su lista las personas y entidades que participen en actos que menoscaben la paz, la estabilidad o la seguridad de la RCA, obstaculicen el proceso de transición o fomenten la violencia, o que presten apoyo a esos actos;





8. Insta a las Autoridades de Transición, así como a la Autoridad Electoral Nacional, a que, de conformidad con la carta nacional de transición, agilicen los preparativos para celebrar, con carácter urgente y tan pronto como sea posible, las elecciones presidenciales y legislativas libres, imparciales, transparentes e inclusivas que actualmente está previsto que tengan lugar en agosto de 2015 a más tardar, asegurando la participación plena, efectiva y en condiciones de igualdad de las mujeres, los desplazados internos y los refugiados de la RCA, cuyo regreso debe ser un objetivo importante;





9. Exhorta a todas las instancias de la RCA a que respeten la Carta Constitucional de Transición, en particular por lo que se refiere a la preparación y celebración de las elecciones, incluso en lo que respecta a la inhabilitación de candidatos;





10. Insta a las Autoridades de Transición de la RCA a que, con el apoyo de la MINUSCA y la EUMAM-RCA, adopten una estrategia para realizar una amplia reforma de las FACA y las fuerzas de seguridad interna (policía y gendarmería) a fin de establecer unas fuerzas de defensa nacional y seguridad interna que sean profesionales, étnicamente representativas y regionalmente equilibradas, incluso adoptando procedimientos apropiados de verificación de antecedentes de derechos humanos para todo el personal de defensa y seguridad, así como medidas para absorber a los elementos de grupos armados que cumplan rigurosos criterios de selección y verificación de antecedentes, y solicita al Secretario General que lo informe sobre los progresos realizados al respecto;





11.Exhorta a las autoridades centroafricanas a que tomen medidas concretas, sin demora y con carácter prioritario, para fortalecer las instituciones de justicia y luchar contra la impunidad a fin de contribuir a la estabilización y la reconciliación, y, a este respecto, a que aprueben sin demora la ley por la que se establece el Tribunal Penal Especial;





12. Exhorta también a las Autoridades de Transición a que prosigan sus esfuerzos encaminados a redesplegar la administración del Estado en las provincias, incluso mediante el restablecimiento efectivo de la administración del poder judicial y el sistema de justicia penal en todo el país, con el apoyo de la comunidad internacional;





13. Exhorta a los Estados Miembros y a las organizaciones internacionales y regionales a que presten urgentemente apoyo a las Autoridades de Transición para la realización de la transición y las reformas ulteriores, incluso mediante contribuciones para el pago de sueldos y otras necesidades derivadas del restablecimiento de la autoridad del Estado en todo el territorio, así como para la celebración de las elecciones, por conducto del fondo fiduciario de las Naciones Unidas, para los futuros programas de DDR/R y RSS, y para la restauración de la judicatura y el sistema de justicia penal, incluido el Tribunal Penal Especial;





14. Alienta a las Autoridades de Transición a que, con el apoyo de la comunidad internacional, en particular con el liderazgo de los esfuerzos internacionales a cargo de las instituciones financieras internacionales, sigan consolidando, sobre la base de los objetivos fundamentales de la consolidación de la paz y el Estado, la gestión y la rendición de cuentas de las finanzas públicas, incluida la recaudación de ingresos, el control de los gastos y las prácticas de adquisición y concesiones públicas, basándose en experiencias internacionales pertinentes y de una manera que fomente la titularidad nacional y respete la soberanía de la RCA;

Derechos humanos





15. Reitera la necesidad urgente e imperiosa de hacer rendir cuentas de sus actos a todos los autores de violaciones del derecho internacional humanitario y de violaciones y abusos contra los derechos humanos, independientemente de su estatus o su afiliación política, y reitera que algunos de esos actos pueden constituir crímenes con arreglo al Estatuto de Roma de la Corte Penal internacional (CPI), en el que la RCA es Estado parte;





16. Observa la decisión adoptada por la Fiscal de la CPI el 24 de septiembre de 2014 de iniciar, a raíz de la solicitud de las autoridades nacionales, una investigación de los presuntos delitos cometidos desde 2012, y acoge con beneplácito la cooperación que están brindando las Autoridades de Transición a ese respecto,





17. Exhorta a todas las partes en el conflicto armado de la RCA, incluidos los antiguos elementos de Seleka y los elementos antibalaka, a que den órdenes claras que prohíban todas las violaciones y abusos que cometidos contra los niños en contravención del derecho internacional aplicable, tales como su reclutamiento y utilización, violación y abusos sexuales, asesinatos y mutilaciones, secuestros y ataques contra escuelas y hospitales, y exhorta también a las Autoridades de Transición a que investiguen con celeridad los presuntos abusos y violaciones a fin de hacer que los autores rindan cuentas de sus actos y asegurar que los responsables de tales violaciones y abusos sean excluidos del sector de la seguridad;





18. Reitera sus exigencias de que todas las partes protejan y consideren víctimas a los niños que hayan sido liberados o separados de cualquier otro modo de las fuerzas armadas y los grupos armados, y pone de relieve la necesidad de prestar particular atención a la protección, liberación y reintegración de todos los niños vinculados a fuerzas armadas y grupos armados;





19. Exhorta a todas las partes en el conflicto armado de la RCA, incluidos los antiguos elementos de Seleka y los elementos antibalaka, a que den órdenes claras contra la violencia sexual y por razón de género, y exhorta también a las Autoridades de Transición a que investiguen con celeridad los presuntos abusos a fin de que los autores rindan cuentas de sus actos, de conformidad con las resoluciones 1960 (2010) y 2106 (2013), a que velen por que los responsables de esos crímenes sean excluidos del sector de la seguridad y enjuiciados, y a que faciliten el acceso inmediato de las víctimas de la violencia sexual a los servicios disponibles;





Operación de mantenimiento de la paz





20. Encomia el traspaso de la autoridad de la MISCA a la MINUSCA el 15 de septiembre de 2014 y acoge con beneplácito la reasignación de antiguos efectivos militares y policiales de la MISCA a la MINUSCA;





21. Encomia la labor del Representante Especial del Secretario General, Sr. Babacar Gaye, y toma nota de la ampliación del despliegue de los componentes militar, policial y civil de la MINUSCA, la labor inicial de la Misión en cumplimiento de su mandato y el establecimiento del Equipo de Tareas de Bangui para asegurar la estabilización de la capital;





22. Decide prorrogar el mandato de la MINUSCA hasta el 30 de abril de 2016;





23. Decide que la MINUSCA estará integrada por un máximo autorizado de 10.750 efectivos militares, incluidos 480 observadores militares y oficiales de Estado Mayor y 2.080 agentes de policía, incluidos 400 agentes de policía y 40 funcionarios de prisiones, recuerda su intención de mantener en examen constante ese número, en particular respecto de los contingentes adicionales autorizados por la resolución 2212 (2015), exhorta a los Estados Miembros a que aporten contingentes y policías con capacidades y equipo adecuados a fin de incrementar la capacidad de la MINUSCA para operar y desempeñar sus funciones de manera efectiva y solicita al Secretario General que agilice la contratación de personal cualificado que tenga competencias, educación, experiencia laboral y conocimientos de idiomas adecuados a las tareas definidas según las esferas de competencia aplicables en los párrafos 32 a 34de la presente resolución, teniendo en cuenta la necesidad de transmitir información y proporcionar asistencia técnica en la forma más accesible al público al que se desea llegar;





24. Solicita al Secretario General que tome todas las medidas posibles, incluso recurriendo plenamente a las autoridades existentes y a su discreción, para acelerar el despliegue de las capacidades civil, policial y militar de la MINUSCA en la RCA, con el fin de responder lo mejor posible a las expectativas del Consejo y las necesidades de la población de la RCA, y solicita al Secretario General que tome todas las medidas necesarias para que la MINUSCA alcance su plena capacidad operacional y su capacidad de ejecutar su mandato en todo el territorio de la RCA tan pronto como sea posible desde el punto de vista técnico y logístico, sin más demora, incluso en las regiones del este del país;





25. Insta, a tal efecto, a los países que aportaron a la MISCA contingentes y fuerzas de policía que se han reasignado a la MINUSCA a que agilicen la adquisición y el despliegue del equipo de propiedad de los contingentes adicional restante, a fin de cumplir con las normas de las Naciones Unidas para los contingentes y las fuerzas de policía;





26. Insta además a la Secretaría a que siga considerando, en función de las necesidades, la posibilidad de utilizar equipos de policía especializados, junto con el correspondiente equipo especial, para crear y desarrollar la capacidad de la policía y la gendarmería y prestar apoyo operacional;





27. Solicita que el Secretario General y su Representante Especial tomen las medidas necesarias para reforzar la capacidad del componente de policía de la MINUSCA y, en particular, del equipo de tareas de Bangui, dentro del límite máximo de efectivos autorizados, incluso fortaleciendo la cadena de mando, agilizando el despliegue en todo el territorio y contratando y desplegando a personal adiestrado para realizar tareas de estabilización en entornos urbanos difíciles;





28. Destaca la importancia de acelerar el despliegue del componente civil de la MINUSCA a fin de apoyar las acciones de los componentes policial y militar en función de las necesidades de la Misión;





29. Insta a la MINUSCA y a todos los órganos pertinentes de las Naciones Unidas a que aseguren el acceso sin trabas del Grupo de Expertos, en particular a las personas, los documentos y los lugares que se encuentren bajo su control, a fin de ejecutar su mandato;





30. Decide que el mandato de la MINUSCA deberá ejecutarse basándose en una priorización de las tareas establecidas en los párrafos 32 a 34 de la presente resolución, y, cuando proceda, de manera gradual, y solicita además al Secretario General que esa priorización se refleje en el despliegue y la asignación de recursos a la misión;





31. Autoriza a la MINUSCA a utilizar todos los medios necesarios para desempeñar su mandato, dentro de su capacidad y sus zonas de despliegue;





32. Decide que el mandato de la MINUSCA deberá abarcar las siguientes tareas prioritarias e inmediatas:





a) Protección de los civiles





i) Proteger, sin perjuicio de la responsabilidad primordial que tienen las autoridades de la RCA, a la población civil de las amenazas de violencia física, dentro de su capacidad y sus zonas de despliegue, incluso a través de un patrullaje activo, y mitigar los riesgos que planteen para los civiles sus operaciones militares;





ii) Proporcionar protección específica a las mujeres y los niños afectados por el conflicto armado, incluso mediante el despliegue de Asesores de Protección Infantil, Asesores de Protección de la Mujer y Asesores en Cuestiones de Género;





iii) Detectar y registrar las amenazas y los ataques contra la población civil, incluso interactuando regularmente con ella y trabajando en estrecha colaboración con las organizaciones humanitarias y de derechos humanos;





iv) Aplicar y poner en práctica plenamente, en estrecha consulta con las organizaciones humanitarias y de derechos humanos y con otros asociados pertinentes, la estrategia de protección para toda la Misión;




b) Apoyo a la ejecución del proceso de transición, la ampliación de la autoridad del Estado y la preservación de la integridad territorial





i) Asumir un papel de liderazgo en las iniciativas internacionales para ayudar a las Autoridades de Transición colaborando con la CEEAC, la UA, la Oficina Regional de las Naciones Unidas para África Central (UNOCA), los interesados pertinentes y la comunidad internacional a fin de formular, facilitar y coordinar la transición política y proporcionarle asistencia técnica, para que concluya satisfactoria y puntualmente;





ii) Ofrecer sus buenos oficios y su apoyo político a las gestiones orientadas a abordar las causas profundas del conflicto y establecer la paz y la seguridad duraderas en la RCA;





iii) Proporcionar apoyo apropiado, en coordinación con las Autoridades de Transición, y en función de los riesgos sobre el terreno, para prestar servicios de seguridad a los interesados nacionales clave, incluidos los miembros del Gobierno de Transición;





iv) Ayudar a las Autoridades de Transición, y posteriormente a las autoridades elegidas, en los procesos de mediación y reconciliación tanto a nivel nacional como local, colaborando con los órganos competentes y los líderes religiosos regionales y locales, entre otras cosas mediante un diálogo nacional inclusivo, la justicia de transición y los mecanismos de solución de conflictos, garantizando al mismo tiempo la participación plena y efectiva de las mujeres;





v) Formular y coordinar el proceso electoral y proporcionarle asistencia técnica, logística y de seguridad y hacer todos los preparativos necesarios, en apoyo de las Autoridades de Transición y colaborando urgentemente con la Autoridad Electoral Nacional, para celebrar, conforme a la carta nacional de transición, con carácter urgente y tan pronto como sea posible, las elecciones presidenciales y legislativas libres, imparciales, transparentes e inclusivas que actualmente está previsto que tengan lugar en agosto de 2015a más tardar, con el fin de completar la transición política puntualmente, entre otras cosas asegurando la participación plena y efectiva de las mujeres en todos los niveles y en una etapa temprana en todas las fases del proceso electoral, así como la participación de los desplazados internos y los refugiados de la RCA;





vi) Elaborar y coordinar la organización y la celebración del referendo constitucional, y proporcionarle asistencia técnica, logística y de seguridad, según proceda;





vii) Promover y apoyar la rápida ampliación de la autoridad del Estado en todo el territorio de la RCA, incluso respaldando el redespliegue de la administración;





viii) Incautar, confiscar y destruir activamente, según proceda, las armas y municiones de los elementos armados, incluidas todas las milicias y grupos armados no estatales, que se nieguen a deponer las armas o no las hayan depuesto;





c) Facilitar la prestación inmediata, plena, segura e irrestricta de asistencia humanitaria;





Mejorar la coordinación civil-militar dentro de la MINUSCA y la coordinación con los agentes humanitarios a fin de facilitar la creación de un entorno seguro para la prestación inmediata, plena, segura e irrestricta de asistencia humanitaria, dirigida por civiles, de conformidad con los principios humanitarios rectores de las Naciones Unidas y las disposiciones pertinentes del derecho internacional, y para el retorno o la integración o el reasentamiento locales voluntarios, seguros, dignos y sostenibles de los desplazados internos o los refugiados en estrecha coordinación con los agentes humanitarios;





d) Protección de las Naciones Unidas





Proteger al personal, las instalaciones, el equipo y los bienes de las Naciones Unidas y garantizar la seguridad y la libertad de circulación del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado;





e) Promoción y protección de los derechos humanos





i) Vigilar, ayudar a investigar y denunciar públicamente y ante el Consejo de Seguridad las violaciones del derecho internacional humanitario y las violaciones y los abusos contra los derechos humanos cometidos en toda la RCA, en particular por diferentes grupos armados, entre ellos los antiguos elementos de Seleka y los elementos antibalaka, así como en relación con el Foro de Bangui y el proceso electoral, y contribuir a los esfuerzos por identificar y enjuiciara los autores, y prevenir esas violaciones y abusos, incluso mediante el despliegue de observadores de los derechos humanos;





ii) Vigilar, ayudar a investigar y denunciarlas violaciones y los abusos cometidos contra los niños, las mujeres y las personas con discapacidad, incluidas la violación y demás formas de violencia sexual en el conflicto armado, y contribuir a los esfuerzos por identificar y enjuiciara los autores, y prevenir esas violaciones y abusos;





iii) Apoyar la aplicación de las recomendaciones pertinentes de la Comisión Internacional de Investigación;





iv) Ayudar a las autoridades de la RCA en sus esfuerzos por proteger y promover los derechos humanos, incluso mediante el establecimiento de una comisión nacional de derechos humanos, y por fortalecer la capacidad de las organizaciones de la sociedad civil;





f) Medidas urgentes de carácter temporal





i) Seguir adoptando, dentro de su capacidad y sus zonas de despliegue, previa solicitud oficial de las Autoridades de Transición y en las zonas donde las fuerzas de seguridad o las autoridades judiciales nacionales no estén presentes u operacionales, medidas urgentes de carácter temporal a título excepcional, sin sentar precedente y sin perjuicio de los principios acordados de las operaciones de mantenimiento de la paz, que serán de alcance limitado, tendrán plazos precisos y se ajustarán a los objetivos establecidos en los párrafos 32 a) a 32 e) y 33 a)de la presente resolución, para efectuar arrestos y detenciones con el fin de mantener la ley y el orden público básicos y combatir la impunidad;





ii) Solicitar al Secretario General que lo siga informando de las medidas que se adopten al respecto;





g) Tribunal Penal Especial





i) Ayudar a las Autoridades de Transición y posteriormente a las autoridades elegidas, y facilitar otro tipo de apoyo bilateral y multilateral a las Autoridades de Transición, y posteriormente a las autoridades elegidas, en el establecimiento del Tribunal Penal Especial (TPE) nacional de conformidad con las leyes y la jurisdicción de la RCA y en consonancia con sus obligaciones en virtud del derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, con el fin de respaldar la ampliación de la autoridad del Estado;





ii) Brindar apoyo técnico y creación de capacidad para las autoridades de la RCA, a fin de facilitar el funcionamiento del TPE, en particular en las esferas de las investigaciones, los arrestos, la detención, el análisis criminal y forense, la reunión y el almacenamiento de pruebas, la contratación y selección de personal, y el establecimiento de un sistema de asistencia jurídica, según proceda, así como, dentro de los recursos disponibles, garantizar la seguridad de los magistrados, y adoptar medidas para aumentar la seguridad de las víctimas y los testigos si lo permiten las condiciones, en consonancia con las obligaciones internacionales de la RCA en materia de derechos humanos, incluidas las relativas a los juicios imparciales y las garantías procesales;





h) Desarme, desmovilización, reintegración (DDR) y repatriación (DDRR)





i) Ayudar a las Autoridades de Transición, y posteriormente a las autoridades elegidas, a formular y aplicar una estrategia revisada para el desarme, la desmovilización y la reintegración (DDR) y, en el caso de los extranjeros, la repatriación (DDRR) de los excombatientes y los antiguos elementos armados para reflejar las nuevas realidades sobre el terreno, prestando especial atención a las necesidades de los niños vinculados a las fuerzas y grupos armados;





ii) Ayudar a las Autoridades de Transición y posteriormente a las autoridades elegidas a aplicar la estrategia revisada para la reintegración de los excombatientes en consonancia con el resto de la RSS;





iii) Ayudar a las Autoridades de Transición, y posteriormente a las autoridades elegidas, a formular y ejecutar programas de reducción de la violencia comunitaria;





iv) Reagrupar y acantonar a los combatientes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Acuerdo de Brazzaville y en cooperación con las Autoridades de Transición, y destruir, según proceda, las armas y municiones de los combatientes desarmados en consonancia con su esfuerzo de incautar y recoger armas y material conexo cuyo suministro, venta o transferencia contravengan las medidas impuestas por el párrafo 1 de la resolución 2196 (2015);





33. Autoriza además a la MINUSCA a utilizar sus capacidades para ayudar a las autoridades de la RCA, cuando proceda, a realizar las siguientes tareas esenciales:





a) Apoyo a la justicia nacional e internacional y el estado de derecho





i) Ayudar, incluso mediante asistencia técnica, a consolidar las capacidades del sistema judicial nacional y de las instituciones nacionales de derechos humanos, y ayudaren los esfuerzos de reconciliación nacional, en coordinación con la Experta Independiente sobre derechos humanos según proceda;





ii) Prestar apoyo a las instituciones policiales, judiciales y penitenciarias y coordinar la asistencia internacional que se les preste para restablecer el sistema de justicia penal, en el marco de la coordinación mundial de las Naciones Unidas sobre el estado de derecho, incluso mediante la prestación de asistencia en el mantenimiento de la seguridad pública y la ley y el orden público básicos, haciendo hincapié en la supervisión civil, la imparcialidad y la protección de los derechos humanos;





iii)Apoyar el restablecimiento y el mantenimiento de la seguridad pública y del estado de derecho, incluso mediante la presencia y asistencia de la policía de las Naciones Unidas autorizada en el párrafo 23de la presente resolución, incluso deteniendo y entregando a las autoridades de la RCA a los presuntos responsables de graves violaciones y abusos contra los derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario cometidos en el país, con el fin de que puedan ser llevados ante la justicia, y mediante la cooperación con los Estados de la región y la CPI en los casos en que los delitos entren dentro de su jurisdicción;





b) Reforma del sector de la seguridad




i) Ayudar a las Autoridades de Transición, y posteriormente a las autoridades elegidas, a elaborar y ejecutar la reforma del sector de la seguridad y los procesos de verificación de antecedentes, incluso prestando asesoramiento normativo estratégico, en estrecha coordinación con la EUMAM-RCA;





ii) Coordinar estrechamente la prestación de asistencia técnica y capacitación entre los asociados internacionales en la RCA a fin de garantizar una distribución clara de las tareas en la esfera de la RSS, en beneficio de las FACA y las fuerzas de seguridad interna (policía y gendarmería) de la RCA,





c) Explotación y tráfico ilícitos de recursos naturales





Ayudar a las autoridades de la RCA a elaborar una estrategia nacional para afrontar el problema delas redes de explotación y tráfico ilícitos de recursos naturales, que siguen financiando y abasteciendo a grupos armados en la RCA, teniendo en cuenta, cuando proceda, los informes del Grupo de Expertos establecido en virtud de la resolución 2127 (2013) y las decisiones del proceso de Kimberley, con el objetivo de ampliar la autoridad del Estado sobre todo el territorio y sus recursos,





34. Autoriza además a la MINUSCA a llevar a cabo, dentro de los recursos disponibles, las siguientes tareas adicionales:





a) Coordinar la asistencia internacional según proceda;





b) Ayudar al Comité establecido en virtud del párrafo 57 de la resolución 2127 (2013) y al Grupo de Expertos establecido en la misma resolución, incluso transmitiendo información pertinente para la ejecución del mandato del Comité y del Grupo de Expertos;





c) Vigilar la aplicación de las medidas prorrogadas y modificadas por el párrafo 1 de la resolución 2196 (2015), en cooperación con el Grupo de Expertos establecido en virtud de la resolución 2127 (2013), incluso inspeccionando, según considere necesario y cuando proceda sin aviso previo, todas las armas y material conexo independientemente de su ubicación, y asesorar a las Autoridades de Transición en sus esfuerzos por evitar que los grupos armados exploten los recursos naturales;





d) Incautar y recoger armas y cualquier material conexo cuya transferencia a la RCA infrinja las medidas impuestas por el párrafo 54 de la resolución 2127 (2013) y registrar y eliminar dichas armas y material conexo según corresponda;





e) Proporcionar transporte a las autoridades competentes del Estado para realizar inspecciones y visitas de observación en las principales zonas y emplazamientos mineros, según proceda y caso por caso y cuando la situación lo permita, como medio de promover y apoyar la rápida ampliación de la autoridad del Estado en todo el territorio;





35. Solicita al Secretario General que despliegue y asigne personal y especialización dentro de la MINUSCA para reflejar las prioridades definidas en los párrafos 32 a 34 de la presente resolución, y que adapte continuamente ese despliegue según los progresos realizados en la ejecución de este mandato;





36. Solicita a la MINUSCA que mejore su coordinación operacional con el Equipo de Tareas Regional de la Unión Africana sobre el Ejército de Resistencia del Señor (ERS) y solicita a la MINUSCA que intercambie información pertinente con el Equipo de Tareas Regional y con las organizaciones no gubernamentales que participan en la lucha contra la amenaza que representa el ERS;





37. Exhorta a las Autoridades de Transición y a los asociados internacionales y las entidades competentes de las Naciones Unidas a que, en coordinación con la MINUSCA y la UNMAS, hagan frente a la transferencia ilícita, la acumulación desestabilizadora y el uso indebido de armas pequeñas y armas ligeras en la RCA, y garanticen la gestión, el almacenamiento y la protección seguras y efectivas de los arsenales de armas pequeñas y armas ligeras, y la recogida o destrucción de las armas y municiones excedentes, incautadas, sin marcar o mantenidas de manera ilícita, y destaca además la importancia de incorporar esos elementos en los programas de RSS y DDR/R;





38. Insta a la RCA, los Estados vecinos y otros Estados miembros de la Conferencia Internacional de la Región de los Grandes Lagos (CIRGA) a que cooperen a nivel regional para investigar y combatir las redes delictivas regionales y los grupos armados implicados en la explotación ilegal y el contrabando de recursos naturales como el oro y los diamantes, y en la caza furtiva y el tráfico de especies de flora y fauna silvestres;





39. Solicita a la MINUSCA que tenga plenamente en cuenta la protección de los niños como cuestión intersectorial de su mandato y que ayude a las Autoridades de Transición a asegurar que se tenga en cuenta la protección de los niños, entre otras cosas, en los procesos de DDR y DDR/R y en la RSS para poner fin y las violaciones y abusos que se cometen contra los niños y prevenirlos;





40. Solicita a la MINUSCA que tenga plenamente en cuenta las consideraciones de género como cuestión intersectorial de su mandato y que ayude al Gobierno de la RCA a asegurar la participación, intervención y representación plena y efectiva de las mujeres en todas las esferas y a todos los niveles, incluidas las actividades de estabilización, la reforma del sector de la seguridad y los procesos de DDR y DDRR, así como en el diálogo político nacional y los procesos electorales, mediante, entre otras cosas, la aportación de asesores de género, y solicita además que la MINUSCA amplíe la información que le presenta sobre este asunto;





41. Solicita a la MINUSCA que, dentro de sus recursos y mandato actuales, ayude en las iniciativas políticas de la UA, la CEEAC y la UNOCA para apoyar el proceso de transición;





42. Reitera que las medidas impuestas por el párrafo 1 de la resolución 2196 (2015) no se aplican a la MINUSCA, el Equipo de Tareas Regional de la UA, las misiones de la Unión Europea ni las fuerzas francesas que operan en la RCA para prestar asesoramiento de organización y capacitación no operacional a las fuerzas gubernamentales de la RCA y cuando sea pertinente para la ejecución de sus mandatos, y solicita a esas fuerzas que reseñen las medidas adoptadas a este respecto en los informes que presentan periódicamente al Consejo;





43. Solicita al Secretario General que adopte las medidas necesarias para asegurar que la MINUSCA cumpla plenamente la política de tolerancia cero de las Naciones Unidas frente a la explotación y los abusos sexuales y que lo mantenga informado si se producen casos de conducta indebida, y observa la pertinencia de las orientaciones relativas a los contactos con personas que son objeto de órdenes de detención o citaciones de la CPI;





44. Solicita a la MINUSCA que vele por que todo apoyo a fuerzas de seguridad que no sean de las Naciones Unidas se preste en estricto cumplimiento de la Política de Diligencia Debida en Materia de Derechos Humanos relativa al apoyo de las Naciones Unidas a las fuerzas de seguridad que no pertenecen a las Naciones Unidas y solicita al Secretario General que incluya información sobre tal apoyo en los informes que le presente;





45. Pone de relieve la necesidad de que, en el desempeño de su mandato, la MINUSCA, la EUMAM-RCA y las fuerzas francesas que operan en la RCA actúen respetando plenamente la soberanía, la integridad territorial y la unidad de la RCA y en plena conformidad con las disposiciones aplicables del derecho internacional humanitario, el derecho de los derechos humanos y el derecho de los refugiados, y recuerda la importancia de la capacitación a ese respecto;





Libertad de circulación de la MINUSCA





46. Insta a todas las partes dela RCA a que cooperen plenamente con el despliegue y las actividades de la MINUSCA, en particular garantizando su seguridad y libertad de circulación con acceso inmediato y sin trabas en todo el territorio de la RCA para que la MINUSCA pueda llevar a cabo plenamente su mandato en un entorno complejo;





47. Exhorta a los Estados Miembros, especialmente a los de la región, a que aseguren el traslado libre, sin trabas y rápido desde y hacia la RCA de todo el personal, así como del equipo, las provisiones, los suministros y otros bienes, incluidos vehículos y piezas de repuesto, que sean de uso exclusivo y oficial de la MINUSCA;





Acceso humanitario





48. Exige que todas las partes permitan y faciliten el acceso pleno, seguro, inmediato y sin trabas para la prestación oportuna de asistencia humanitaria a las poblaciones necesitadas, en particular a los desplazados internos, en todo el territorio de la RCA, de conformidad con los principios rectores de la asistencia humanitaria de las Naciones Unidas y las disposiciones pertinentes del derecho internacional;





Llamamiento humanitario





49. Acoge con beneplácito el llamamiento humanitario, lamenta que la financiación actual sea insuficiente, y exhorta a los Estados Miembros y las organizaciones internacionales y regionales a que den pronta respuesta a ese llamamiento aumentando las contribuciones y asegurándose de que todas las promesas se cumplan íntegramente;





Fuerzas francesas





50. Autoriza a las fuerzas francesas a que, dentro de su capacidad y sus zonas de despliegue, desde que comiencen las actividades de la MINUSCA hasta el final de su mandato autorizado en la presente resolución, utilicen todos los medios necesarios para prestar apoyo operacional a los elementos de la MINUSCA a partir de la fecha de aprobación de la presente resolución, a solicitud del Secretario General, y solicita a Francia que lo informe sobre la ejecución de este mandato y coordine su información con la que se solicita al Secretario General en el párrafo 52;





Examen y presentación de informes





51. Solicita al Secretario General que examine periódicamente las condiciones necesarias para la transición, reducción y retiro de la operación de las Naciones Unidas, de una manera que no redunde en desmedro de los esfuerzos generales para apoyar los objetivos a largo plazo para la paz y la estabilidad, y aguarda con interés recibir esa información como parte de los informes periódicos que se le presentan;





52. Solicita al Secretario General que lo mantenga periódicamente informado de la situación en la RCA y de la ejecución del mandato de la MINUSCA, que le presente un informe el 1 de agosto de 2015 e informes cada cuatro meses a partir de esa fecha, y que en ellos incluya información actualizada y recomendaciones conexas sobre la aplicación dinámica de las tareas que figuran en el mandato de la MINUSCA, entre otras cosas suministrando la información financiera pertinente, información sobre la situación de la seguridad, los elementos políticos prioritarios definidos anteriormente respecto del progreso político, el progreso logrado en relación con los mecanismos y la capacidad para promover la gobernanza y la gestión fiscal, e información pertinente sobre los progresos, la promoción y la protección de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, así como un examen del número de efectivos militares y policiales, la generación de fuerzas militares y policiales y el despliegue de todos los elementos constitutivos de la MINUSCA;





53. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión.
- - -

ANEXO B

“INSTRUCTIVO PRESIDENCIAL: POLÍTICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACION DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ

Decreto Supremo Ministerio de Defensa nacional, Subsecretaría de Guerra Nº 68 de 14 de octubre de 1999, publicado en el Diario oficial Nº 36.510 del 10 de noviembre de 1999.





Considerando:




1. Que Chile es parte de la comunidad internacional de naciones y que, en su carácter de Estado libre y soberano, aspira a participar activamente en las instituciones y foros que promueven la paz y el desarrollo de los pueblos;




2. Que Chile integra desde su origen la Organización de las Naciones Unidas, habiendo ratificado la Carta de dicha organización, así como otros tratados y acuerdos en el marco de ese organismo internacional;




3. Que la Carta de las Naciones Unidas establece en sus Capítulos VI; VII y VIII un sistema de seguridad internacional, que define las medidas disponibles para participar en las operaciones de paz, así como las reglas que las gobiernan;




4. Que la Constitución Política de la República de Chile establece que es deber del Estado de Chile resguardar la seguridad nacional;




5. Que, en un sentido integral y moderno, la seguridad de Chile depende de un diverso conjunto de factores, tanto internos como externos.




6. Que entre estos factores, cabe destacar la estabilidad y la seguridad internacionales. Asimismo, que la globalización de las relaciones deriva en que los conflictos repercuten internacionalmente en forma más amplia e intensa, por lo tanto, adquieren una mayor supremacía los pactos de seguridad y estabilidad internacional.




7. Que, al mismo tiempo, el Estado de Chile basa su política exterior en los principios de respeto a los tratados, observancia del principio de no intervención en asuntos de otros Estados soberanos y promoción de buenas relaciones entre los pueblos y los gobiernos, rechazando toda forma de expansionismo.





8. Que resulta indispensable que el Estado de Chile, dentro de los marcos de la Constitución Política, las leyes y los tratados vigentes, disponga de reglas y criterios que definan claramente la forma en que se produce la participación nacional en las indicadas operaciones, incluidas las operaciones de imposición de la paz.




9. Que solemnizar y dar publicidad a las reglas y criterios que informan la Política Nacional para operaciones de paz, son exigencias que derivan del derecho que asiste a la ciudadanía y, especialmente, a las personas e instituciones directamente concernidas en orden a conocer la posición oficial del Estado de Chile sobre esta importante materia; y





10. Que, finalmente, corresponde al Presidente de la República conducir las Relaciones Exteriores del país, extendiéndose su autoridad, además, a todo cuanto tenga por objeto la preservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República.





Visto lo dispuesto en los artículos 24 y 32 número 8 de la Constitución Política de la República,




Resuelvo promulgar la siguiente "POLITICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ":




1.- El mantenimiento y la promoción de la paz mundial constituyen objetivos permanentes de la política exterior chilena. Tales imperativos, representativos de la vocación pacífica del pueblo chileno y plenamente coherente con el interés nacional, deben informar siempre de la actuación de los agentes del Estado de Chile.




2.- Fiel a los principios enunciados, el Estado de Chile reafirma solemnemente su compromiso de contribuir de manera activa al esfuerzo en pro de la paz y la seguridad internacionales que desarrolla permanentemente la Organización de Naciones Unidas.




3.- En concordancia con los principios descritos, el Estado de Chile manifiesta su disposición a participar, por decisión soberana y de acuerdo a los criterios enunciados en este Instructivo, en operaciones de paz impulsadas por las Naciones Unidas.




Para los efectos de este instructivo Presidencial, entiéndase por operación de paz todo despliegue internacional de medios civiles o militares y de orden y seguridad pública que, bajo el mando y control de las Naciones Unidas o de un Estado o mando expresamente designado y autorizado por ésta, tiene por objeto directo contribuir a la consolidación de un cese de hostilidades.




Las operaciones de paz pueden comprender, entre otras funciones, las siguientes tareas concretas:




a) Verificación del cese del fuego.




b) Colaboración en la separación de fuerzas.




c) Supervigilancia de las líneas divisorias o de las zonas de exclusión.




d) Escolta, conducción y distribución de ayuda humanitaria.




e) Supervisar la desmovilización de combatientes.




f) Certificar el registro, entrega y/o destrucción de armamento.




g) Colaborar con los programas de desminado.




h) Contribuir al éxito de los programas de retorno y reubicación de refugiados de guerra.




i) Contribuir a la reconstrucción de zonas afectadas por conflictos o desastres naturales.




j) Colaborar y asistir a los procesos electorales que se lleven a efecto bajo la supervisión de la Organización de Naciones Unidas.




Además, y excepcionalmente, las operaciones de paz pueden comprender las siguientes funciones especiales:




k) Cooperación en la mantención del orden público en el período siguiente al cese de las hostilidades.




l) Colaborar en supervisión del respeto a los derechos humanos. Esta misión puede comprender, además, la tarea de cooperar en la investigación de violaciones cometidas durante las hostilidades.




m) Las funciones a que se refieren las letras k) y l) no autorizan el empleo de fuerzas chilenas para la búsqueda y/o captura de delincuentes, beligerantes o criminales de guerra.




4.- Quedan comprendidas en esta declaración de Política Nacional las operaciones de imposición a la Paz, tales como la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, ruptura de relaciones diplomáticas, demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por Fuerzas Aéreas, Navales o Terrestres a que se refiere la Carta de las Naciones Unidas.





5.- La participación nacional en operaciones de paz constituye una decisión soberana del Estado de Chile. Las determinaciones respectivas se adoptan por el Presidente de la República conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y las Leyes pertinentes. La participación de personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en las referidas Operaciones, a su vez, se rige especialmente por lo prescrito en la Ley N° 19.067.




6.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz, se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios políticos-estratégicos:




6.1. Las operaciones que involucren fuerzas chilenas deben satisfacer el interés nacional.




Este interés se relaciona, entre otros aspectos, con los compromisos que nuestro país ha adquirido con Naciones Unidas; con la preocupación de Chile por los problemas de la paz y sobre todo, con las situaciones de conflicto en zonas geográficas cuya estabilidad afectan a los intereses nacionales.




6.2 Estas operaciones deben obedecer a un mandato del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. 




6.3 En todo caso, no se formarán ni se pondrán contingentes a disposición de Naciones Unidas o de un Estado en particular, para que éste determine autónomamente su despliegue.




6.4 El mandato de las Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración.




6.5 Las partes involucradas en el conflicto, deben haber solicitado la intervención de Fuerzas de Paz, salvo el caso de operaciones de imposición de la paz, en donde no se requiere dicha solicitud.




6.6 Deberán ponderarse siempre los costos que las operaciones de paz involucran respecto de los beneficios que el país obtiene, de manera que exista una conveniente relación entre ambos aspectos.




6.7 Cada solicitud de Naciones Unidas se evaluará en forma separada, a la luz de todos los criterios señalados en los párrafos precedentes y siguientes.




7.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios operativos:




7.1. Se deberá establecer con claridad el tipo de operación en que se participará, el país y la zona de él en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada.




En concreto, toda participación nacional en operaciones de paz supone definir oficial y formalmente el ámbito de actuación de las fuerzas chilenas. Con tal objeto, y tratándose de fuerzas armadas y/o de orden y seguridad pública, la autorización correspondiente para la salida de las tropas debería indicar, con referencia a la enumeración de tareas contenida en el punto 3 de este instructivo, el ámbito preciso de la autorización.




7.2. Las operaciones deben contribuir al perfeccionamiento de las instituciones participantes. Esto debe manifestarse en la obtención de experiencias, entrenamiento de personal, adquisición y reposición de material y equipo.




7.3. Los medios participantes deben estructurarse utilizando como referencia, el listado de contribuciones de medios incorporados al sistema de fuerzas de reserva de Naciones Unidas y mantenerse, permanentemente, operativos.




Para lograr lo anterior, el Estado de Chile deberá contar con establecimientos dedicados a la instrucción y preparación de personal destinado a participar en Operaciones de Paz.




7.4. En estas operaciones sólo se comisionará personal profesional, civil o militar, preferentemente voluntario, no pudiéndose completar los cuadros con personal de la conscripción obligatoria.




8.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios gubernativos y administrativos:




8.1. La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición, y la proposición posterior a S.E. el Presidente de la República, será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, en conjunto.




8.2. La responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos referidos a una operación de paz, será del Ministerio de Defensa; la organización de la fuerza que participe, de la institución que proporciona los medios; y el control, de Naciones Unidas.




8.3. Para proporcionar la asesoría especializada se constituirá, en forma permanente, un Grupo de Análisis en el Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor de la Defensa Nacional), el cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional. Este grupo estará autorizado para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia.




8.4. Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuesto contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la preparación y la participación de fuerzas o personal chilenos en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa.




8.5. La decisión final sobre el envío de fuerzas chilenas a una operación de paz la adoptará S.E. el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores.




9.- Será responsabilidad del Ministerio de Defensa desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas que se emplearan en operaciones de paz, en materias inherentes a éstas.




10.- Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren dimanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.”.
- - -
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DISCUSIÓN

El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Guillier, advirtió que en consideración al intenso trabajo legislativo los plazos para discutir esta solicitud han sido extremadamente acotados. Manifestó la inconveniencia de la situación, puesto que la decisión de enviar a los efectivos militares a la República Centroafricana está prevista para el día 10 de febrero próximo.

El Ministro de Relaciones Exteriores subrogante y Ministro de Defensa Nacional, señor José Antonio Gómez, ofreció expresamente excusas por la presentación del Oficio en un tiempo que podría resultar inadecuado, y se comprometió a adoptar medidas para evitar la repetición de este hecho.

Destacó que la solicitud de acuerdo del Senado persigue la participación en la OPAZ de la República Centroafricana (MINUSCA), principalmente enfocado al proceso de transición política; la protección a la población civil; la asistencia humanitaria; la promoción y el fortalecimiento de los derechos humanos; el apoyo a la justicia y al Estado de Derecho, y al desarme, la desmovilización, la reintegración y los procesos de repatriación.

Aseguró que la incorporación de nuestro país es fundamental, ya que permitirá estar en la primera línea del apoyo humanitario a nivel mundial, enfrentando situaciones que producen consternación internacional. En consecuencia, dijo, esta tarea, como parte de la comunidad global, es sumamente relevante.

Expresó que esta instancia representa para nuestro país la posibilidad de generar mayor y mejor relación con el continente africano, puesto que a pesar de atravesar actualmente por un proceso complejo, es importante para el desarrollo de las relaciones internacionales en variados ámbitos.

En concreto, apuntó que se busca esta primera aprobación del Senado para desplegar cuatro oficiales en dos ciudades de la República Centroafricana, esto es, Bangui y Kaga Bandoro. Llamó a tener en consideración que los efectivos estarán en los Cuarteles Generales adquiriendo experiencia, y no en los frentes de conflicto.

Adelantó que el propósito es la integración paulatina de un mayor número de efectivos, lo cual se hará oportunamente, en una segunda fase.

Resaltó que, por ahora, lo que se busca es el despliegue de estos oficiales por un periodo de 12 meses. De este modo, en el Cuartel General de la Misión  en Bangui, habrá un Teniente Coronel de Ejército y un Mayor de Ejército, mientras que en el Cuartel General de la Brigada del Sector Central en Kaga Bandoro, estarán un Capitán de Corbeta de la Armada (IM) y un Comandante de Escuadrilla de la Fuerza Aérea.

Agregó que en una segunda etapa se buscará una participación más activa y con mayor fuerza -con el cuerpo de ingenieros-, decisión que será evaluada y comunicada en su oportunidad.

Puntualizó que el costo de la estadía de los cuatro oficiales es de US $ 506.000 aproximadamente, asumido por el Estado Mayor Conjunto bajo su ítem de Misiones de Paz.

Entregó también un detalle de las tropas que actualmente se encuentran en la zona y su respectiva nacionalidad, destacando Argentina, Bolivia, Brasil, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Jamaica, Paraguay, Perú y Uruguay. Agregó que mantienen efectivos militares y policiales en las misiones de paz en África, con un total cercano a los 1.500 uniformados.

Reiteró que la experiencia permitirá desarrollar capacidades de las cuales no se tiene conocimiento en nuestro país. Además, la presencia nacional con Oficiales en la MINUSCA se estima de alto impacto, toda vez que tiene repercusiones político-estratégicas y operacionales-tácticas, contribuyendo a la política exterior de Chile. 
Indicó que, asimismo, fomentará la imagen-país y su consecuente prestigio respecto de la forma en que otros integrantes de las Naciones Unidas ven a los miembros de las FF.AA. chilenas, operando profesionalmente en un ambiente multinacional.
También afirmó que contar con Oficiales en los dos principales Cuarteles Generales de la MINUSCA posibilitará a los efectivos el acceso privilegiado a información sobre la conducción de operaciones en ese escenario. 
De este modo, según dijo, estarán en condiciones de proporcionar información militar respecto de la forma de conducir operaciones en escenarios diferentes a los nacionales, aspecto que puede potenciar el actual sistema de planificación de las operaciones de paz. 
Aseguró que la participación de Chile en la operación militar de la MINUSCA contribuye a la preparación y la experiencia profesional, puesto que el contingente chileno interactuará con efectivos militares de diversos países provenientes de Europa, Latinoamérica, Asia y África. Además, otorga una señal concreta a la comunidad internacional del real compromiso de Chile con la situación humanitaria del continente africano.
Hizo presente la particular importancia que tiene operar en coordinación con Francia (SANGARIS), que como miembro de la Unión Europea y de la Organización del Acuerdo del Atlántico Norte utiliza técnicas militares de alto nivel en los medios desplegados.
Por último, remarcó que el contingente tendrá la posibilidad de entrenar en un ambiente militar internacional de primer nivel, y obtener experiencias y aprendizajes con particular valor en el marco de eventuales futuras operaciones de paz que puedan desarrollarse en escenarios equivalentes.

El Honorable Senador señor Prokurica cuestionó la premura para el alcanzar el acuerdo del Senado. Consideró que tratándose de un tema país, el Parlamento debe tener una participación activa y relevante con los tiempos correspondientes de discusión.

Estimó que la situación de la República Centroafricana es compleja, y requirió información sobre la preparación de los participantes, especialmente en materia de salud.

Consultó también respecto al tiempo que estará presente Chile en esta misión y las fases posteriores. Pidió, en consecuencia, aclarar si en el futuro está previsto enviar tropas propiamente dichas y cuál es el horizonte de salida de la misión. Opinó que los intereses del país son difusos en África, al contrario a lo que sucede en Haití donde son claros por la cercanía al Canal de Panamá y por formar parte del mismo continente.

Planteó su inquietud sobre el estatuto militar al cual estarán sujetos los oficiales que se pretende enviar, esto es, bajo qué mando operarán, o si serán incorporados al mando de otras misiones.

Finalmente, solicitó detalles acerca de la jurisdicción a la que serían sometidos en caso de un eventual conflicto judicial.

El Honorable Senador señor Pérez Varela llamó la atención en cuanto a que no existe una resolución del Consejo de Seguridad sobre el término de esta OPAZ, lo cual, a su juicio, demuestra que se está frente a una situación poco prevista o planificada.

También manifestó su preocupación sobre el mando al cual se someterán los miembros de nuestras fuerzas, tomando en cuenta la composición de la fuerza militar y el desconocimiento de la estructura. 

Mencionó que de los antecedentes acompañados aparece que existe la probabilidad de enviar a un quinto oficial -en base a la negociación con la Unión Europea-, pero no se aclara cuándo se produciría este hecho.

En razón de lo anterior, Su Señoría pidió que se explicaran las perspectivas y los roles que desempeñarán los oficiales, es decir, si tan sólo se capacitaran o habrá una evolución a la destinación de tropas a la Región.

El Honorable Senador señor García Huidobro señaló que la integración de nuestro país en el mundo es fundamental y positiva, sobre todo en un territorio con escasa presencia diplomática. Aclaró que se trata de una determinación conjunta y compartida de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Corporación y de la Cancillería.

Adelantó su voto favorable y consultó acerca de la realidad política y social de la República Centroafricana, y por el mando al cual estarán sujetos los oficiales chilenos.

El Honorable Senador señor Navarro indicó que la integración global no solo debe ser económica, sino también bajo el concepto de solidaridad y del mundo multicultural del cual somos parte.

Trajo a colación que los informes respecto de la misión de paz que integra Chile en Haití son eminentemente técnicos. Sin embargo, estimó que el origen del problema no es militar, sino que se trata de fallas políticas, que decantan en violencia. En razón de ello, resaltó que es imprescindible contar con informes de carácter político sobre el rol de las fuerzas en Haití. 

En base a esa experiencia, expresó que la participación en República Centroafricana le preocupa, dada la gran presencia militar, esto es, más 10.000 efectivos de diferentes naciones. Su Señoría llamó a precaver que suceda lo mismo que en Haití, donde no se conoce el plan político, ni las salidas y resoluciones que se tomarán al respecto.

Observó que las OPAZ no deben ser de carácter permanentes, y estimó que la primera etapa en la MINUSCA será de aprendizaje. No obstante, juzgó necesario que los organismos nacionales competentes efectúen un análisis que determine la trascendencia de  concurrir a los diferentes territorios.

Reiteró que es importante contar con un análisis político de lo que ocurre en los lugares en se encuentran desplegadas las OPAZ; en este caso en particular, cuáles son los intereses en África y qué rol puede cumplir Chile en esos territorios, además de la necesaria coordinación a nivel latinoamericano.

Manifestó su acuerdo con la salida de tropas; sin embargo, consideró insuficiente el contingente enviado, calificándolo de “observadores”.

Consultó el número de efectivos peruanos, bolivianos y paraguayos, y cuáles serían sus intereses en África Central.

El Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de Aviación, señor Arturo Merino, respondió que Perú tiene desplegada una compañía de 90 hombres.

El Honorable Senador señor Guillier hizo presente que siempre es positivo mejorar las relaciones internacionales e interactuar en el mundo globalizado. Observó que las OPAZ contribuyen a las relaciones comerciales y diplomáticas, y a la capacitación de las FF. AA.

El Ministro, señor José Antonio Gómez, en respuesta a la inquietudes planteadas, indicó que la resolución en trámite N° 2217 de la ONU, ampliará el plazo de la operación al año 2017.

El Director de Seguridad Internacional y Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Julio Bravo, informó que en septiembre del 2015 el Presidente de EE.UU invitó a una segunda cumbre sobre OPAZ, ocasión en que la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, comprometió aportes adicionales a disposición de los esfuerzos que la comunidad internacional desarrolla en África, bajo mandato del Consejo de Seguridad. Señaló que se trata de un compromiso significativo, pero prudente, que se apega al interés de Chile por fortalecer el multilateralismo y la cooperación para la paz, reconociendo los desafíos que representa. 
Por ello, aseguró que nuestra contribución se realizará en fases, mediante decisiones caso a caso; primero a través de oficiales en cuarteles generales, y luego por medio de unidades humanitarias. 

Recordó también las declaraciones del Canciller Muñoz, en septiembre del año 2014, vertidas en la conferencia sobre Operaciones de Paz, donde señaló que existe el interés y el compromiso de Chile de seguir avanzando en la integración mediante la participación en misiones de paz -como parte de nuestra responsabilidad internacional colectiva- específicamente en África.

Expresó que, a su vez,  el Ministerio de Defensa Nacional encargó a una misión reunirse con el Departamento de Operaciones de Paz de la ONU, con el fin de determinar los lugares en que se intervendría. Mientras tanto, la Comisión de Relaciones Exteriores recibió una comitiva de la Unión Europea para tratar el Acuerdo de Gestión de Crisis, en cuyo contexto se abordó la posible participación en la operación que tiene lugar en el cuerno de África.

Recordó que en la segunda “Cumbre sobre Operaciones de Paz” líderes mundiales de 54 países y 4 organizaciones internacionales comprometieron 40 mil efectivos militares para fortalecer las operaciones de paz, preferentemente en África.

En este contexto, comunicó que Chile cuenta con 6 embajadas en el continente africano; próximamente abrirá una en Etiopia, ya que es la sede de la Unión Africana. En contraposición, afirmó que Venezuela tiene 8 embajadas, Argentina 12 y Brasil más de 30 reparticiones.
Resaltó que la Presidenta Bachelet fue la primera Jefa de Estado chilena en visitar el continente africano, en agosto del año 2014. Subrayó que se han ido estrechando los lazos, por medio de la creación de becas e intercambios estudiantiles.

El señor Ministro connotó que la primera fase de participación en la misión de paz en la República Centroafricana contempla un quinto oficial, además de los cuatro cuya autorización se tramita en este acto. Una segunda etapa se pretende concretar luego de la negociación con la ONU, que integrará un comando de ingenieros y helicópteros. Finalmente,  una tercera fase incorporará unidades médicas y personal especializado en diferentes áreas. 

El Jefe del Estado Mayor Conjunto se refirió a la preparación sanitaria y física de los oficiales seleccionados. 

Explicó que el EMCO inició un completo curso de instrucción y preparación para las personas que serán enviadas a esta misión, que incluye aspectos de carácter psicológico, para enfrentar situaciones complejas. 

En cuanto a la condición física y sanitaria, aseguró que la ONU exige requisitos mínimos a los efectivos que participan en operaciones, respaldados por los correspondientes certificados médicos.

Respecto al horizonte de salida, puntualizó que se determinará luego de la evaluación que realicen los primeros oficiales destinados -en concordancia con la guía política-, decisión que debe adoptarse en base a la situación fáctica de la operación.

Afianzó lo señalado por el señor Ministro, en cuanto a que una segunda fase contempla el despliegue de 110 uniformados, en tanto que la tercera etapa movilizará a 90 efectivos.

En relación al encargado y al mando operacional, expresó que es detentado por el Jefe del EMCO, delegándose en un force commander de la misión, con el fin de materializar su mandato en las operaciones. Resaltó que actualmente el encargado de la fuerza es de origen pakistaní.

Acto seguido, expuso sobre la situación política de la República Centroafricana, que calificó como inestable. Graficó la existencia de dos grupos rebeldes importantes, uno es Séléka, que opera en la zona norte del país, de origen musulmán, y el otro, en el sector este, denominado antibalaka, de carácter cristiano.

Sin embargo, recalcó que desde la implementación de la operación de paz las condiciones del conflicto han mejorado, puesto que el gobierno interino con residencia en Bangui ha materializado procesos eleccionarios, contemplando la elección presidencial para el próximo 4 de febrero.

Enumeró también los beneficios que reporta esta misión a las fuerzas de nuestro país. En este sentido, dijo que permite obtener experiencia en la planificación y en la conducción; contribuir a la protección civil; apoyar los procesos de transición; acciones de ayuda humanitaria, fomento y resguardo de los derechos humanos; apoyo a la justicia y al Estado de Derecho, además de la experiencia en desarme y desmovilización. Finalmente, connotó la posibilidad de actuar en escenarios complejos y el uso de las reglas de enfrentamiento.

El asesor del Subsecretario de Defensa, señor Valentín Segura, complementó la información entregada por el JEMCO, indicando que las fuerzas francesas alcanzan aproximadamente a 900 soldados, con capacidad de respuesta inmediata, constituyendo la reserva operacional de las fuerzas de la ONU.

Explicó que el comandante de las fuerzas opera en cada cuartel y que nuestros oficiales estarán sujetos al mando operacional del EMCO. Destacó que los oficiales chilenos estarán integrados bajo dependencia funcional de oficiales de distintos orígenes, y que, a su vez, éstos tendrán también a su cargo a otros oficiales de diferentes nacionalidades. Observó que este ordenamiento es consecuencia de un análisis conjunto con la ONU.

Enfatizó que cada uno de los oficiales que participarán cuenta con una especialización en el área terrestre, aérea, logística y de personal, pudiendo entregar un panorama amplio de la situación que se experimenta en terreno.

Explicó que los estándares bajo los cuales funcionan las operaciones de paz son altos y debidamente planificados después de un levantamiento de información con visitas de reconocimiento y avanzada, encargado por el Ministerio de Defensa Nacional. De este modo, se descarta la presencia de conflictos religiosos o de factores yihadistas, entre otros.

Clarifico que la cobertura jurídica está dada por la Convención Sobre los Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas y bajo el estatuto de fuerza de la OPAZ, siendo competente la justicia chilena para conocer cualquier eventualidad que los afecte.

El Honorable Senador señor Navarro solicitó información al Ministro sobre las conveniencias políticas de participar en las diferentes operaciones. Sugirió que existe escasa inteligencia acompañando a nuestras fuerzas.

El Honorable Senador señor Pérez Varela, consultó respecto de los criterios de selección de los oficiales que participaran en la misión.

El Jefe del Estado Mayor Conjunto informó que existió un riguroso proceso de selección, el cual permitió contar con un Teniente Coronel del Ejército como Oficial de Estado Mayor en la Fuerza de Tarea de la MINUSCA; un Mayor de Ejército como Oficial en Estado Mayor Logístico; un Capitán de Corbeta de la Armada, como Oficial de Personal, y un Comandante de Escuadrilla de la FACH, como Oficial de Operaciones Aéreas. Añadió que aprobaron cursos de capacitación en CECOPAC y que, complementariamente, tienen manejo del idioma francés.

- -  


En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, las Comisiones unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, García Huidobro, Guillier, Letelier, Navarro, Pérez (don Víctor), Pizarro y Prokurica, recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia la señora Presidenta de la República.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 26 de enero de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alejandro Guillier Álvarez (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Juan Pablo Letelier Morel, Alejandro Navarro Brain, Víctor Pérez Varela, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de las Comisiones unidas, a 26 de enero de 2016.
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 2° DE LA LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS CON EL OBJETO DE DEFINIR LOS HECHOS CONSTITUTIVOS DE VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 

(9.572-17) 

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica, Jaime Orpis y Manuel José Ossandón. 

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 10 de septiembre de 2014, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión os propone discutirlo sólo en general, con el objeto de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionarlo con ocasión del segundo informe. 

A la sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa legal asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Baldo Prokurica.

Asimismo, concurrieron:

Por el Instituto Nacional de Derechos Humanos: la Directora, señora Lorena Fries; la Jefa de la Unidad de Estudios, señora Silvana Lauzán; la Abogada del Área de Seguimiento Legislativo, señora Patricia Rada; la Asesora de Dirección, señora Paula Salvo, y el Encargado de Comunicaciones, señor Felipe Saraos. 

Por el Ministerio de Justicia, la Abogada Asesora, señora Nadia Silhi. 

Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Guillermo Briceño. 

Por la Honorable Senadora señora Jacqueline Van Rysselberghe: el Jefe de Gabinete, señor Juan Paulo Morales y el Asesor Legislativo, señor Pablo Urquízar. 

Por el Honorable Senador señor Manuel José Ossandón: la Jefa de Gabinete, señora María Angélica Villadangos y el Asesor, y señor José Huerta. 

Por el Honorable Senador señor Francisco Chahuán las Asesoras, señoras Marcela Aranda e Ismini Anastassiou. 

Por el Honorable Senador señot Baldo Prokurica, los Asesores, señores Javier Coopman y Rodrigo Suárez
Por la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Matías Meza-Lopehandía. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
Consagrar en el artículo 2° de la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, una definición de los actos violatorios a los derechos humanos con el objeto de establecer un límite mínimo de certeza respecto de qué conductas constituyen violaciones a los derechos humanos en nuestro país y quiénes pueden ser los agentes que las lleven a cabo.

Para estos efectos, considera actos violatorios las transgresiones a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana y los actos calificados como conductas terroristas, e incluye a los particulares como sujetos activos de este tipo de actos.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en especial sus artículos 1°, 5° y 19 numerales 1° y 2°.

2.- La ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

3.- La Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948.

4.- La Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada "Pacto de San José de Costa Rica"; promulgada por el decreto supremo Nº 873, de Relaciones Exteriores, de 1990, publicado en el Diario Oficial de 5 de enero de 1991.

5.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, promulgado por el decreto supremo Nº 778, de Relaciones Exteriores, de 1976, publicado en el Diario Oficial de 29 de abril de 1989.

6.- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la ONU, en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966; promulgado por el decreto supremo Nº 326, de Relaciones Exteriores, de 1989, publicado en el Diario Oficial de 27 de mayo de 1989.

7.- El Protocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, promulgado mediante decreto supremo N° 340, de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de 14 de febrero de 2009.

8.- La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, promulgada mediante decreto supremo N° 747, de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de 12 de noviembre de 1971.

9.- La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, promulgada mediante decreto supremo N° 789, de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de 9 de diciembre de 1989.

10.- La Convención sobre los Derechos del Niño, promulgada mediante decreto supremo N° 830, de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de 27 de septiembre de 1990.

11.- Los Principios relativos al Estatuto y Funcionamiento de las Instituciones Nacionales de Protección y Promoción de los Derechos Humanos, conocidos como Principios de París, acordados en la Asamblea General de las Naciones Unidas (AGNU) en 1993.

12.- El decreto supremo N° 618, de 2011, del Ministerio de Justicia, que aprueba los Estatutos del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

13.- La Resolución Exenta N° 213, de 28 de junio de 2013, del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen al presente proyecto de ley, señala que el Instituto Nacional de Derechos Humanos, creado mediante la ley N° 20.405, tiene por finalidad la promoción y la protección de los derechos humanos de todas las personas que habitan en Chile, ya sea que estos derechos se encuentren establecidos en las normas constitucionales o legales, en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile o que emanen de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional, tal como lo señala expresamente el citado cuerpo legal en su artículo 2°.

Refiere que de conformidad al mensaje de la iniciativa que dio origen a la Ley del Instituto Nacional de Derechos Humanos,  la regulación que lo instituye tomó como referencia "Los Principios de Paris", nombre que reciben los principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de derechos humanos que han sido aprobados por la resolución número 48/134 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, adoptada en la sesión de 4 de marzo de 1994 en el 48° período de sesiones. Acota que mediante esta resolución, la Asamblea General, hizo suyas las recomendaciones que fueron resultado de un encuentro de instituciones naciones de derechos humanos celebrado en la ciudad de Paris, bajo el auspicio de las mismas Naciones Unidas en el año 1991.

Según estos principios, toda institución de derechos humanos debe ser competente en el ámbito de la promoción y protección de los derechos humanos, y que para ello debe tener un mandato lo más amplio posible, lo que debe ser enunciado de manera clara en el texto constitucional o legislativo que lo establezca.

Luego, menciona algunas de las atribuciones más características del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a saber:  llamar la atención del Gobierno de las situaciones de violación de derechos que ocurran en el país; proponer medidas para dar término a esas situaciones y, eventualmente, opinar sobre la reacción y posición del Gobierno. Todas ellas reconocidas en el artículo 3°de la ley N° 20.405.

Asimismo, enuncia otras facultades, tales como:  elaborar un Informe Anual que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema sobre sus actividades, sobre la situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime conveniente para su debido resguardo y respeto;  comunicar al Gobierno y a los distintos órganos del Estado que estime convenientes su opinión respecto de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país;  proponer a los órganos del Estado las medidas que estime que deben adoptarse para favorecer la protección y la promoción de los derechos humanos; difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas Armadas, de Orden y de Seguridad Pública, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país, pudiendo al efecto celebrar convenios con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros.
En seguida, señala que la creación de este Instituto fue parte de las propuestas incluidas en las conclusiones del Informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación, conocido como Informe Rettig, y agrega que debe entenderse que el funcionamiento de dicha institución ha de obedecer a la postura doctrinal que animó aquella Comisión.
Después, subraya que el fundamento del proyecto emana del examen realizado al trabajo que desarrolla el Instituto a la fecha, y su comparación entre las publicaciones y la postura pública de su dirección frente a las violaciones a los derechos humanos ocurridos en Chile. Sobre el particular, observa una evidente discordancia entre el enfoque dado a su labor y la dedicación de sus recursos, versus la función principal que la ley le encomienda, cual es, la promoción y protección de los derechos humanos de todas las personas que habitan Chile.

De este examen, concluye, el Instituto aparece sosteniendo la tesis de que sólo el Estado y sus agentes pueden violar los derechos humanos. Lo anterior, por cuanto concentran su trabajo en la denuncia, la investigación y en llamar la atención respecto de las conductas de los agentes del Estado que consideren atentatorias contra la dignidad humana. Lo anterior, se constata en sus publicaciones y conferencias públicas, en que se ha acusado especialmente a Carabineros de Chile de actuar de manera violenta contra los estudiantes, manifestantes e integrantes de grupos cercanos a la causa de reivindicación de tierras de las comunidades mapuches. También, se ha dedicado a las violaciones de los derechos humanos cometidas por los agentes del Estado durante el período comprendido entre septiembre de 1973 y marzo de 1990.

Repara que hasta la fecha no se ha detectado que el Instituto haya utilizado sus atribuciones para condenar, llamar la atención del Gobierno o para sugerir cursos de acción frente a casos de violaciones a los derechos humanos cometidos por particulares, como son los actos perpetrados en los últimos años por grupos violentistas o extremistas. Estos últimos, acota, han consistido en la colocación de artefactos explosivos en la vía pública; en atentados, tomas, e incendios reiterados sufridos por ciertas familias; en el desalojo y quema de viviendas y de vehículos y ataques a personas que circulan por las carreteras; en el intento de homicidio en contra de un fiscal; o en el brutal asesinato del matrimonio Luchsinger Mackay en su domicilio. 

Resalta que a estos hechos se suman los fallidos intentos de grupos antisistémicos de atacar los cuarteles o de quemar vivos a Carabineros en servicio.

Considera que el silencio del Instituto ante estos acontecimientos o su negativa de calificarlos como violaciones a los derechos humanos se contrapone con su atribución de defensa y promoción de los derechos humanos, lo que, a su juicio, resulta incomprensible a la luz de las normas constitucionales y legales vigentes en el país, así como de los instrumentos internacionales de derechos humanos, de los principios del derecho internacional y de la doctrina que se ha ido asentando en el Sistema Internacional de los Derechos Humanos, en relación con los sujetos que deben respetar los derechos humanos.

Agrega que para comprender esta dicotomía es menester responder las siguientes interrogantes: qué se entiende por derechos humanos; cuál ha sido la evolución de su concepto; cuáles son las funciones del Estado sobre ellos; a quién le son exigibles, y cuál es la postura que ha asumido nuestra legislación, el derecho internacional y los organismos internacionales sobre estas materias.

Luego, precisa que los derechos humanos pueden concebirse como aquellas facultades e instituciones que en cada momento histórico concretan las exigencias de la dignidad, libertad e igualdad de las personas por el sólo hecho de ser tales, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, y que deben y han sido reconocidas por el orden jurídico internacional. Complementa que son universales, indivisibles, integrales, inalienables, irrenunciables e imprescriptibles y que su contenido es dinámico.

Así, expone que mientras la noción de derechos fundamentales se reserva para los derechos esenciales de la persona que se encuentran reconocidos y positivados a nivel de derecho interno de un Estado, el concepto de derechos humanos queda circunscrito a aquellos que han recibido dicho tratamiento por parte de la comunidad internacional, como una forma de derecho supranacional.

Señala que la relación de los derechos fundamentales con los derechos humanos y la interdependencia interpretativa de desarrollo y de expansión de su contenido entre unos y otros, atendido el objeto de su preocupación, radica en la defensa de la dignidad y la libertad de las personas.

En cuanto a los sujetos activos y pasivos, afirma que no hay duda respecto de quiénes pueden ser los sujetos activos, ya que todos entienden que cualquier ser humano, sin distinción alguna es titular de los derechos humanos.

No obstante, reconoce que ha sido objeto de controversia la figura del sujeto pasivo, es decir, quién puede violar los derechos humanos o a quién le son exigibles su respeto y cumplimiento. 

En términos generales, informa que han existido tres posturas respecto a esta materia, a saber:

Una, señala que sólo el Estado y sus agentes pueden transgredir los derechos humanos, sustentándose en los siguientes fundamentos:

1.- Los tratados de derechos humanos obligan solamente a los Estados y no a los particulares; 

2.- El orden interno de los Estados contiene normas de protección para sus habitantes frente a la acción de otros particulares, y la comunidad internacional cuenta con un sistema que protege a los individuos frente al poder de sus gobernantes, de lo contrario no habría otra posibilidad de ampararse frente a los abusos de las autoridades. 

3.- Los derechos humanos, al ser una construcción supranacional, se sustentan sobre la base de los derechos fundamentales, y reconocen como idea matriz el ser una limitación al poder estatal exigible, y como tal son una defensa a la autonomía y a la libertad individual.

Observa que esta teoría confunde como un todo indivisible la posibilidad fáctica de la violación de un derecho con la responsabilidad internacional de un Estado. Acota que ante el mismo hecho causal, que cumple con los parámetros exigidos por un tipo objetivo de violación a un derecho esencial, si es cometido por un agente del Estado constituye una violación a los derechos humanos, sujeta a responsabilidad internacional, pero si la comete un particular, es simplemente un acto delictivo.

Dos,  recoge los planteamientos anteriores, pero, además, reconoce que el Estado y sus agentes pueden violar los derechos humanos también por omisión, al no evitar que particulares abusen de otras personas, o por no dar el amparo o la protección debida a quien recurre a él para defender sus derechos vulnerados.

Tres,  contiene diversos matices, al sostener que los derechos humanos pueden resultar exigibles no sólo al Estado y a sus agentes, sino también a los particulares, de manera que estos últimos también podrían violarlos.

Resalta que en esta última postura no se coloca en duda la responsabilidad principal que tiene el Estado como garante del bien común de respetar, promover y proteger los derechos humanos, ni tampoco se coloca en entredicho su responsabilidad internacional, pero sí propone un cambio de paradigma, que indica que los derechos esenciales de la persona no sólo emancipan o dotan al individuo de un área de protección y autonomía frente al Estado, sino que son principios y valores objetivos que vinculan al Estado, a los particulares y a la sociedad en su conjunto, como fundamento de la unidad política y de la legitimación del pacto social que se constituye mediante la Carta Fundamental adoptada por una comunidad política. 

Estos derechos, continúa, encierran facultades para las personas y también deberes recíprocos que no se agotan en la responsabilidad que tenga sobre ellos el Estado.

Acota que esta última visión se conoce como la teoría del efecto horizontal de los derechos humanos, que ha obtenido un creciente y continuo reconocimiento a lo largo de los últimos sesenta años en la comunidad internacional y que en Chile se encuentra asentada en la legislación y en la jurisprudencia constitucional.

En materia de evolución del respeto a los derechos de la persona humana y el cambio de concepción en la Constitución Política de la República, señala que el avance de la concientización supranacional sobre los derechos de las personas inherentes a la dignidad humana ha provocado una importante proliferación de instrumentos internacionales de derechos humanos y, al mismo tiempo, ha influido radicalmente en la concepción de los fines propios que deben reconocerse en los textos fundamentales nacionales.

Acota que las Constituciones, originalmente, fueron creadas para organizar y limitar los poderes públicos, de modo de asegurar la legitimidad del ejercicio del poder y de garantizar un ámbito o esfera de libertad individual inviolable por el Estado, siguiendo la matriz conceptual creada por el liberalismo clásico.

Al efecto, da cuenta que se ha pasado de un constitucionalismo del Estado, orientado a la determinación de las competencias de los órganos públicos y su configuración básica, afirmado por el principio de separación de funciones, a un Derecho Constitucional centrado en la persona humana y en los derechos inalienables que ésta posee. Esto es, del Constitucionalismo Clásico del Estado a un Constitucionalismo Humanista. Bajo esta última concepción, refiere se ha desarrollado la teoría del efecto horizontal de los derechos humanos.

En sintonía con lo anterior, destaca que el Tribunal Constitucional de Chile ha pasado a ser una institución que sigue el Constitucionalismo Humanista, cuya actuación redunda en el objetivo de hacer respetar la supremacía de ciertas normas fundamentales prioritarias que se refieren a la defensa de los derechos esenciales de las personas. Éstos son considerados por su jurisprudencia como valores o principios objetivos que irradian a todo el sistema jurídico, siendo aplicables y exigibles a toda la comunidad, sin distinción.

Luego, se refiere a los derechos humanos en el contexto internacional. Sobre el particular, señala que los instrumentos internacionales de derechos humanos de naturaleza vinculante para los Estados consideran que la acción transgresora de los derechos esenciales de la persona no queda limitada a la actuación del Estado, pues los particulares también pueden violar esos derechos, siendo la distinción más importante en esta materia quién puede perseguir la responsabilidad del hechor y ante qué instituciones. 

Al efecto, precisa que la responsabilidad de los particulares, por regla general, sólo puede ser perseguida ante los tribunales nacionales, en cambio, la que corresponde a un Estado por los hechos u omisiones de sus agentes puede ser perseguida tanto por sus órganos de justicia, como por aquellos a los cuales se haya adherido y obligado en el Sistema Internacional de los Derechos Humanos. 

Posteriormente, menciona algunos ejemplos que permiten concluir la extensión del efecto horizontal de los derechos humanos en relación a los particulares en los instrumentos internacionales vinculantes y no vinculantes, a saber:

1.- La Declaración Universal de Derechos Humanos, en su preámbulo, hace un llamado a los individuos como a las instituciones para promover, respetar y asegurar el reconocimiento y aplicación de los derechos humanos. Asimismo, en su artículo 30, expresa que no puede interpretarse este texto en el sentido de que confiere "derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración". De este texto,  queda claro que la intención es obligar también a los privados a no transgredir estos derechos.

2.- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su preámbulo sostiene: " Los Estados partes en el presente Pacto (...) Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia de los derechos reconocidos en este Pacto. 

A su vez, en el artículo 5° dispone: "Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él".

3.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos incorpora en su preámbulo lo siguiente: "Los Estados Partes en el presente Pacto, (...) Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la observancia de los derechos reconocidos en este Pacto".

Asimismo, su artículo 5° reitera el límite interpretativo ya mencionado: "Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él".

4.- La Convención Internacional contra el Reclutamiento, la Utilización, la Financiación y el Entrenamiento de Mercenarios, que no ha sido ratificado por Chile. En este texto se incorporan tipos objetivos de infracción tanto de los Estados, como de los particulares.

5.- El Convenio sobre Igualdad en la Remuneración, Convenio N° 100 de la OIT, y el Convenio sobre la Discriminación, Convenio N° 111 de la OIT, que instruyen a los Estados a prevenir los actos discriminatorios en sí mismos, sin hacer distinción si éste es llevado a cabo por el Estado o por empleadores particulares.

6.- La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial expresa en su preámbulo: "Los Estados partes en la presente Convención, (...) Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos de raza, color u origen étnico constituye un obstáculo a las relaciones amistosas y pacíficas entre las naciones y puede perturbar la paz y la seguridad entre los pueblos, así como la convivencia de las personas aun dentro de un mismo Estado (...)”.

Por su parte, en su artículo 2° menciona varias obligaciones de los Estados, entre las cuales están: "no fomentar, defender o apoyar la discriminación racial practicada por cualesquiera personas u organizaciones"; prohibir y hacer cesar "la discriminación racial practicada por personas, grupos u organizaciones".

En su artículo 4°, señala que los Estados Partes "condenan la propaganda y todas las organizaciones que se inspiren en ideas o teorías basadas en la superioridad de una raza o de un grupo de personas de un determinado color u origen étnico, o que pretendan justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que sea su forma, y se comprometen a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda incitación a tal discriminación o actos de tal discriminación". Además, señalan que "declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así como todo acto de violencia o toda incitación a cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y toda asistencia a las actividades racistas, incluida su financiación”. 

A su vez, se "declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades organizadas de propaganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan la discriminación racial e inciten a ella, y reconocerán que la participación en tales organizaciones o en tales actividades constituye un delito penado por la ley".

En este contexto, afirma, el Estado asume un rol de garante ante la comunidad internacional para evitar que sus agentes, organizaciones o personas o grupos de personas puedan cometer actos de discriminación racial.

7.- La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, en su artículo 2° plantea que los Estados se comprometen a: "Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas".

8.- La Convención sobre los Derechos del Niño, que en su artículo 9° deja en evidencia que la separación de un niño de sus padres puede aplicarse cuando éste sea, por ejemplo, víctima de maltrato o descuido por parte de los mismos. 

En su artículo 19 se le encarga a los Estados tomar todas las medidas necesarias para "proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo".

Por su parte en su artículo 27, se establecen obligaciones directas para los padres de los menores al señalar: “A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño".

En su artículo 29 dispone que los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada, entre otros, a inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas.

9.- El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados, que señala en su preámbulo que: "Los Estados Partes en el presente Protocolo, (...) Condenando con suma preocupación el reclutamiento, adiestramiento y utilización dentro y fuera de las fronteras nacionales de niños en hostilidades por parte de grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado, y reconociendo la responsabilidad de quienes reclutan, adiestran y utilizan niños de este modo". 

Adicionalmente, su artículo 4° expresa: "Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado no deben en ninguna circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a menores de 18 años".

10.- La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, en su artículo 1° define lo que se entiende por tortura y señala los sujetos o agentes que pueden cometerla al señalar que ésta ocurre "cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia".

A continuación, la moción menciona el terrorismo y señala que pese a ser eminente y esencialmente contrario a los derechos humanos, como lo señala nuestra Carta Fundamental, el Instituto Nacional de Derechos Humanos no ha destinado mayores esfuerzos para el estudio y análisis de las conductas terroristas que han ocurrido en el país en los últimos años.

En términos generales, precisa que de acuerdo al Profesor José Zalaquett este término, con mayor o menor consenso, incluye las siguientes categorías de acción: 

a) El asesinato político. 

b) Ciertas violaciones a las leyes de la guerra, sea en un conflicto internacional o interno. 

c) La violencia política de carácter indiscriminado cometida por grupos no gubernamentales, y 

d) La represión política indiscriminada por parte del Estado, más allá de una racionalidad de reprimir grupos opositores o acciones de oposición determinadas. 

Reconoce que algunos autores han expresado que las actividades terroristas no son fáciles de definir, pero sí de reconocer; otros, dicen que se pueden identificar casuísticamente; y otros, las categorizan fijando criterios para apreciar cuándo se está ante una conducta terrorista, enfocándose en la naturaleza de los actores que la llevan a cabo, su estrategia, los fines con que se desarrolla, los medios empleados, el carácter de las víctimas o las implicancias internacionales de los actos de violencia.

En fin, da cuenta que el terrorismo más que una ideología consiste en una estrategia de insurrección, por lo que sería conveniente centrarse en las acciones terroristas. 

Bajo este contexto, enumera los elementos comunes a una conducta terrorista: 

a) El uso o la amenaza del uso de la fuerza; 

b) El empleo de la fuerza o la amenaza de la misma, consiste en un medio de combate o estrategia para conseguir ciertos objetivos; 

c) El propósito de infundir miedo en las víctimas; 

d) El empleo de la fuerza sin consideración a las normas humanitarias; y

e) La publicidad del acto.

Así, prosigue, las conductas terroristas generan un riesgo contra la vida, la integridad y la libertad de las personas, que afectan a individuos ajenos a los motivos que se esconden tras la comisión del acto y emplean medios crueles e inhumanos en su comisión.

Señala que de acuerdo a la doctrina un ejemplo de actos terroristas, por antonomasia, es la colocación de bombas en lugares públicos por grupos con fines políticos o ideológicos de naturaleza clandestina, cuyo fin es victimizar por el miedo a un número indeterminado de personas, con lo que se espera conseguir algún resultado en pos de los planes de la organización. 

Al efecto, considera que las numerosas detonaciones de bombas en diversos puntos de la Región Metropolitana contra instituciones particulares, cuarteles de las Fuerzas de Orden y Seguridad, de Gendarmería y de otros organismos ligados a la persecución criminal se encuadran perfectamente en este tipo de conductas.

Menciona que otro tipo de conductas inhumanas, con fines políticos o ideológicos para infundir miedo, aunque no de forma indiscriminada, sino que a un grupo determinado de la población son los ataques en contra de los funcionarios del Estado y de su personal uniformado. Caben dentro de esta categorización, los actos que se llevan a cabo en contra de los funcionarios civiles y uniformados del Estado y de particulares ajenos al conflicto. Acota que estas conductas se han visto en la violencia producida en la Región de La Araucanía, en los atentados a las personas y a la propiedad.

En su opinión, todos esos actos deben ser catalogados como atentados contra los derechos humanos y, bajo esta calificación, haber sido objeto de análisis por el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Hace presente que  en el Sistema de las Naciones Unidas se ha exhortado a grupos terroristas armados a respetar los derechos humanos de las personas víctimas de sus actos. En ese contexto, en el mes de julio del año 2013 la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos reiteró a los miembros y dirigentes de las FARC su obligación de respetar en todo tiempo y lugar los derechos humanos. 

Por último, en cuanto al contenido de este proyecto de ley, explica que incorpora un inciso segundo, nuevo, al artículo 2° de la ley N° 20.045, de modo de introducir en dicho texto legal un límite mínimo de certeza acerca de qué conductas constituyen violaciones a los derechos humanos en Chile y quiénes pueden ser los agentes que las lleven a cabo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 
Al iniciar el estudio de este proyecto de ley, en sesión 6 de enero de 2016, la Comisión recibió en audiencia al Honorable Senador señor Prokurica, en su calidad de coautor de la moción que dio origen a esta iniciativa legal. Al respecto, Su Señoría hizo presente que tiene algunas diferencias con la señora Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos respecto a la competencia del Instituto y a las atribuciones que la legislación vigente le otorga a dicha entidad. 

Sobre el particular, refirió que cada vez que le ha  representado esta inquietud a la señora Directora, la respuesta ha sido que se rigen por la ley vigente. Por este motivo, argumentó, presentó esta iniciativa legal, que consagra una definición de los actos violatorios a los derechos humanos con el objeto de modificar la concepción que hasta ahora se ha tenido respecto de ellos.

Al efecto, afirmó que la violación de los derechos humanos no sólo puede cometerse por el Estado o por sus agentes, sino que  los particulares también pueden violar los derechos humanos de los agentes del Estado. 

Reflexionó que a nadie le sorprende la intervención del Instituto Nacional de Derechos Humanos cuando un agente del Estado, Carabinero o funcionario público, abusa de su autoridad y se excede de sus límites aplicando violencia innecesaria en las personas. 

No obstante, observó, ello no ocurre cuando un privado viola los derechos humanos de un agente del Estado. En esos casos, le llama la atención que el Instituto no actúe a pesar de que exista una evidente violación a los derechos humanos y, tampoco se pronuncia sobre este tipo de acciones, a pesar de que a la luz de la Declaración Universal de los Derechos Humanos debiera  considerar estos actos como una violación a los derechos humanos.
Por todo lo anterior, enfatizó, el proyecto persigue modificar la ley N° 20.405, a fin de incorporar en su artículo 2° un nuevo inciso que amplía la competencia del Instituto Nacional de Derechos Humanos con el objeto de pronunciarse en los casos de violación de los derechos humanos cometidos por particulares. 

En seguida, la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, comunicó a Sus Señorías que el Consejo del Instituto aún está estudiando este proyecto de ley, por lo que  no tienen una opinión oficial formada a su respecto.

En seguida, afirmó que para el derecho internacional de los derechos humanos es claro que el actor principal en materia de violaciones a los derechos humanos es el Estado, por tanto, dijo, ese es el piso mínimo para que un acto pueda constituirse en una violación a los derechos humanos. 

Reseñó que existe consenso internacional de que el Estado puede violar los derechos humanos, ya sea por acción o por omisión. Este último, ocurre cuando el Estado no protege a los particulares de violaciones a los derechos humanos cometidas por terceros, lo que hace que dicho Estado incurra en responsabilidad internacional. 

Indicó que el nuevo paradigma del efecto horizontal de los derechos humanos, que considera a otros actores como posibles violadores a los derechos humanos, aún es un tema en discusión. Respecto de este punto, observó que no existe una posición asentada a nivel internacional, salvo en el derecho humanitario y en caso de guerra externa o interna, porque se trata de un grupo que tiene una capacidad de control del territorio que lo hace equivalente a un Estado.

En esta misma línea, relató que a nivel internacional se discute la posibilidad de suscribir un acuerdo para hacer obligatoria la responsabilidad de las transnacionales por la vulneración  de los derechos humanos en que ellas participen, propuesta que es apoyada por el Estado de Chile.

Con todo, hizo presente que los Estados son soberanos para discutir estos temas, de ampliar o de restringir el ámbito de aplicación de los derechos humanos, partiendo del piso mínimo, según lo estimen pertinente. 

Por otra parte, resaltó que nuestra Constitución Política de la República en su artículo 9° establece que el terrorismo es por esencia contrario a los derechos humanos y que bajo este contexto, a pesar de que a nivel del derecho internacional no existe consenso, en Chile se entiende que el terrorismo viola los derechos humanos, el imperio de la ley y de las instituciones democráticas. Ello, porque existe una finalidad política de destrucción del Estado de Derecho y, en este sentido, no cabe duda de que es una violación a los derechos humanos.

Asimismo, llamó la atención de Sus Señorías respecto a que la Ley Antiterrorista define al terrorismo en forma distinta a la que propone este proyecto y sugirió hacer coherentes ambos conceptos.

En seguida, dio cuenta que el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos ha sostenido que en Chile no existe terrorismo, lo que no obsta a que pueda llegar a haberlo. Por ello, indicó, han dado su opinión en este sentido, teniendo presente la máxima de que todos los países están obligados a investigar y sancionar el terrorismo, bajo la premisa básica de respecto de las garantías fundamentales.

En este contexto, manifestó que ven esta discusión como un tema interesante, que hay que abrir y no restringirlo al terrorismo, puesto que también debe incluirse la hipótesis de las transnacionales, como otro posible infractor de los derechos humanos, lo que ha cobrado importancia en el orden mundial y que hoy puede tener un impacto mayor que el que tiene el Estado en materia de respeto y garantía de los derechos fundamentales.

Finalmente, hizo entrega de un documento que contiene las declaraciones que el Instituto Nacional de Derechos Humanos ha realizado en todas las situaciones en que ha existido violencia política; así como también los informes anuales que hacen referencia al conflicto de La Araucanía y las minutas que han presentado al Parlamento sobre los proyectos de ley relativos al terrorismo.

A continuación, la Honorable Senadora señora Pérez recordó que durante el Gobierno del ex Presidente señor Sebastián Piñera, junto al Honorable Senador señor Larraín, intentaron introducir una modificación en esta misma línea, porque comparte que los paradigmas han cambiado, a pesar de que la Organización de las Naciones Unidas siempre ha considerado que los Estados son, por antonomasia, los agentes violadores de los derechos humanos, lo que se constata en las diversas convenciones internacionales.

Comentó que su propuesta buscaba consagrar que los agentes del Estado también podían ser víctimas de violación a los derechos humanos, circunstancia que va en la misma línea de este proyecto de ley, de manera que concuerda con su idea matriz.

No obstante, hizo presente que el Instituto rige su actuar de acuerdo a la legislación nacional e internacional vigente y, en base a ella, fija sus criterios, por lo tanto, argumentó, si se desea insistir en esta propuesta, sería necesario realizar una modificación más de fondo, es decir, una reforma constitucional, a fin de incluir en nuestra Carta Fundamental una definición clara de qué se entiende por violación a los derechos humanos y de reconocer que los derechos humanos también pueden ser transgredidos por particulares. Al aprobar esta reforma constitucional, sostuvo, se logrará que el Instituto Nacional de Derechos Humanos incluya esta hipótesis en sus informes.

Del mismo modo, valoró que la Comisión discuta estas materias, toda vez que han aumentado los actos de carácter terrorista en el mundo y, en particular en nuestro país, en la zona del Biobío y de La Araucanía, en que se han perpetrado ataques que podrían ser calificados con este carácter, pero que no han sido cometidos por grupos terroristas, sino por particulares. Por ello, insistió en la necesidad de hacer un cambio a nivel constitucional, que vaya más allá de la Ley del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Por todo lo anterior, manifestó su apoyo a este proyecto de ley y sugirió a sus autores tratarlo como una reforma constitucional y no restringirlo a la ley N° 20.405. Asimismo pidió a la señora Directora transmitir al Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos la necesidad de considerar este proyecto de ley y de formular una recomendación para su tratamiento.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe señaló que comparte en líneas generales las consideraciones expuestas. Respecto del proyecto considera que los derechos humanos pueden ser violados por los agentes del Estado y que la responsabilidad del Estado puede surgir tanto por sus acciones, como por sus omisiones, y que los particulares también pueden violar los derechos humanos de otros particulares, independientemente del rol o de la posición que jueguen dentro de la sociedad. Lo anterior, dijo, se refleja en los casos de violación a los derechos humanos de las minorías sexuales, cuando particulares agreden a personas homosexuales, situación en que claramente existe una agresión de un particular hacia otro.

Reconoció que si bien algunos pueden opinar que esto es un exceso, porque está tácitamente contenida en la ley vigente, pero estimó que es mejor incluirlo de manera expresa.

Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que tiene algunos reparos respecto del texto que propone este proyecto de ley, ya que sólo se enfoca en la acción y no incluye la omisión.

El Honorable Senador señor Prokurica apoyó la propuesta manifestada por Su Señoría de aprobarlo sólo en general.

A continuación, el Honorable Senador señor Ossandón llamó la atención respecto del tratamiento que se le ha dado a los hechos de violencia que han ocurrido en La Araucanía, en que se califica el acto según quién lo cometa, lo que a su juicio, es una apreciación extremadamente injusta y subjetiva. 

Por otra parte, expresó que si bien apoya la propuesta de hacer una reforma más profunda, hizo notar a Sus Señorías que no tiene mucho sentido introducir nuevas reformas a la Constitución Política de la República si se anuncia que se hará una nueva Carta Fundamental, a pesar de que existe un sinnúmero de proyecto de reformas constitucionales pendientes.

En ese sentido, consideró que este proyecto de ley es un primer avance en esta materia, que obligará a las autoridades a definirse, y señaló que si el texto adolece de algunos reparos no tiene problema en corregirlos en un segundo informe.

El Honorable Senador señor Quinteros anunció su voto favorable a la idea de legislar y afirmó su interés por fortalecer el respeto a los derechos humanos. Sin embargo, compartió que sería un gran avance incluir esta propuesta en la Constitución Política de la República y no centrarse únicamente en el ámbito de acción del Instituto Nacional de Derechos Humanos. 

La señora Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos hizo presente que este tema es parte del debate que se está dando a nivel internacional y que si Chile es capaz de ponerse a la cabeza de una discusión global para fortalecer la protección de los derechos humanos, obviamente que el Instituto apoyará esta iniciativa. 

Con todo, insistió en la necesidad de considerar los antecedentes en forma objetiva y enfatizó que no es efectivo que el Instituto se abanderice con una postura única respecto de lo ocurre en La Araucanía, y para confirmar esta aseveración recordó a Sus Señorías que acompañó una carpeta con todas las opiniones del Instituto sobre el conflicto mapuche.

Luego, compartió lo expuesto por la Honorable Senadora señora Pérez y entiende que se trata de un debate mucho más amplio, que genera consecuencias jurídicas de todo tipo. Al efecto, dijo que si se asume una definición que acoge el paradigma horizontal de los derechos humanos se debe replantear la institucionalidad que hoy existe en materia de derechos humanos, lo que implicaría crear otras instituciones y considerar cambios constitucionales que van más allá del terrorismo, que ya está regulado en la Constitución Política de la República.

Resaltó que el efecto horizontal de los derechos humanos también puede materializarse en la entrega de herramientas jurisdiccionales para los ciudadanos, como el recurso de protección, de manera que las personas puedan comparecer ante los tribunales de justicia para hacer valer sus derechos. 

Finalmente, comentó que en América Latina sólo Colombia reconoce las violaciones a los derechos humanos que cometen particulares, pero observó que ello se debe a que tienen un conflicto de guerra interna desde hace varios años.

En seguida, la Honorable Senadora señora Pérez solicitó a la señora Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos que envíe a la Comisión la opinión oficial del Consejo sobre este proyecto de ley, con una minuta de sugerencias para mejorar su texto y las modificaciones legales que debieran incluirse.


A continuación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe sugirió a Sus Señorías, que no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, aprobarlo sólo en general para tener la oportunidad de perfeccionarlo y de esperar la opinión del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos sobre el particular.

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Ossandón y Quinteros, aprobó sólo en general el presente proyecto de ley.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de proponeros aprobar en general el proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifíquese la ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos incorporando en su artículo 2° un inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser el tercero, del siguiente tenor:
"Constituyen naturalmente actos violatorios a los derechos humanos las transgresiones a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, ya sea que las cometan agentes del Estado, particulares al servicio de éste o particulares que, asociados o individualmente, actúen para cometer el acto lesivo bajo pretextos políticos, ideológicos, religiosos, económicos o raciales. Son actos violatorios de los derechos humanos todos aquellos que provengan de conductas terroristas o extremistas, especialmente cuando se llevan a cabo con el fin de amedrentar, inhibir, maltratar, o terminar con la vida de una o más personas determinadas o de un sector o grupo de la sociedad.".”.
- - -


Acordado en la sesión celebrada el día 6 de enero de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera (Presidenta), señora Lily Pérez San Martín, y señores Manuel José Ossandón Irarrázabal y Rabindranath Quinteros Lara.


Sala de la Comisión, a 19 de enero de 2016.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.

3

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 400 DEL CÓDIGO PENAL CON EL OBJETO DE AUMENTAR LAS PENAS DE DELITOS DE LESIONES CONTRA MENORES DE EDAD COMETIDOS POR PERSONAS QUE LOS TIENEN BAJO SU CUIDADO 

(10.544-07)
Exposición de motivos.

Constantemente la opinión pública se ve impactada a través de diversos medios de prensa, por hechos de violencia cometidos en contra de menores de edad, incluso infantes, por parte de quienes los tienen bajo su cuidado, sea en calidad de niñeras, asesoras del hogar u otra condición contractual por parte de sus padres, tutores o personas que los tienen bajo su responsabilidad, con resultado de lesiones de diversa categoría.

Tal situación resulta más preocupante aún, si se considera que los infantes al no poder darse a entender respecto de las agresiones que han recibido, obliga a sus progenitores o de quienes los tengan a su cargo, a emplear medios auxiliares, de carácter intrusivo, tales como cámaras ocultas de filmación televisiva en circuito cerrado, para establecer si tales hechos violentos se han verificado.

A lo anterior, debe agregarse que las lesiones sufridas por niños a temprana edad, por parte de personas respecto de las cuales existe un vínculo de cercanía efectiva deja secuelas de carácter sicológico que impactarán posteriormente en su crecimiento y desarrollo de afectos y sentimientos.

Nuestro Código Penal contempla el delito de lesiones en el artículo 397 del Código Penal, considerando en su numeral 1° como lesiones graves, si como resultado de ellas, queda el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme. En este caso, el delito se castiga con la pena de presidio mayor en su grado mínimo.

A su vez, el numeral 2° de este  mismo artículo  397, sanciona con presidio menor en su grado medio, si las lesiones produjeren al ofendido, una enfermedad o incapacidad para el trabajo, por más de treinta días.

En el artículo 399 del mismo texto legal, se contempla lo que se denomina una figura penal de carácter residual, al establecer que las lesiones no comprendidas en los artículos anteriores, se reputan menos graves, siendo penadas con relegación o presidio menores en sus grados mínimos o con multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.

Como se puede apreciar, estos delitos de lesiones, están concebidos principalmente para sancionar a quienes los cometen, teniendo como víctimas a mayores de edad.

En tal virtud, estimamos necesario que debe establecerse una pena de mayor drasticidad, cuando la víctima sea menor de edad, y el delito de lesiones sea cometido por quien la tenga a su cuidado.

Para dicho efecto, y sin perjuicio de las inhabilitaciones especiales que como penas accesorias se contemplan en los artículos 21 y 39 bis del Código Penal y de la existencia del Registro General de Condenas para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, regulado por el Decreto Supremo N° 475, del Ministerio de Justicia, de 2012, estimamos que debe aumentarse hasta en dos grados la pena que corresponda, para lo cual estimamos pertinente agregar un inciso final nuevo al artículo 400 del Código Penal, que así lo contemple.

En mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Agréguese al artículo 400 del Código Penal, un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

“Se aumentará hasta en dos grados la pena correspondiente, si la víctima de las lesiones es  un menor de edad, y quien ha cometido dicho delito es una persona que lo tenga a su cuidado”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, GUILLIER Y TUMA, CON LA INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PROMUEVE LA ENTREGA DE INFORMACIÓN RELATIVA A LA DONACIÓN DE ÓRGANOS EN LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES RECONOCIDOS POR EL ESTADO 

(10.546-04)

I.- Fundamentos del proyecto
La donación de órganos en Chile atraviesa por una crisis significativa. Se calcula que actualmente se necesitan más de 1.000 órganos para cubrir la lista de espera de pacientes que aguardan por un trasplante. Mientras el país hace frente a trágicos casos de prioridad nacional, son muchas las familias de enfermos que deben iniciar cruzadas para informar y sensibilizar a la población sobre la importancia de ser donantes. 

Pese a los avances legislativos tendientes a aumentar la tasa de donación efectiva de tejidos biológicos, las cifras muestran una tendencia en sentido inverso. Ya son casi 4 millones de personas las que se han registrado como no donantes de órganos
. Asimismo, el país posee una de las tasas de donación más bajas de la OCDE. Si en Chile existen 7 donantes por cada millón de habitantes, en países como Argentina el número es de 25 y en España la cifra asciende a 36 donantes. Por este motivo, en 2015 se contabilizó en Chile un total de apenas 88 donantes efectivos
. 

Los factores que explican la baja tasa de donación de órganos son principalmente la falta de sensibilización frente al tema y la desinformación entre la población. Si bien la normativa vigente consagra la figura del “donante universal”, en virtud de la cual todas las personas mayores de edad son donantes salvo que manifiesten ante notario su voluntad en contrario, las cifras de donaciones efectivas son ciertamente bajas. Esto ocurre porque aún cuando el potencial donante haya manifestado en vida su intención de querer serlo, en la práctica se continúa consultando a la familia el parecer sobre la materia. A juicio de Ana María Arriagada, presidenta de la Corporación del Trasplante, la negativa familiar a menudo ocurre en el 50% de las ocasiones
. Esto se debe principalmente a que las familias no disponen de la información suficiente sobre el funcionamiento del modelo de donaciones, lo que genera una desafección hacia el sistema en general
.

A raíz de esto es que resulta fundamental para el éxito de esta política pública que existan altos niveles de confianza en el sistema de donación de órganos. En opinión de Rafael Matesanz, director y creador de la Organización Nacional de Trasplantes de España, se debe ir forjando entre la población la convicción de que “el sistema es transparente y equitativo, de manera que el ciudadano sepa que, al igual que tiene la posibilidad de recibir un trasplante de manera justa, de acuerdo a los criterios médicos, sin favoritismos ni ventajas de nadie, si lo necesitase, tiene también el derecho a ser donante o a facilitar que lo sea un familiar, para dar vida a los posibles receptores de los trasplantes”
. La desconfianza tiene que ser vencida  entre los ciudadanos, los políticos e incluso entre los propios profesionales sanitarios
.
En diferentes foros y espacios de interacción por medios sociales es posible recabar numerosa evidencia anecdótica que demuestra los mitos y desinformaciones compartidas acerca de la donación de órganos. Algunos creen, por ejemplo, que si una persona es donante, los médicos y enfermeros le dejarán morir para poder usar sus órganos en otra persona. Otros tienen la creencia de que las listas de espera favorecen los trasplantes en beneficio de personas influyentes o con altos ingresos
. Asimismo, no son pocos quienes temen que exista la posibilidad de estar vivo durante la extracción de los órganos; o el cuerpo podría quedar en mal estado y no permitir el funeral; o incluso que la donación es automática al momento de morir, sin importar la opinión de la familia. De otra parte, algunos creen que es la familia del donante la que se encarga de los costos de los trasplantes al paciente beneficiado, o bien que el equipo médico se enriquece a costa de realizar la extracción de los órganos. Este tipo de mitología ciertamente contribuye a desinformar a la población y la desincentiva la determinación de ser donante.

Para contrarrestar la desinformación y la falta de sensibilización hay que emprender diversos caminos a la vez. Desde luego, se requiere que una información de mayor calidad circule no sólo entre los jóvenes, sino también en la población general. Al respecto, algunos estudios plantean que los principales perfiles psicosociales que se han mostrado contrarios a la donación se caracterizan, en general, por ser “mayores de 40 años, con menor nivel educacional, sin experiencia previa con donación o trasplantes, sin participación en actividades de servicio a la comunidad, que rechazan la intervención del cadáver por considerarla una mutilación y desconocen el concepto de muerte encefálica”
. Por ende, para avanzar hacia una cultura de la confianza es fundamental poder crear en las diversas esferas de la sociedad civil el mayor número de instancias de diálogo que permitan adquirir conocimiento y desarticular los diversos mitos acerca de la donación de órganos. 
Otro camino para contrarrestar la desinformación y la falta de sensibilización consiste en la implementación de un módulo escolar durante la enseñanza media, mediante el cual se promueva una toma de conciencia de la importancia de la donación de órganos y de otros tejidos biológicos (como la sangre). La educación es una herramienta privilegiada para generar cambios culturales en la ciudadanía, por lo que siendo la donación de órganos una materia de amplio consenso en la sociedad chilena, no se ven obstáculos para que se pueda desaprovechar la educación como un mecanismo idóneo para forjar una cultura de mayor solidaridad en la transmisión y preservación de la vida. 

II.- Objetivo y contenido del proyecto
La finalidad central del proyecto de ley es promover en los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado la entrega de una adecuada información referida a la donación de sangre y de órganos, de manera que los estudiantes adquieran conciencia de las dimensiones de la problemática y conozcan las distintas formas de contribuir a solucionarla. Con este propósito, la moción realiza dos reformas a la Ley General de Educación. 

En primer lugar, la propuesta establece para la enseñanza media un nuevo objetivo general referido al ámbito del conocimiento y la cultura. Este consiste en que los educandos deberán desarrollar los conocimientos, habilidades y aptitudes que les permitan comprender la problemática de las personas que requieren de trasplantes de ciertos tejidos biológicos y desarrollar acciones solidarias que promuevan o materialicen la donación tanto de sangre como de órganos. 

En segundo lugar, el proyecto pone especial énfasis en la educación de adultos, quienes se encuentran justamente en la etapa en que pueden decidir libre e informadamente si ser donantes o no. Por ello, la moción señala que en la modalidad de educación de adultos los establecimientos y el Estado al elaborar planes y programas de estudio pondrán especial cuidado en que se fijen módulos o contenidos en los cuales se entregue una adecuada información sobre la importancia de la donación de sangre y de órganos en favor de quienes padecen una condición de salud que los haga requerir de este tipo de tejidos. 

La sociedad completa se encuentra al debe con relación a las cientos de familias que esperan una donación de órganos. Por lo tanto, la comunidad entera, especialmente a través de los establecimientos educacionales y del Estado, deben promover una adecuada transmisión de la información para que las personas puedan adoptar, de manera libre e informada, la decisión de si ser donantes o no. 

Por las razones antes expuestas, someto a la consideración de este Honorable Senado el siguiente

PROYECTO DE LEY
Artículo Único.-  Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del D.F.L. Nº 1 de 2005, de la siguiente forma: 

1.- Agrégase en el artículo 30, numeral 2), el siguiente nuevo literal: 

“m) Comprender la problemática de las personas que requieren de trasplantes de ciertos tejidos biológicos y desarrollar acciones solidarias que promuevan o materialicen la donación tanto de sangre como de órganos.“.

2.- Agrégase en el artículo 32 un nuevo inciso final del siguiente tenor:  

“En esta modalidad de educación de adultos se pondrá especial cuidado en que los planes y programas de estudio contengan módulos o contenidos en los cuales se entregue una adecuada información sobre la importancia de la donación de sangre y de órganos en favor de quienes padecen una condición de salud que los haga requerir de este tipo de tejidos.”. 

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.

5

INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE FORTALECIMIENTO Y TRANSPARENCIA DE LA DEMOCRACIA
 (9.790-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:





La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, que se originó en un Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 26 de enero de 2016, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Diputados señores Auth, Chahin, Monckeberg, don Cristián, Soto y Squella.





El Senado, en sesión celebrada en igual fecha, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Senadores que integran la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.





Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con la asistencia de los Senadores José García Ruminot, quien fue posteriormente reemplazado por el Senador señor Baldo Prokurica Prokurica, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán, Víctor Pérez Varela e Ignacio Walker Prieto y de los Diputados señores Pepe Auth Stewart, Fuad Chahín Valenzuela, Cristián Monckeberg Bruner, Leonardo Soto Ferrada y Arturo Squella Ovalle, eligiendo como Presidente al Senador señor Walker, don Ignacio e inmediatamente se abocó al cumplimiento de su cometido.

QUÓRUM DE VOTACIÓN

Se hace presente que la proposición que formula la Comisión Mixta, respecto de la letra a) del numeral 3 y del numeral 8 del artículo 1° y sobre el numeral 11 del artículo 2°, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por cuanto dice relación con los artículos 18 y 19 N°15, inciso quinto de la Constitución Política de la República, votaciones populares y escrutinios, y sistema electoral público y partidos políticos. Requiere de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

El inciso segundo del artículo 17 contemplado en el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley, en lo que se refiere a la excepción a la publicidad de las actuaciones de los órganos del Estado, tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad con lo que dispone el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política y requiere para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Diputados y Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Ley Fundamental.

-------

 



A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión Mixta, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, la Subsecretaria señora Patricia Silva Meléndez, el asesor señor Exequiel Silva; de la División de Relaciones Políticas e Institucionales: El Jefe de la División señor Gabriel de la Fuente y el abogado señor Nicolás Torrealba; las asesoras señoras Valeria Lubbert, María José Solano y los asesores señores Hugo Arias, Giovanni Semería, Gabriel Osorio, Felipe Cowley, Erich Schuake y César Pérez; del Ministerio Secretaría General de Gobierno: el Ministro señor Marcelo Díaz Díaz y el Jefe de Gabinete señor Mauricio Bugueño; del Ministerio del Interior: el Subsecretario señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo y la Jefa de Gabinete señora Paula Pacheco; del Comité Partido Demócrata Cristiano del Senado: la asesora señora Constanza González; del Comité Partido Demócrata Cristiano de la Cámara de Diputados: los asesores señores Rodrigo Vega y Gonzalo Duarte; del Comité Partido por la Democracia del Senado: el asesor señor Sebastián Abarca; del Comité Partido por la Democracia de la Cámara de Diputados: el asesor señor Abraham Valdebenito; del Comité del Partido Comunista de la Cámara de Diputados: el asesor señor Juan Urra; del Instituto Libertad: el abogado señor David Huina; de la Fundación Jaime Guzmán: el asesor legislativo señor Héctor Mery; del Instituto Igualdad: los asesores señores Claudio Rodríguez y Francisco González; del Diario El Mercurio: la periodista señora Fernanda Paul; del Diario La Tercera: la periodista señora Macarena Vega y los periodistas señores Javier Canales y Emmanuel Ganora; del Canal 13 de Televisión: la periodista señora Lorena Ferraro; la periodista señora Marcela Acuña. Asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz D’Albora, el señor Leonardo Estradé-Brancoli. Del Senador Ignacio Walker, la periodista señora Javiera Andaur y el Jefe de Gabinete señor Javier Igor. Del Senador Harboe, la Jefa de Gabinete señora Deborah Bailey. Del Senador Coloma, el señor Álvaro Pillado. Del Senador Prokurica, el señor Rodrigo Suárez. De la Presidencia del Senado, el Jefe de Gabinete señor José Ruiz. Del Diputado Leonardo Soto, el Jefe de Prensa señor Franco Pardo. Del Diputado Squella, el señor Alejandro Guzmán.

MATERIAS DE LAS DIVERGENCIAS

Las controversias se han originado en el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por el Senado al texto despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.

Las disposiciones sujetas a la consideración de la Comisión Mixta corresponden al reemplazo de la letra a) del numeral 2 –que ha pasado a ser numeral 3- del artículo 1°, las modificaciones efectuadas en el numeral 7 –que ha pasado a ser numeral 8- del artículo 1° y las enmiendas introducidas en el numeral 9 –que ha pasado a ser numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley.

-------

DISCUSIÓN DE LAS DIVERGENCIAS Y ACUERDOS ADOPTADOS A SU RESPECTO

ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Numeral 2, que ha pasado a ser Numeral 3

CONCEPTO DE PROPAGANDA ELECTORAL





La letra a) del numeral 2, que ha pasado a ser numeral 3, modifica el artículo 30 de la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.





La Cámara de Diputados aprobó el siguiente concepto:

 



“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en los artículos 31 y 32, como a un partido o movimiento político con los mismos fines. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.

 



No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos o actividades habituales del funcionamiento de los partidos políticos ni aquellas actividades que las autoridades públicas elegidas realicen en el ejercicio de su cargo.”.

El Senado sustituyó dicho concepto por el siguiente:

 
“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública y la publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a una o más personas o partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral aquellas actividades tales como la difusión de ideas o de información sobre actos políticos o las actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación, ni aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo.”.

-------

 
El Diputado señor Chahin sostuvo que el rechazo de la modificación introducida por el Senado apunta a especificar las actividades que no pueden ser consideradas como propaganda electoral, de modo tal de evitar que ésta se realice de modo subrepticio o en un plazo anterior al que establece la ley.

 
Por su parte, el Diputado señor Auth explicó, según su parecer, que las razones que motivaron el rechazo de la propuesta del Senado dicen relación con evitar una desigualdad entre candidaturas de los incumbentes y de los desafiantes, al excluir dentro de la propaganda electoral a aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo.

 
La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, propuso establecer que no se consideren propaganda electoral ni las actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo ni aquellas habituales, no electorales, de los partidos políticos constituidos o en formación, tales como la difusión de sus ideas o información sobre sus actos políticos.

 
El Senador señor Harboe indicó que la exclusión del concepto de propaganda electoral de determinadas actividades, en los términos propuestos por el Senado, no constituye una limitación al intercambio de ideas, sino sólo detalla adecuadamente las actividades que pueden ser comprendidas dentro de la noción de propaganda electoral. Asimismo, añadió que regula, en un pie de igualdad, las actividades que pueden desarrollar los partidos políticos constituidos y en formación.

 
Al efecto, propuso no considerar como propaganda electoral la difusión de ideas o información sobre actos políticos o actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación, o aquellas que las autoridades públicas realicen en ejercicio de su cargo o los ciudadanos en ejercicio de sus derechos.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió establecer que no se entenderá como propaganda electoral aquellas actividades propias del funcionamiento de los partidos en formación, tales como la difusión de ideas o de información sobre actos políticos o las actividades habituales no electorales propias de los partidos. Dicha propuesta, agregó, concilia el derecho fundamental de cada persona para ejercer su derecho a la libertad de expresión.

 
El Diputado señor Squella propuso establecer que no se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos que realicen las personas naturales. Asimismo, propuso que tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.

-------


-La Comisión Mixta aprobó por la unanimidad de sus integrantes el texto del inciso primero del artículo 30 aprobado por el Senado. 


-En cuanto al inciso segundo, la Comisión Mixta, conforme a la propuesta del Diputado señor Squella, aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Diputados señores Auth, Chahín, Monckeberg, don Cristián, Soto y Squella y Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio, el siguiente texto:


“No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.”.

-------

ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Numeral 7, que ha pasado a ser Numeral 8

PROPAGANDA EN ESPACIOS PRIVADOS

 



La Cámara de Diputados aprobó incorporar a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, el siguiente artículo 32 bis:

 



“Artículo 32 bis.- Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura, siempre que medie autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran y que las dimensiones de esta propaganda no superen los veinticinco metros cuadrados. Copia de dicha autorización deberá ser enviada al Servicio Electoral por el candidato respectivo, hasta el tercer día después de instalada la propaganda.

 



Se prohíbe realizar propaganda electoral en bienes de propiedad privada destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, tales como vehículos de transporte de pasajeros, paradas de transporte público, estaciones de ferrocarriles o de metro, o postes del alumbrado, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza.

 



Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.”.





El Senado efectuó las siguientes modificaciones al mencionado artículo 32 bis:

En el inciso primero





- Ha sustituido la frase “carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura”, por la siguiente: “carteles, afiches o letreros”.





- Ha reemplazado el vocablo “veinticinco” por “dos”.





- Ha eliminado la expresión “la propaganda”.





- Ha agregado la siguiente oración final: “La propaganda que se localice en espacios privados deberá ser declarada como gasto, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.”.

En el inciso final





-Ha eliminado la palabra “independientes”.

 



El Diputado señor Squella sostuvo que el rechazo de la Cámara de Diputados a las modificaciones propuestas por el Senado dice relación con garantizar un criterio de igualdad entre todos los candidatos, lo que resultaría inaplicable respecto de aquellos que pretenden acceder a un cargo de representación popular en calidad de desafiante. En efecto, arguyó que resulta adecuado establecer un tamaño intermedio entre el texto aprobado por la Cámara de Diputados –equivalente a veinticinco metros cuadrados- y el despachado por el Senado -correspondiente a dos metros cuadrados- para la instalación de carteles, afiches o letreros en espacios privados, toda vez que se trata de inmuebles en que el propietario puede aprobar su instalación.

 



El Senador señor Prokurica abogó por reducir el tamaño de los carteles, afiches o letreros, considerando el tenor de las disposiciones contenidas en la iniciativa, y la necesidad de promover un debate centrado en el contenido de las campañas electorales.

 



En la misma línea, el Senador señor Pérez Varela coincidió en la reducir el tamaño de los carteles, afiches o letreros ubicados en espacios privados, en cuyo contexto debe considerarse el tenor del proyecto, que regula de modo restrictivo las campañas electorales. Al efecto, sostuvo que un tamaño equivalente a seis metros cuadrados cumple con dicha finalidad.

 



El Diputado señor Auth explicó que la controversia entre ambas Cámaras dice relación únicamente con el tamaño de los carteles, afiches o letreros, lo que exige considerar las facultades de fiscalización del Servicio Electoral, que controlará la forma y el plazo en que deben desplegarse las campañas electorales.

 



El Diputado señor Soto abogó por reducir, en la mayor medida posible, el tamaño de carteles, afiches o letreros instalados en espacios privados, de modo tal de evitar que las campañas se enfoquen, preferentemente, en la disputa por espacios en que se desarrolla.

 



El Senador señor Harboe explicó que, en general, la iniciativa regula adecuadamente los plazos y forma de instalación de la propaganda electoral en espacios públicos y privados, junto a las facultades de fiscalización que se otorgan al Servicio Electoral. En ese contexto, coincidió en la necesidad de reducir el tamaño de los carteles, afiches o letreros, en cuyo caso, el equivalente a seis metros cuadrados resulta adecuado.

 



El Diputado señor Chahin coincidió con la necesidad de reducir el tamaño de carteles, afiches o letreros, cautelando que, en ningún caso, por la vía de unir varios de éstos en un solo, pueda vulnerarse el propósito que persigue la iniciativa.

 



El Diputado señor Coloma coincidió con dicha observación, lo que requiere establecer específicamente la forma en que se deben instalar los carteles, afiches o letreros.

 



Con dicha finalidad, el Senador señor Pérez Varela comentó que se debe considerar que la iniciativa regula la forma en que se instala la propaganda en espacios privados, ya que no es cada uno de los carteles, afiches o letreros, sino que se trata de la propaganda que no puede exceder de seis metros. De ello deriva, añadió, la imposibilidad de vulnerar el propósito de la norma mediante la instalación contigua de varios carteles, afiches o letreros.

 



El Senador señor Harboe, coincidiendo con dicha observación, abogó por establecer que, en ningún caso, los carteles, afiches o letreros del inmueble en que se encuentra podrán superar los seis metros cuadrados totales.

-------





-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes ratificó la enmienda del Senado al inciso final del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°.





-Respecto de las modificaciones al inciso primero del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1° aprobadas por el Senado, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes, las aprobó en los mismos términos, salvo la que se refiere a las dimensiones de la propaganda.





Efectivamente, la Comisión Mixta, por 7 votos a favor, de los Diputados señores Auth, Monckeberg, don Cristián y Squella, y de los Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 3 votos en contra de los Diputados señores Chahín y Soto y del Senador señor Prokurica, aprobó que las dimensiones de la propaganda no supere los seis metros cuadrados.





-Finalmente, la Comisión Mixta por 9 votos a favor, de los Diputados señores Auth, Chahín, Monckeberg, don Cristián y Soto, y de los Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio y 1 voto en contra del Diputado señor Squella, acordó agregar la palabra “totales”, a continuación de la expresión “metros cuadrados”, y redactar en singular la frase “en que se encuentran y que las dimensiones de esta propaganda no superen los seis metros cuadrados”, quedando de la siguiente manera: “en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales”.

-------

ARTÍCULO 2° QUE MODIFICA LA LEY N° 19.884 SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL

Numeral 9, que ha pasado a ser Numeral 11

APORTES ANÓNIMOS





La Cámara de Diputados aprobó la derogación del artículo 17 de la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, que establece que podrán ser anónimos todos los aportes privados en dinero cuyo importe no supere el equivalente en pesos a veinte unidades de fomento.





El Senado introdujo una serie de modificaciones al artículo 17 aludido, en la forma que se consigna a continuación:

 



Sustituyó, en el inciso primero, el texto que señala: “veinte unidades de fomento. No obstante, cualquier aportante podrá solicitar se consigne su identidad y el monto de su contribución.”, por lo siguiente: “sesenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; treinta unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; veinte unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y consejero regional, y quince unidades de fomento para las candidaturas a concejal.”.





Intercaló el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:





“Los aportes anónimos que una persona realice no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, respecto de los aportes anónimos, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de sus aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.





Agregó el siguiente inciso final:





“Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.

-------

 



El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, propuso, en primer lugar, modificar la nomenclatura de los aportes anónimos, estableciendo, en su reemplazo, la expresión “aportes pequeños con resguardo de identidad”, los que, en cualquier caso, resultan compatibles con el buen funcionamiento del sistema electoral, al impedir el peligro de captura del donante hacia el donatario.

 



Asimismo, sugirió reducir los topes aplicables a cada candidatura a cargos de elección popular, de modo tal de implementar adecuadamente el mecanismo de aportes de bajo monto.

 



El Senador señor Walker, don Ignacio, reconoció que la figura de aportes anónimos o sin publicidad resulta adecuada para cautelar el derecho a la privacidad de los aportantes de bajo monto, atendida su relevancia para el financiamiento de las campañas electorales.

 



El Senador señor Harboe explicó que el sistema de aportes anónimos de bajo monto apunta a resguardar la identidad de los donantes, considerando que se trata de un dato sensible, sin que ello, implique, de ningún modo, la cooptación de un candidato. De ese modo, añadió que se cautela la identidad del donante, en tanto que el candidato puede rechazar el respectivo aporte.

 



El Diputado señor Squella coincidió con la modificación de la nomenclatura aplicable a la figura en estudio, señalado que se trata de aportes de bajo monto sin publicidad. Asimismo, sostuvo que se trata de pequeños montos que probablemente no tendrán incidencia en el global de la campaña.

 



El Diputado señor Chahin expuso que, en su opinión, resulta adecuado limitar el límite de gasto aplicable en cada tipo de elección popular, cautelando el carácter de aporte de bajo monto, lo que requiere evitar que, mediante subterfugios, varias personas puedan aportar mediante el sistema de aportes anónimos, vulnerando el porcentaje que establece la ley.

 



El Diputado señor Auth sostuvo que se debe garantizar la independencia de cada candidato, lo que requiere disminuir el monto de los aportes para cada tipo de candidatura.

 



El Senador señor Prokurica opinó que la propuesta del Senado resguarda adecuadamente los propósitos que persigue la iniciativa, particularmente al garantizar la independencia de cada candidato.

 



El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación, considerando las facultades de fiscalización que la iniciativa otorga al Servicio Electoral y la necesidad de favorecer el aporte de personas naturales y la participación de la ciudadanía en las campañas.

 



El Diputado señor Soto explicó que la regla general sigue siendo la publicidad en el aporte, lo que requiere rebajar el límite aplicable a los aportes anónimos de bajo monto.

 



El Diputado señor Coloma abogó por evitar una excesiva disminución del límite, considerando que, de ese modo, finalmente se incentivará el aporte fuera de los procedimientos que establece la ley.

 



El Diputado señor Chahin puntualizó que se debe evitar una excesiva disminución del aporte de baja cuantía sin publicidad, toda vez que el 20% del límite del gasto electoral fijado puede resultar muy bajo o excesivo según el tipo de campaña de que se trate. Asimismo, añadió que el porcentaje límite de aportes anónimos resulta ser excesivo, lo que disminuiría el aporte público a las campañas electorales.

 



El Senador señor Pérez Varela señaló que la iniciativa regula adecuadamente los porcentajes de aporte a cada campaña, junto a nuevas normas de transparencia y fiscalización por parte del Servicio Electoral, de modo tal que no es posible sostener que, por la vía de los aportes de baja cuantía sin publicidad y los aportes propios, pueda disminuirse el aporte público.

 



En la misma línea, el Diputado señor Auth sostuvo que el sistema de financiamiento que propone la iniciativa será contra gasto electoral, lo que resuelve las problemáticas que se han reseñado. Asimismo, valoró las normas que favorecen una multiplicidad de aportes de personas naturales de bajo monto.

 



El Senador señor Walker, don Ignacio, propuso –atendida la propuesta del Ejecutivo- reemplazar la denominación “aportes anónimos” por “aporte menor sin publicidad”, junto con disminuir, de sesenta a cuarenta unidades de fomento, el aporte para la candidatura a Presidente de la República, de veinte a diez para los senadores y diputados, de veinte a quince para alcalde y consejero regional, y de quince a diez para concejales.

.  



Respecto del porcentaje de veinte por ciento de límite de aportes menores sin publicidad que puede recibir un candidato o partido político, en los términos que propone el inciso tercero del artículo 17 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, el Diputado señor Chahin votó en contra de dicho índice.





-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes, Diputados señores Auth, Chahin, Monckeberg, don Cristián, Soto y Squella, y Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio aprobó la propuesta del Ejecutivo que sustituye el artículo 17 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral. Respecto del inciso tercero, el Diputado señor Chahín votó en contra.





El texto del artículo 17 es el siguiente:





“Artículo 17.- Los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional; y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.

 



Estos aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de sus aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.





Ningún candidato o partido político, durante el período de campaña electoral, podrá recibir, por concepto de aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante, más del veinte por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.





Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.

-------

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


 


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, la Comisión Mixta viene en proponer la resolución de las discrepancias entre ambas ramas del Congreso Nacional del siguiente modo:

ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Numeral 2, que ha pasado a ser Numeral 3

CONCEPTO DE PROPAGANDA ELECTORAL


-Aprobar el texto del inciso primero del artículo 30, contenido en la letra a) del numeral 3 del artículo 1°, que fue aprobado por el Senado.


-Reemplazar el texto del inciso segundo del artículo 30, contenido en la letra a) del numeral 3 del artículo 1°, por el siguiente:

 
“No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.”.

ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Numeral 7, que ha pasado a ser Numeral 8

PROPAGANDA EN ESPACIOS PRIVADOS





-Aprobar la enmienda del Senado al inciso final del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°.





-Aprobar las modificaciones del Senado al inciso primero del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°, sustituyendo las dimensiones de la propaganda de dos a seis metros cuadrados.





- Reemplazar en el inciso primero del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°, la frase que se inicia con la expresión “en que se encuentran” y hasta el punto seguido, por “en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales”.

ARTÍCULO 2° QUE MODIFICA LA LEY N° 19.884 SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL

Numeral 9, que ha pasado a ser Numeral 11

APORTES MENORES SIN PUBLICIDAD DE LA IDENTIDAD DEL APORTANTE


-Reemplazar el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley por el siguiente:


“11.- Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:

 



“Artículo 17.- Los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional; y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.

 



Estos aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de los aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.





Ningún candidato o partido político, durante el período de campaña electoral, podrá recibir, por concepto de aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante, más del veinte por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.





Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.

TEXTO DEL PROYECTO





En caso de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios:

1.- Agrégase al artículo 3° el siguiente inciso final:

“Respecto de cada candidato se deberá acompañar la autorización al Director del Servicio Electoral para abrir la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de la ley N° 19.884.”.
2.- Agréganse los siguientes artículos 6º bis y 6° ter:

“Artículo 6º bis.- En la fecha que corresponda efectuar la declaración de las candidaturas, todos los candidatos deberán realizar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señala la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. Asimismo, deberán cumplir con dicha obligación quienes realicen una declaración de precandidatura, según lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.884. El Servicio Electoral dispondrá de formularios en su página web para facilitar la presentación de la declaración de patrimonio e intereses.

No serán admitidas por el Servicio Electoral las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de quienes no hayan efectuado la declaración de patrimonio e intereses en el plazo previsto, debiendo este organismo establecer un plazo para subsanar eventuales errores. Vencido dicho plazo se entenderán como no presentadas las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de aquellos precandidatos y candidatos que no hubieren subsanado errores o imprecisiones de la declaración de patrimonio e intereses.

El Servicio Electoral remitirá, dentro de los diez días hábiles siguientes, copia de estas declaraciones al Servicio de Impuestos Internos y a la Unidad de Análisis Financiero dependiente del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de publicarlas en su página web.

Artículo 6º ter.- En el caso de las candidaturas a Presidente de la República, sea que se trate de elecciones primarias o generales según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que se pretenden desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no presentada la candidatura según lo señalado en el inciso segundo del artículo anterior. 

3.- En el artículo 30:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los siguientes: 

 
“Artículo 30.- Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública y la publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a una o más personas o partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.

Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.

b) Elimínase el inciso tercero.

c) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:

 
“Las autoridades públicas que realicen inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias de carácter público, desde el sexagésimo día anterior a la elección deberán cursar invitación por escrito a tales eventos a todos los candidatos del respectivo territorio electoral. El incumplimiento de esta obligación será considerado una contravención al principio de probidad contemplado en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

d) Reemplázase su inciso cuarto por los siguientes:

“Las empresas periodísticas de prensa escrita y las radioemisoras podrán publicar o emitir la propaganda electoral que libremente contraten, pero no podrán discriminar en el cobro de las tarifas entre las distintas candidaturas o proposiciones, según se trate de elecciones o plebiscitos. La contratación de este tipo de propaganda sólo podrá suscribirse por el candidato, el partido político respectivo o los administradores electorales de unos y otros.
 La propaganda electoral por medio de la prensa y radioemisoras solo podrá desarrollarse desde el sexagésimo hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive. Solo se podrá efectuar propaganda electoral en los medios de prensa o radioemisoras que, a más tardar diez días antes del inicio del período de propaganda, informen al Servicio Electoral de sus tarifas, en la forma establecida por éste, debiendo ser publicadas en la página web del respectivo medio y del Servicio Electoral. Los medios de prensa o radioemisoras podrán adecuar oportunamente y con la debida antelación dichas tarifas, debiendo informar de ello al Servicio Electoral.”.

e) Suprímese su inciso final.

4.- En el artículo 31:

a) Intercálase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser incisos octavo y noveno, respectivamente:

“La propaganda señalada en los incisos anteriores deberá ser transmitida desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior a la elección o plebiscito, ambos días inclusive.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Se prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos.”.

5.- En el artículo 31 bis: 

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 31 bis.- Tratándose de las concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva abierta, la distribución del tiempo a que se refieren los incisos cuarto y quinto del artículo 31 la hará el Consejo Nacional de Televisión, previo informe del Servicio Electoral. Para tal efecto, dicho Consejo tendrá el plazo de diez días contado desde la fecha en que las candidaturas queden inscritas en el Registro Especial a que se refiere al artículo 19.”.

b) En su inciso segundo, sustitúyese la frase “inciso sexto del artículo anterior” por “inciso sexto del artículo 31” y elimínase la expresión “Radio y” las dos veces que aparece. 

c) Suprímese la expresión “Radio y” en su inciso tercero.

6.- Agrégase el siguiente artículo 31 ter:  

“Artículo 31 ter.- Durante el plazo señalado en el inciso sexto del artículo 30, las radioemisoras deberán transmitir cada día, entre las 07:00 y las 22:00 horas, seis spots de no menos de treinta y no más de cuarenta segundos de duración con información electoral de utilidad para la ciudadanía, cuyo contenido determinará el Servicio Electoral, el que no podrá favorecer a ningún candidato o partido en particular.

Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a las radioemisoras que se rijan por la ley N°20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.”.

7.- Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:

 
“Artículo 32.- Sólo podrá realizarse propaganda electoral en los espacios que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas, parques u otros espacios públicos y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral. Para ello, el Servicio Electoral requerirá una propuesta al Concejo Municipal respectivo, la que deberá ser aprobada en sesión pública especialmente convocada al efecto, por al menos dos tercios de sus miembros en ejercicio, y enviada al citado Servicio, a más tardar 200 días antes de la correspondiente elección o dentro de los quince días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria a plebiscito. A falta de dicha propuesta, el Servicio Electoral procederá sin ella. Asimismo, el referido Servicio podrá requerir la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente. Una vez que, con dichos antecedentes o sin ellos, se haya elaborado un listado o mapa con los lugares preseleccionados, los Directores Regionales del Servicio Electoral convocarán a una reunión a las directivas regionales de los partidos políticos legalmente constituidos en la respectiva región, con el objeto de informarles los lugares que preliminarmente han sido definidos en cada comuna, con el objeto que en la misma instancia o dentro de los tres días siguientes, puedan hacer llegar sus observaciones. El Servicio Electoral no estará obligado a considerarlas ni a pronunciarse sobre ellas.

Dicho Servicio regulará mediante instrucciones la distribución de los espacios públicos entre las distintas candidaturas y partidos políticos, velando por el uso equitativo de ellos y con el fin de no entorpecer el uso de estos espacios por la ciudadanía. En las referidas instrucciones, además, podrá determinar el máximo de elementos de propaganda permitidos para cada candidato o partido en una misma elección.

Noventa días antes de la fecha para efectuar la declaración de candidaturas o sesenta días después de la publicación del decreto de convocatoria del plebiscito, según corresponda, se publicará en el sitio electrónico del Servicio Electoral la nómina de las plazas y parques u otros lugares públicos autorizados para efectuar propaganda electoral. Además, el Servicio Electoral publicará un plano señalando los lugares indicados en la referida nómina.
En espacios públicos no podrá realizarse propaganda mediante carteles de gran tamaño, cuyas dimensiones superen los dos metros cuadrados.

Se podrá realizar propaganda por activistas o brigadistas en la vía pública, mediante el porte de banderas, lienzos u otros elementos no fijos que identifiquen la candidatura o la entrega de material impreso u otro tipo de objetos informativos.

En ningún caso podrá realizarse propaganda aérea mediante aeronaves o cualquier otro tipo de elementos de desplazamiento en el espacio aéreo.

Asimismo, estará prohibida toda clase de propaganda que, pese a ubicarse en lugar autorizado, destruya, modifique, altere o dañe de manera irreversible los bienes muebles o inmuebles que allí se encuentren.

Los respectivos alcaldes, de oficio, a solicitud de cualquier ciudadano o a requerimiento del Servicio Electoral, deberán retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción de lo dispuesto en este artículo, y estarán obligadas a repetir en contra de los candidatos, sean independientes o estén afiliados a partidos políticos, o en contra de estos últimos, según corresponda, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, previa certificación del Director del Servicio Electoral, que dará cuenta de la infracción cometida y de los gastos asociados al retiro de propaganda, los respectivos alcaldes harán efectivos los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República. Cuando los respectivos alcaldes infrinjan la obligación que establece este inciso o procedan de forma arbitraria al retiro de propaganda, el Servicio Electoral remitirá los antecedentes a la Contraloría General de la República para que ésta haga efectivas las responsabilidades administrativas que procedan. Sin perjuicio de lo anterior, cualquier particular podrá reclamar conforme al artículo 151 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, promulgado y publicado el año 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.
La propaganda electoral permitida en este artículo y en el siguiente únicamente podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive, con excepción de la contemplada en el inciso sexto, que podrá realizarse desde el sexagésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive. En caso de plebiscitos, desde el sexagésimo día hasta el tercero antes de la realización del mismo, ambos días inclusive.”.

8.- Agrégase el siguiente artículo 32 bis:

 
“Artículo 32 bis.- Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches o letreros, siempre que medie autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales. Copia de dicha autorización deberá ser enviada al Servicio Electoral por el candidato respectivo, hasta el tercer día después de instalada. La propaganda que se localice en espacios privados deberá ser declarada como gasto, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.

Se prohíbe realizar propaganda electoral en bienes de propiedad privada destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, tales como vehículos de transporte de pasajeros, paradas de transporte público, estaciones de ferrocarriles o de metro, o postes del alumbrado, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza.

Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.”.

9.- Incorpórase el siguiente artículo 32 ter, nuevo:

“Artículo 32 ter.- Solo se podrá divulgar resultados de encuestas de opinión pública referidas a preferencias electorales, hasta el décimo quinto día anterior al de la elección o plebiscito inclusive.”.

10.- Derógase el artículo 33.


11.- Agréganse los siguientes artículos 34 y 34 bis, nuevos:


“Artículo 34.- Los candidatos deberán llevar un registro de sus brigadistas, de sus sedes y de los vehículos que utilicen en sus campañas, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral.


Se considerarán brigadistas las personas que realicen acciones de difusión o información en una campaña electoral determinada y reciban algún tipo de compensación económica.


Los candidatos, los jefes de campaña o las personas que estén a cargo de coordinar las labores de los brigadistas deberán denunciar los hechos que pudieren constituir delitos o faltas que involucren, de cualquier manera, a sus brigadistas, dentro de las 72 horas siguientes de haber tomado conocimiento de ellos.


Artículo 34 bis.- El candidato será subsidiariamente responsable de los daños dolosamente causados por actos delictuales de uno o más de sus brigadistas por actos de propaganda electoral. La responsabilidad de los brigadistas se determinará según las reglas generales.


El candidato podrá repetir en contra de los causantes del daño.


 12.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- El Servicio Electoral en ejercicio de sus atribuciones podrá ordenar al alcalde respectivo retirar los elementos de propaganda que contravengan los artículos 30, 32 y 32 bis.

Cualquier persona podrá formular las denuncias que procedan, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.556 o directamente ante Carabineros de Chile, quienes deberán proceder a retirar o suprimir los elementos de propaganda que contravengan lo dispuesto en el artículo 32, debiendo informar de ello al Servicio Electoral. Asimismo, Carabineros de Chile podrá proceder de oficio a realizar dichos retiros.”.

13.- Intercálase en el inciso cuarto del artículo 55, a continuación de la palabra “ejemplares”, la siguiente frase “, uno impreso y otro en formato digital,”.

14.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 67, la referencia al “número 4°” por otra al “número 3)”.

15.- En el artículo 70:

 a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “y, por último, el de Diputados” por la siguiente: “, el de Diputados y, por último, el de Consejeros Regionales”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “el comicio” por “los comicios”.

16.- Reemplázase en el numeral 3) del inciso primero del artículo 71, la palabra “cuaderno” por “Padrón de Mesa”.

17.- En el artículo 124:

 
a) Reemplázase la expresión “30 o 31, será sancionado con multa a beneficio municipal de veinte a cien” por “30, 31 bis, 31 ter y 32 ter será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a doscientas”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:

“Además de las multas que procedan conforme a este artículo, el Servicio Electoral deberá publicar en su sitio electrónico las sanciones aplicadas.”.

18.- En el artículo 126: 

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 126.- El que hiciere propaganda electoral con infracción de lo dispuesto en los artículos 32 o 32 bis será sancionado con multa a beneficio municipal de diez a cien unidades tributarias mensuales.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El que hiciere propaganda electoral fuera de los plazos establecidos en los artículos 30, 31 y 32 o con infracción a lo dispuesto en el artículo 31 bis será sancionado con multa de veinte a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 3° de la ley N° 19.884. Los gastos efectuados en dicha propaganda serán valorizados al doble de su precio para efectos de calcular el límite que establece el artículo 4° de la ley N° 19.884.”.

c) Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero por el siguiente:

“Cualquier persona podrá concurrir ante el Director Regional del Servicio Electoral respectivo, a fin de que ordene el retiro o supresión de los elementos de propaganda a que se refiere el inciso anterior. La denuncia dará lugar al procedimiento sancionatorio que regula la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral. El Servicio Electoral habilitará un espacio en su sitio electrónico para recibir estas denuncias, las que deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N°19.880, que Establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

19.- En el artículo 144:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “en los artículos 124, 125, 126, 127, 138, 139 y 142” por la siguiente “en los artículos 138 y 139”.

b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, el conocimiento de las infracciones sancionadas en los artículos 124, 125, 126 y 127, y en general la fiscalización de lo dispuesto en el párrafo 6º del Título I, corresponderá al Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral:

1.- En el inciso primero del artículo 2°:

a) Reemplázase, en el encabezamiento, la oración “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra para el financiamiento de los equipos, oficinas y servicios de los partidos políticos y candidatos,” por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo desembolso o contribución avaluable en dinero, efectuado por el precandidato en lo que corresponda, el candidato, un partido político o un tercero en su favor,”.

b) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:

“a) Todo evento o manifestación pública, propaganda y publicidad escrita, radial, audiovisual o en imágenes, dirigidos a promover a un candidato o partidos políticos, cualquiera sea el lugar, la forma y medio que se utilice. Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto  en las normas del Párrafo 6° del Título I de la ley N° 18.700.”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “Arrendamiento” por la frase “Derechos de uso o arrendamiento”.

d) Suprímese la letra g), pasando las letras h) e i) a ser letras g) y h), respectivamente.

e) Reemplázase la letra h), que ha pasado a ser letra g), por la siguiente:

“g) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como la alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares. Estos deberán ser declarados detalladamente y no podrán exceder el 10 % del límite total autorizado al candidato o partido político. Será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo o justificarla debidamente en conformidad a la letra b) del artículo 31 de esta ley.”.

2.- En el artículo 3°, sustitúyese el inciso tercero por los siguientes:

“Entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos a Presidente de la República podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral, de conformidad al artículo 3° y al párrafo 3° del Título I de la ley N° 18.700. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio contenida en el artículo 6° bis de la ley N° 18.700 y autorizar al Servicio Electoral la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley. 

En el período señalado en el inciso anterior, los precandidatos a Presidente de la República podrán percibir los aportes permitidos en los artículos 9° y 17 y efectuar gastos electorales. Los límites al gasto electoral que se aplicarán a los precandidatos serán equivalentes al 10% de los valores señalados en el artículo 4°, para la elección presidencial. 

Cuando se declare la candidatura de un precandidato, éste continuará utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que esta ley establece, y le serán aplicables los límites de gasto electoral que correspondan según el tipo de elección a que sea candidato en definitiva. Lo gastado durante el período de precandidatura será imputado a dicho límite, con un tope de veinticinco por ciento.

Los precandidatos cuyas candidaturas no sean declaradas en definitiva deberán presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al tenor del artículo 41 y, con posterioridad, el Director procederá a cerrar la cuenta bancaria electoral. En este último caso, los aportes recibidos que no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12, a prorrata de sus aportes.”.

3.- En el artículo 4°:

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“Tratándose de candidaturas a senador, el límite de gasto no podrá exceder de la suma de mil quinientas unidades de fomento, más aquélla que resulte de multiplicar por dos centésimos de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores, por quince milésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil electores y por un centésimo de unidad de fomento los restantes electores en la respectiva circunscripción.”.

b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente: 

“Los candidatos a diputado no podrán exceder la suma de setecientas unidades de fomento, más aquélla que resulte de multiplicar por quince milésimos de unidad de fomento el número de electores en el respectivo distrito.”.

c) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:

“El límite de gasto de los candidatos a consejeros regionales no podrá exceder de la suma de trescientos cincuenta unidades de fomento, más aquella que resulte de multiplicar por un centésimo de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores, por setenta y cinco diezmilésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil y por cinco milésimos de unidad de fomento los restantes electores de la respectiva circunscripción provincial.”.

d) Sustitúyese en su inciso sexto la expresión “tres centésimos” por “quince milésimos”.

e) Intercálase en el inciso séptimo, a continuación de la locución “Diario Oficial”, la frase “y en el sitio web del Servicio”, y reemplázase la expresión “ciento veinte” por “doscientos”.

4.- En el inciso primero del artículo 5° bis:

 1) Reemplázase en el literal a), el guarismo “30” por “10”.

 2) Sustitúyense en el literal b), el guarismo “30” por “10” y el guarismo “50” por “25”.

 3) Reemplázase en el literal c), el guarismo “50” por “25”.

5.- En el artículo 9°:

a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes incisos primero, segundo y tercero:

“Artículo 9°.- Podrán efectuar aportes a campañas electorales las personas que hayan cumplido los 18 años de edad. No podrán efectuar aportes a candidato alguno o partido político los Consejeros del Servicio Electoral y sus funcionarios directivos, y las personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan en el extranjero.

Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato las siguientes sumas en las situaciones que se indican:

 a) En el caso de candidatos a alcalde o concejal, una suma que exceda del diez por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Si dicho porcentaje excede las doscientas cincuenta unidades de fomento, el aporte no podrá superar esta suma.

 b) Tratándose de candidatos a consejero regional, una suma que exceda de doscientas cincuenta unidades de fomento.

 c) En el caso de candidatos a diputado o senador, una suma que exceda de trescientas quince unidades de fomento.

 d) Tratándose de candidatos presidenciales, una suma que exceda de quinientas unidades de fomento.

La situación prevista en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento setenta y cinco unidades de fomento.

 
b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser quinto:


“El Servicio Electoral publicará, en la misma fecha que la ley determina para declarar candidaturas y precandidaturas, el máximo de aportes de origen privado permitido.”.

 
c) Sustitúyese el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente:


“Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas no podrán ser superiores al veinticinco por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a Presidente de la República dichos montos no podrán ser superiores al veinte por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a concejales, dichos montos no podrán sobrepasar las cincuenta unidades de fomento o el veinticinco por ciento del límite de gasto autorizado, cuando este porcentaje sea equivalente a un monto inferior a cincuenta unidades de fomento. Con todo, deberán justificar fehacientemente su origen mediante la acreditación de la fuente de dichos aportes, tales como la venta u otro acto jurídico sobre bienes muebles o inmuebles, la suscripción de créditos, los giros en cuentas bancarias, la enajenación de títulos constitutivos de obligaciones en dinero y cualquiera otra alteración de su patrimonio personal destinada al financiamiento electoral. El monto total de aporte propio que se haya realizado, se determinará una vez descontados los reembolsos efectuados según lo dispuesto en el artículo 15.”.


d) Agrégase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser séptimo, a continuación de la palabra “electoral”, lo siguiente: “, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la comunicación del aporte. Transcurrido dicho plazo se entenderán aceptados”.

e) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Con todo, ninguna persona podrá efectuar en una misma elección de alcaldes o concejales aportes por una suma superior a mil unidades de fomento o superior a dos mil unidades de fomento tratándose de una elección de diputados, una elección de senadores, una elección de consejeros regionales o una elección presidencial.”.

6.- Elimínase el artículo 10.

7.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 13 bis, la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”. 

8.- En el artículo 14:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “multiplicado por el equivalente en pesos a diez milésimos de unidad de fomento.” por “multiplicado por el equivalente en pesos a veinte milésimos de unidad de fomento.”.

b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:

“Ningún partido político podrá contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción de los derechos fundamentales del trabajador dentro de los dos años anteriores a la elección.

Del mismo modo, no podrán contratar con empresas sancionadas, dentro del mismo plazo señalado en el inciso anterior, por infracción del decreto ley N° 211, de 1973, que Fija Normas para la Defensa de la Libre Competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.

9.- En el artículo 15:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“No se procederá al reembolso que regula este artículo, respecto de los montos que estén en disputa, mientras existan procedimientos sancionatorios administrativos o penales pendientes en contra del candidato o del partido, o se hagan efectivos contra éstos los derechos de repetición que regula el artículo 32 de la ley N° 18.700. Una vez determinadas las multas mediante resolución o sentencia firme, la Tesorería General de la República las hará efectivas en los montos adeudados.”.

10.- Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:

 “Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° constarán por escrito, consignarán el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante y deberán efectuarse únicamente a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario y, salvo aquellos señalados en el artículo siguiente, serán públicos.

Cada candidato y partido político, para recibir los aportes por medio del sistema aludido en el inciso anterior, deberá autorizar al Director del Servicio Electoral a abrir una cuenta bancaria única a su nombre y cargo, autorizando irrevocablemente a dicho Director a tomar conocimiento, en cualquier momento y a su solo requerimiento, de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a lo señalado en inciso primero del artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña canalizados a través del Servicio Electoral, mediante el sistema de recepción de aportes y, con cargo a tales fondos, cubrir los gastos electorales.

Las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña solamente podrán recibir depósitos o transferencias efectuadas por el Servicio Electoral y no podrán tener líneas de crédito asociadas. Se incluyen entre los depósitos y transferencias los créditos contratados por los candidatos y los partidos políticos conforme al artículo 14 bis de esta ley, los que también serán canalizados por el Servicio Electoral a través del sistema de recepción de aportes.

  
Los fondos contenidos en las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña serán inembargables.


Los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho servicio. Tratándose de depósitos bancarios, deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral, de conformidad a las instrucciones que imparta dicho servicio y utilizando el formulario que para el efecto dispondrá este servicio, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de los aportantes, indicando su número de cédula de identidad, y de los destinatarios de tales aportes. El Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes se respeten las reglas y límites previstos en los artículos 9° y 17. Los aportes recibidos y acreditados por el Servicio Electoral deberán ser comunicados al candidato o partido político, según corresponda, señalando la identidad del aportante y el monto del aporte, dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción y acreditación.


El Director del Servicio Electoral deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria única desde la presentación de la cuenta a que alude el artículo 41 y hasta la aprobación o rechazo definitivos de la misma, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta bancaria única.”.

 
11.- Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:

 



“Artículo 17.- Los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional; y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.

 



Estos aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de los aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.





Ningún candidato o partido político, durante el período de campaña electoral, podrá recibir, por concepto de aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante, más del veinte por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.





Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.

12.- Elimínase el artículo 18.

13.- Suprímese el artículo 19.

14.- Derógase el artículo 20.

15.- En el artículo 21:

a) Reemplázanse los incisos primero a cuarto, por el siguiente:

“Artículo 21.- También serán públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3°.”.

b) Sustitúyese en el inciso quinto, que ha pasado a ser inciso segundo la frase “La recaudación de los aportes a que se refiere este artículo, y que no tengan carácter de reservados, se hará directamente al partido o a la entidad recaudadora, si la hubiera,” por la siguiente: “La recaudación de los aportes se hará directamente al partido,”.

c) Suprímese en el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso tercero, las locuciones “, o la entidad recaudadora, en su caso,” y “y que deban ser públicas”.

16.- Reemplázase el artículo 21 bis por el siguiente:

“Artículo 21 bis.- Los ingresos que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral serán siempre públicos. Estos sólo podrán ser concedidos a dichos institutos, tanto por partidos políticos como por personas naturales. En el primer caso, deberá constar el detalle de los aportes en la cuenta mensual que los partidos deban rendir ante el Servicio Electoral, de conformidad al Título V de la ley N°18.603, orgánica constitucional sobre Partidos Políticos. En el segundo caso podrán aportar hasta veinte unidades de fomento mensuales y el instituto receptor de los aportes deberá informar al partido sobre la concesión de estos y su monto. El partido a cargo del instituto de formación política deberá informar al Servicio Electoral en un plazo de diez días hábiles contados desde la recepción de los aportes, y deberá rendirlos de conformidad a lo dispuesto en el Título V de la citada ley.”.

17.- Suprímese el artículo 22.

18.- Agrégase en el Párrafo 4° del Título II, en forma previa al artículo 25, el siguiente artículo 24 bis:

“Artículo 24 bis.- Se prohíbe a los precandidatos y candidatos efectuar, con ocasión de la campaña electoral, y fuera de lo dispuesto en el artículo 2°, erogaciones o donaciones en dinero, o en especies, en favor de organizaciones o de personas jurídicas o de personas naturales distintas de su cónyuge o parientes.”.

19.- Reemplázase el artículo 25 por el siguiente: 

“Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el título V de la ley N°18.603, así como en el párrafo 2° de este Título, los precandidatos, los candidatos y partidos políticos no podrán recibir, directa o indirectamente, aportes de campaña electoral de los órganos de la Administración del Estado, de las empresas del Estado, ni de aquellas en que este, sus empresas, sociedades o instituciones tengan participación.”.

20.- Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:

“Artículo 26.- No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas, con excepción de los aportes que efectúen los partidos políticos y el Fisco, en la forma en que lo autoriza la ley.

Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado. 

No se considerará aporte de personas jurídicas la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad de personas jurídicas sin fines de lucro destinados habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña. Este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse copia de ésta al Servicio Electoral por el partido, candidato o sus administradores electorales.”.

21.- Agréganse en el artículo 27 los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:

“Del mismo modo, se prohíbe a los funcionarios públicos utilizar bases de datos o cualquier medio a que tengan acceso en virtud de su cargo para fines políticos electorales.

Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Jefes Superiores de Servicio, Jefes de División, Jefes de Departamento, Directores Regionales de Servicios Nacionales, Alcaldes o Directores de Departamentos Municipales no podrán, con ocasión del ejercicio de su cargo, ordenar ni incentivar a los funcionarios bajo su dependencia a promover, por medio de aportes o de cualquier modo, a candidatos o campañas electorales.

Las infracciones a este artículo se considerarán una infracción grave al principio de probidad.”.

22.- Agrégase en el artículo 27 A, el siguiente inciso final, nuevo:

“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado.”.

23.- Agrégase, a continuación del artículo 27 A, el siguiente artículo 27 bis:

 
“Artículo 27 bis.- El que otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos, de aquellos regulados por esta ley y por la ley N° 18.603, cuyo monto excediere en un cuarenta por ciento lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes permitidos, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido. 


Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, con infracción a lo que dispone el artículo 26, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 58 del Código Procesal Penal. No obstante, excepcionalmente y siempre que se trate de aportes aislados en los que no hay habitualidad y cuyo monto global sea inferior a cincuenta unidades de fomento, el Servicio Electoral podrá no presentar denuncia o querella respecto de tales hechos, sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda. 


El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado. 


El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, en virtud de lo que prescribe la ley Nº 18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos, en una finalidad distinta a la cual están destinados, será castigado con presidio menor en su grado medio.”.

24.- Incorpóranse los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter:

“Artículo 27 ter.- El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que, a sabiendas, en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

Artículo 27 quáter.- Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter solo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el mencionado Servicio. 

Los juzgados de garantía y los tribunales del juicio oral en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos previstos en la letra b) del artículo 28 bis de esta ley, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”.
25.- Agrégase, a continuación del artículo 28, el siguiente artículo 28 bis:

“Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

a) Haber sobrepasado en un veinticinco por ciento el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a cien unidades de fomento.

b) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.

Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se ha verificado la infracción señalada en la letra a) precedente.

Cuando el Consejo Directivo determine que se ha verificado una infracción grave, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra b) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.

26.- Agrégase en el artículo 33 la siguiente letra e):

“e) Velar porque todo gasto efectuado en la campaña electoral sea publicado en el sitio electrónico que deberá llevar al efecto cada partido político.”.

27.- Intercálase en el inciso primero del artículo 34, a continuación de la frase “no podrán ejercer ninguno de estos cargos quienes”, la expresión “hayan sido condenados por delitos tributarios o contra la fe pública, o”.

28.- En el inciso primero del artículo 37:

a) Intercálase, a continuación de la palabra “renuncia”, la frase “notificada al candidato e informada al Director del Servicio Electoral”.

b) Suprímese el punto (.) que aparece luego del vocablo “ley”.”.

29.- Agrégase en el artículo 40 la siguiente oración final: “Este registro se encontrará a disposición del público en el sitio electrónico que para el efecto deberá llevar cada partido.”.

30.- Reemplázanse, en el artículo 42, las cuatro primeras oraciones por las siguientes: “El Director del Servicio Electoral se pronunciará respecto de la cuenta de ingresos y gastos electorales dentro de los cuarenta y cinco días siguientes de expirado el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. Tratándose de los actos eleccionarios regulados por la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, el plazo de análisis de la cuenta será de setenta y cinco días.”.

31.- En el artículo 43: 

a) Sustitúyese la expresión “de decimoquinto” por “del décimo”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, y aun cuando no se haya recibido respuesta a las observaciones formuladas, el Director del Servicio Electoral resolverá la aprobación o el rechazo de la cuenta, dentro de los quince días siguientes.”.

32.- En el artículo 44:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “carta certificada,” por “correo electrónico o carta certificada, en su caso,”.

b) Reemplázase, en el inciso tercero, la locución “al Administrador General Electoral o al Administrador Electoral, según el caso” por “al candidato que corresponda y su Administrador Electoral, quienes serán solidariamente responsables y al Administrador General Electoral, según el caso.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Con independencia del rechazo o aprobación de la cuenta, si los ingresos o gastos electorales inicialmente declarados difieren en más de un 20% de los estimados por el Servicio Electoral, y siempre que dicha diferencia sea superior a cien unidades de fomento, se aplicará una multa equivalente al quíntuple del monto que constituya dicha diferencia, sanción que será reclamable ante el Tribunal Calificador de Elecciones.”.

33.- Intercálase en el inciso primero del artículo 48, a continuación de la expresión “serán públicas y”, la expresión “se encontrarán disponibles en el sitio electrónico del Servicio. Además,”.

34.- Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- Los procedimientos administrativos sancionatorios a que dé lugar la aplicación de esta ley se regirán por las reglas del procedimiento sancionatorio previsto en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.”.

35.- Agrégase en el artículo 54 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La acción penal de los delitos contemplados en la presente ley prescribe en dos años desde que se hubiere cometido el delito.”.
Artículo 3°.- Modifícase la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, de la siguiente forma:

1.- Agrégase en el inciso primero del artículo 33 la siguiente oración final, pasando el punto aparte a ser punto seguido:

“El aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a partidos políticos, no estando afiliada a ellos, no podrá exceder de trescientas unidades de fomento al año. El aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a partidos políticos, estando afiliada a ellos, no podrá exceder de quinientas unidades de fomento al año. Los partidos políticos no podrán recibir aportes de cualquier naturaleza de personas jurídicas.”.

2.- Agrégase, a continuación del artículo 33, el siguiente, nuevo:

 
“Artículo 33 bis.- El Estado, a través del Servicio Electoral, otorgará a los partidos políticos aportes trimestrales que deberán ser destinados a la atención de los gastos de funcionamiento del partido, la adquisición o arrendamiento de bienes inmuebles, el pago de deudas, el desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, la preparación de candidatos a cargos de elección popular, la formación de militantes, la elaboración de estudios que apoyen la labor política y programática, el diseño de políticas públicas, la difusión de sus principios e ideas, la investigación, el fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política y, en general, a las actividades contempladas en el artículo 2° de esta ley. Los estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a estos fondos serán públicos, salvo que su publicidad, comunicación o conocimiento afecte las decisiones estratégicas que pudieren adoptar los partidos políticos.

 
Al menos un diez por ciento del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres. 

 
Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 34, los partidos políticos deberán constituir anualmente una provisión destinada a la contratación de auditorías externas.

 
Los partidos políticos, para acceder a los aportes referidos en el inciso primero, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

 
i) Estar constituidos de conformidad a esta ley.

 
ii) Dar cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna. 

 
El aporte total a repartir para cada año estará constituido por el equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido, según lo señale en la declaración de candidatura respectiva, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° bis de la ley N°18.700. Sin perjuicio de lo anterior, dicho aporte nunca podrá ser inferior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el cuarenta por ciento del total de personas con derecho a sufragio inscritas en el Padrón Electoral que haya utilizado el Servicio Electoral para la última elección de diputados, ni superior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el sesenta por ciento del referido total de personas. El resultado de este cálculo será dividido en cuatro partes iguales, a repartir trimestralmente en los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año. 

 
La distribución de cada monto trimestral se determinará según las siguientes reglas, cuyo cumplimiento será también verificado de manera trimestral:

 
a) El veinte por ciento del monto trimestral a repartir se distribuirá entre todos los partidos políticos que cumplan con los requisitos para optar al aporte, de manera proporcional al número de regiones en las que estén constituidos. En el caso de los partidos que estén constituidos en la totalidad de las regiones del país, se les distribuirá lo que correspondiere como si estuviesen constituidos en una región adicional.

 
b) El ochenta por ciento restante del referido monto trimestral se distribuirá sólo en favor de cada partido con representación parlamentaria y que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos a su favor en la elección a que se refiere el inciso anterior. 

 
Para impetrar el aporte establecido en la letra b) de este artículo, se observarán las siguientes reglas:

 
1. Si un parlamentario elegido como afiliado a un partido político que luego fue declarado disuelto o uno elegido como independiente no asociado a un partido político se afilia a alguno o concurre a la formación de uno nuevo, dicho partido podrá acceder al financiamiento establecido en esta letra, caso en el cual se computarán en su favor los votos obtenidos por el parlamentario. Estos votos sólo se contabilizarán para determinar el porcentaje de aporte que corresponde a cada partido. 

 
2. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de él, se le restará al referido partido del total del aporte que recibe, el equivalente al cincuenta por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados. 

 
3. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de éste y se afiliare a otro partido, este último no aumentará el total del aporte que le correspondería recibir por los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario, mientras que al partido del cual se desafilió se le restará del total del aporte que recibe, el equivalente al cincuenta por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados. 

 
El Servicio Electoral no efectuará transferencias a los partidos que se encuentren en mora de pagar multas al Fisco, determinadas en un procedimiento administrativo sancionatorio, o sus cuentas o balances anuales no hayan sido aprobadas por el mismo Servicio. Una vez pagadas las multas por el partido o aprobadas sus cuentas, el Servicio Electoral procederá al pago de los montos que fueron retenidos. Con todo, los montos que correspondan a cada partido sólo podrán retenerse por tres trimestres, luego de lo cual, si el partido no ha cumplido, no serán distribuidos.
Si al término del año calendario el partido no justificare los gastos para los cuales destinó los recursos obtenidos por el aporte, el Servicio Electoral deberá fijar un plazo fatal para dicho propósito, el que vencido sin que se realice el trámite, obligará al partido a restituir los fondos no justificados. En caso que existieren remanentes sin utilizar, y sin perjuicio del cumplimiento efectivo de lo dispuesto en el inciso segundo, estos podrán ser traspasados a ejercicios presupuestarios de años posteriores, informando de ello al Servicio Electoral.

 
En el caso que el partido no haya cumplido con el porcentaje de gasto mínimo establecido en el inciso segundo, le será descontado de sus respectivos aportes del año siguiente un monto equivalente a lo que faltare para cumplir el referido mínimo.

 
Para todos los efectos de este artículo, el valor de la unidad de fomento será el vigente al de la fecha del cálculo anual del total del aporte.

En caso que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.”.

3.- En el artículo 34:

a) Intercálase a continuación del primer inciso, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Deberán llevar contabilidad separada de los fondos públicos y de los aportes privados que reciban y mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, el informe mensual de sus ingresos y gastos, actualizados trimestralmente, desglosado, al menos, en las siguientes categorías:

a) Cuantía global de las cuotas y aportes de sus afiliados.

b) Rendimientos procedentes de su propio patrimonio.

c) Ingresos procedentes de los aportes de personas naturales.

d) Aportes estatales regulados en esta ley.

e) Rendimientos procedentes de las actividades del partido.

f) Gastos de personal.

g) Gastos de adquisición de bienes y servicios o gastos corrientes.

h) Gastos financieros por préstamos, distinguiendo entre préstamos de corto y largo plazo.

i) Otros gastos de administración.

j) Gastos de actividades de investigación.

k) Gastos de actividades de educación cívica.

l) Gastos de actividades de fomento a la participación femenina.

m) Gastos de actividades de fomento a la participación de los jóvenes.

n) Créditos, distinguiendo entre créditos de corto y largo plazo, inversiones y valores de operaciones de capital.

ñ) Gastos de las actividades de preparación de candidatos a cargos de elección popular.

o) Gastos de las actividades de formación de militantes.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Además, los partidos políticos que reciban aportes conforme al artículo 33 bis deberán contratar auditorías externas. Dichas contrataciones sólo podrán celebrarse con empresas que consten en los registros de la Superintendencia de Valores y Seguros, conforme a instrucciones del Servicio Electoral.”.
4.- Agrégase el siguiente artículo 34 bis: 

“Artículo 34 bis.- Para efectos de recibir el aporte fiscal, todo partido político beneficiario de este deberá presentar al Servicio Electoral la individualización de la cuenta corriente bancaria única y oficial del partido político en la cual se traspasarán los fondos y se supervisarán sus otros movimientos de conformidad a la ley.”.

5.- Incorpórase el siguiente artículo 34 ter:

 
“Artículo 34 ter.- Para optar al aporte público que establece esta ley, todo partido político deberá nombrar un profesional en calidad de Administrador General de los Fondos, con domicilio en Chile, quien será colaborador directo de la Directiva Central, en el cumplimiento de las normas y procedimientos internos. Será, además, responsable en conformidad a las normas generales por el uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan afectar al personal a su cargo o a otras personas que hayan vulnerado la correcta utilización de dichos fondos. Este Administrador deberá contar con un título técnico o profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración.

Son obligaciones del Administrador General de los Fondos de un partido las siguientes:

a) Llevar la contabilidad detallada de todo ingreso y egreso de fondos, con indicación del origen y destino, la fecha de la operación y el nombre y domicilio de las personas intervinientes. La documentación de respaldo deberá conservarse durante cinco años.

b) Presentar a los organismos de control la información requerida por esta ley.

c) Reintegrar los aportes que reciba del Estado, en conformidad a esta ley.

d) Efectuar todos los gastos con cargo a la cuenta única correspondiente del partido.

Además, en periodo de campaña, el Administrador General de los Fondos de un partido podrá ser designado Administrador General Electoral y cumplir con las funciones descritas en el artículo 33 de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.”.

6.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- Los partidos políticos practicarán un balance anual y remitirán un ejemplar al Servicio Electoral. Si el Servicio estimare necesario formular aclaraciones, requerirá al partido las informaciones y antecedentes del caso, el que los proporcionará en el plazo que fije el Servicio, sin perjuicio de sus facultades inspectivas.

El Servicio podrá rechazar el balance cuando no se ajuste a las anotaciones de los libros o contenga  errores u omisiones manifiestos. En caso de no existir objeciones o si estas fueren subsanadas, el Servicio  ordenará publicar el balance en el Diario Oficial, a costa del partido.

La resolución del Servicio Electoral que rechace el balance será impugnable ante el órgano que corresponda, según las reglas generales.”.

7.- En el artículo 43:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la locución “de oficio o a petición de cualquier ciudadano” por la frase “, previa resolución del Consejo Directivo del Servicio Electoral que así lo disponga”.

b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “Asimismo, en” por la preposición “En” y elimínase la locución “de oficio”.

8.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 56:

“Sin perjuicio de lo anterior, las sanciones de multa a que se refieren los artículos 50 y 51 y, en general, las que correspondan a la inobservancia del título V de esta ley, serán impuestas por el Servicio Electoral, según su ley orgánica. No obstante, cuando la sanción aplicable corresponda a la suspensión o disolución del partido o inhabilidad para ocupar cargos directivos de un partido político, se estará a lo dispuesto en este artículo.”.

Artículo 4°.- Derógase el Título II de la ley N°19.885, que Incentiva y Norma el Buen Uso de Donaciones que dan Origen a Beneficios Tributarios y los Extiende a Otros Fines Sociales y Públicos.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:

1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 57 por el siguiente:

“Artículo 57.- El Servicio Electoral es un organismo autónomo de rango constitucional, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto será cumplir con las funciones que le señale la ley. Su domicilio será la capital de la República.”.

2.- Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:

“Artículo 58.- El Servicio Electoral estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos. Las contrataciones y nombramientos de su personal serán enviadas a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.

Los actos del Servicio Electoral no están afectos al trámite de toma de razón.”.

3.- Reemplázase el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- El Servicio Electoral tendrá por objeto:

1) Administrar, supervigilar y fiscalizar el proceso de inscripción electoral, la elaboración y actualización de los padrones electorales y el acto electoral.

2) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre campañas electorales y su financiamiento.

3) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulen las actividades propias y ámbitos de acción de los partidos políticos, con pleno respeto por la autonomía de éstos y su financiamiento.

4) Las demás materias que ésta u otras leyes establezcan.

Al Servicio Electoral le serán aplicables las normas del Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

4.- Sustitúyese el artículo 61 por el siguiente:

“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo Directivo corresponderá la dirección superior del Servicio.

Al Director del Servicio le corresponderá la dirección administrativa y técnica del mismo.”.

5.- En el artículo 62:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente:

“Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Luego de recibida la propuesta del Presidente de la República, se realizará una audiencia pública de presentación del candidato a consejero ante la Comisión del Senado que corresponda.”.

b) Agrégase en el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, la siguiente oración final: “La representación del Consejo en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera, le corresponderá al Presidente del Consejo o a quien, en subsidio, determine el Consejo.”.

c) Suprímese en el inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto, la frase “de conformidad con el inciso primero,”.

d) Agrégase, a continuación del inciso sexto, que ha pasado a ser quinto, el siguiente inciso final:

“Corresponderá al Presidente del Consejo comunicar los acuerdos que adopte dicha instancia sobre las materias de su competencia, al Director del Servicio, al Tribunal Calificador de Elecciones y a los Tribunales Electorales Regionales, según corresponda.”.

6.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 63, la frase “en sala legalmente constituida” por la siguiente “en sesiones ordinarias o extraordinarias, de conformidad a la ley”.

7.- Elimínase el inciso primero del artículo 64.

8.- En el artículo 65:

a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:

i) Intercálase en el literal c), a continuación de la palabra “Renuncia”, la frase “por razones fundadas”.

ii) Sustitúyese en el literal f) las frases “Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Serán faltas graves”, por las siguientes: “Mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones como consejero. Se entenderá como mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones,”.

iii) Agrégase el siguiente literal g):

“g) Infracción grave a la Constitución o las leyes”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la primera oración por las siguientes: “La existencia de las causales establecidas en las letras d), e), f) y g) serán declaradas por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.

c) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “el Tribunal” por “la Corte Suprema”.

9.- En el artículo 66:

a) Reemplázase en el inciso cuarto la locución “una vez y no más de tres veces” por la siguiente: “cuatro veces”.

b) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:

“Los acuerdos requerirán del voto favorable de la mayoría de sus miembros presentes.”.

c) Reemplázase en el inciso séptimo la palabra “tomar” por “adoptar” y la expresión “letra h)” por “letra g)”.

d) Modifícase el inciso octavo de la siguiente manera:

i) Intercálase, a continuación de la expresión “de otra persona”, la frase “, o lo tengan su cónyuge, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad”.

ii) Reemplázase la locución “o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad,” por la frase “, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad,”.

iii) Suprímese la expresión “, de un 10% o más de su capital”.

e) Intercálase el siguiente inciso noveno, nuevo, pasando el actual noveno a ser décimo:

“Los consejeros deberán abstenerse de intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, conviviente civil, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Asimismo, deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

10.- En el artículo 67:

a) Reemplázase en el encabezado la palabra “Consejo” por “Consejo Directivo del Servicio Electoral”.

b) Suprímese en el literal b) la frase “y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento”.

c) Suprímese en el literal d), la expresión “y del Subdirector”.

d) Elimínase el literal e), pasando los actuales literales f), g) y h) a ser letras e), f) y g), respectivamente.

e) Reemplázase en el literal f), que ha pasado a ser letra e), la expresión “la Nómina”, por “las Nóminas”.

f) Sustitúyese en la letra h), que ha pasado a ser literal g), la frase “Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral” por “Designar y remover al Director del Servicio Electoral, conforme a lo dispuesto en el artículo 68”.

g) Agréganse los siguientes literales h), i), j) k), y l) nuevos, pasando el actual literal i) a ser letra ll):

“h) Dictar normas e instrucciones acerca de la aplicación de las disposiciones electorales, de partidos políticos y de control del gasto electoral, especialmente aquellas que correspondan a la aplicación de las leyes números 18.700, 18.603 y 19.884 que deban aplicarse en Chile o en el extranjero, según corresponda. La normativa y las resoluciones que emanen de este Consejo serán obligatorias y deberán ser sistematizadas a fin de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas por el público en general. Esta facultad no obsta a lo establecido en el artículo 61 de la ley N° 18.603.

i) Aprobar las políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

j) Pronunciarse sobre la infracción señalada en la letra a) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884.

k) Requerir el pronunciamiento del Tribunal Calificador de Elecciones en los casos en que la ley lo ordene.

l) Contribuir al desarrollo de la vida democrática del país, fomentando la educación cívica electoral de los ciudadanos.”.

11.- En el artículo 68:

a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la palabra “funciones”, la expresión “y atribuciones”.

b) Elimínase en el literal c), la frase “, previo acuerdo del Consejo Directivo”.

c) Agrégase en el literal d), la siguiente oración final: “Asimismo, el Director del Servicio propondrá para su aprobación al Consejo el aumento de presupuesto para la contratación del personal transitorio necesario para los procesos electorales.”.

d) Reemplázase el literal e), por el siguiente: 

“e) Ejecutar los actos, dictar las resoluciones y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio, tales como, contratar bienes y servicios para el cumplimiento de sus funciones.”.

e) Agrégase en el literal f), a continuación de la palabra “Servicio”, la siguiente frase “, salvo la dictación de la resolución final de procedimientos sancionatorios”.

f) Suprímese el literal h), pasando los actuales literales i) y j) a ser letras h) e i), respectivamente.

g) Reemplázase los actuales literales k), l), m) y n) por las siguientes letras j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r), s), t) y u):

“j) Designar y remover a los Subdirectores de conformidad a las normas del Título VI de la ley N° 19.882. 

k) Proponer para su aprobación al Consejo Directivo el presupuesto del Servicio. 

l) Proponer al Consejo Directivo del Servicio Electoral los miembros de las Juntas Electorales.

m) Proponer al Consejo Directivo los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados a los que se refiere la ley.

n) Proponer al Consejo Directivo, con la colaboración de los Subdirectores, las normas e instrucciones de carácter general que disponga el Párrafo 6°, Título I de la ley N° 18.700, la ley N° 18.603, la ley N° 19.884 y aquellas políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

ñ) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley N° 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente.

o) Informar al Consejo Directivo del Servicio, plena y documentadamente, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio.

p) Requerir personalmente o a través de los Subdirectores, los antecedentes necesarios de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.

q) Disponer, para la fiscalización o investigación de las materias de competencia del Servicio Electoral, la citación o el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas centrales de partidos políticos; y el ingreso a los domicilios registrados ante el servicio electoral por aquellas personas y a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos.

Si de la investigación resultare fundamental el acceso a cuentas corrientes de las personas mencionadas en el párrafo anterior o el ingreso a sus domicilios particulares, deberá siempre requerir el consentimiento del afectado o la autorización judicial correspondiente.

r) Resolver los procedimientos administrativos que esta ley establece, y aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en esta ley.

s) Elevar al Consejo Directivo los antecedentes respecto de infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

t) Disponer la publicación en el sitio web institucional de todas aquellas resoluciones, instrucciones o normas de carácter general que el Servicio dicte.

u) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes y ejecutar las normas e instrucciones de general aplicación que dicte el Consejo.”.

h) Agrégase los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:

“El Director del Servicio Electoral durará cinco años en su cargo, pudiendo ser renovado hasta por dos períodos consecutivos. Cesará en su cargo por las siguientes causales:

1) Expiración del plazo por el que fue nombrado.

2) Haber cumplido los 75 años de edad.

3) Renuncia voluntaria, aceptada por el Consejo Directivo del Servicio Electoral.

4) Incapacidad síquica o física sobreviniente para el desempeño del cargo.

5) Inhabilidad sobreviniente.

6) Incumplimiento grave de sus obligaciones.

Las causales señaladas en los números 3), 4), 5) y 6) serán declaradas por el Consejo Directivo del Servicio Electoral, previa audiencia del Director afectado.

Cuando el Director cese en su cargo por expiración del plazo por el que fue nombrado, tendrá derecho a la indemnización que señala el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El Director del Servicio Electoral estará afecto a los Párrafos 5° y 6° del Título VI de la ley N° 19.882. En este caso, el convenio de desempeño será celebrado entre el Consejo Directivo y el Director del Servicio Electoral y tendrá una duración de cinco años. Corresponderá al Consejo determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.”.

12.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:

“Artículo 69.- La Dirección del Servicio contará con tres Subdirecciones que serán sus colaboradoras inmediatas y tendrán las funciones y atribuciones que se indican en los Párrafos 4°, 5° y 6° de este Título.

Los Subdirectores deberán informar al Director del Servicio, dentro de las 48 horas siguientes desde que tomen conocimiento de toda información o antecedente que corresponda fiscalizar o supervisar respecto de otro organismo o servicio de la administración del Estado.

Los Subdirectores estarán afectos al Título VI de la ley N° 19.882. Los perfiles de los cargos de Subdirector deberán ser aprobados por el Consejo del Servicio Electoral.
El Director del Servicio tendrá derecho a asistir a las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz.”.

13.- Sustitúyese en el artículo 70, la expresión “al Subdirector” por “a los Subdirectores”.

14.- Intercálanse los siguientes Párrafos 4°, 5°, 6° y 7°, nuevos, pasando el actual Párrafo 4° a ser Párrafo 8°:

“Párrafo 4°

De la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral

Artículo 70 A.- Corresponderán a la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Administrar los Padrones Electorales, para lo cual deberá formar, mantener y actualizar el Registro Electoral. 

b) Elaborar y presentar al Director una propuesta de los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados en los términos señalados en la ley.

c) Elaborar propuestas sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral, las que serán ordenadas y resueltas por el Director del Servicio.

d) Resolver las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento.

e) Recepcionar, ponerles cargo y otorgar recibo de las declaraciones de candidaturas que les presenten los partidos políticos, pactos electorales y candidatos independientes. Asimismo, recibir el retiro de candidaturas independientes.

f) Recepcionar los pactos electorales que los partidos políticos le presenten y recibir las comunicaciones referidas a los mismos.

g) Comunicar a las Juntas Electorales las designaciones de las personas y sus respectivos subrogantes que estarán a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial.

h) Proponer al Director la resolución que determine el número mínimo necesario de patrocinantes para candidaturas independientes.

i) Colaborar con el Director en el ejercicio de las facultades y atribuciones que la ley N° 18.700 le encomienda en lo relativo al acto electoral.

j) Determinar, para cada circunscripción electoral en el territorio nacional, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios. 

k) Determinar las características de la urna de conformidad a la ley.

l) Fiscalizar que los candidatos cumplan con la normativa electoral al inscribir sus candidaturas.

m) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a la normativa sobre votaciones populares y escrutinios. 

n) Desempeñar las demás atribuciones que ésta u otras leyes le encomienden.

Párrafo 5°

De la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral

 Artículo 70 B.- Corresponderán a la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas sobre aportes y gastos electorales, campañas electorales y propaganda electoral.

b) Recepcionar, conocer y analizar las rendiciones de cuentas de campaña de los candidatos y los partidos políticos, y pronunciarse a su respecto, observándolas y proponiendo su aprobación o rechazo. Para lo anterior, podrá realizar y ordenar auditorías al estado  financiero del candidato o del partido, con cargo a quien es objeto de la misma, según corresponda.

c) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a las normas de la ley N° 19.884 y al párrafo 6° del título I de la ley N° 18.700.

d) Mantener un sitio web que dé publicidad a la información relativa a los gastos, sean o no electorales, en que incurran los candidatos y los partidos políticos, así como del financiamiento de los mismos y de las demás materias que la ley dispone sean publicadas en dicha plataforma.

e) Disponer el diseño e impresión de libros, formularios y demás documentos que sean necesarios para el control de los ingresos y gastos electorales.

f) Proponer al Director del Servicio la contratación de personal necesario para el desarrollo de actos electorales y plebiscitarios.

g) Desempeñar las demás funciones que ésta u otras leyes le encomienden. 

Párrafo 6°

De la Subdirección de Partidos Políticos

 Artículo 70 C.- Corresponderán a la Subdirección de Partidos Políticos las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos, y en general todas las obligaciones establecidas en la ley N° 18.603.

b) Supervisar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 21 y 21 bis de la ley N° 19.884.

c) Recibir las oposiciones a la formación de partidos políticos y sustanciar dicho procedimiento de oposición de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603.

d) Llevar el Registro de Partidos Políticos actualizado correspondiente a cada región, según lo disponga el Director.

e) Llevar el Registro general actualizado de los afiliados de los partidos políticos y recibir las renuncias de afiliación que le presenten.

f) Recibir en custodia las declaraciones de intereses y patrimonio que deban efectuar aquellos miembros de las Directivas de los Partidos que señale la ley y velar por el cumplimiento de las normas que las regulan.

g) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por los incumplimientos o infracciones a la normativa sobre partidos políticos.

h) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes.

Párrafo 7°

Del procedimiento administrativo sancionador

Artículo 70 D.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de esta ley se sujetarán a las reglas de este artículo:

1.- Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada por cualquier elector ante ella. 

Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.

Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio sólo si a juicio del Subdirector respectivo resulta seria, plausible y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará su archivo por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

Declarada admisible la denuncia se procederá conforme al número 3 de este artículo.

2.- La Subdirección impulsará de oficio el procedimiento. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución final, salvo respecto del denunciante y de los sujetos en contra quienes se dirige la investigación, los que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.

3.- La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con la notificación al presunto infractor, mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral.

Dicha notificación contendrá una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y el plazo para evacuar traslado.

4.- Las notificaciones se harán mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación por carta certificada se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.

5.- El sujeto cuya responsabilidad se investiga tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral.

6.- Evacuado el traslado del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección respectiva resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.

La Subdirección respectiva dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.

7.- Los hechos investigados y las responsabilidades a que éstos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

8.- Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el Subdirector correspondiente emitirá, dentro de cinco días, un informe en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar. Dicho informe deberá contener la individualización del o de los sujetos investigados; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, según corresponda, y la proposición al Director del Servicio Electoral de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución.

9.- Emitido el informe, el Subdirector correspondiente elevará los antecedentes al Director del Servicio Electoral, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior y una vez recibido el informe del Subdirector, si el Director determina que existen antecedentes suficientes que pudieren configurar alguna de las infracciones graves señaladas en el artículo 28 bis de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral elevará dichos antecedentes al Consejo Directivo dentro del plazo de cinco días hábiles, para que éste resuelva. El Consejo Directivo tendrá el plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes para resolver.

En caso de que el Consejo Directivo resuelva que no se ha verificado una infracción grave devolverá los antecedentes al Director del Servicio Electoral, para que dicte resolución final, de conformidad al párrafo primero.

10.- De la resolución que pusiere fin a la instancia administrativa ante el Director del Servicio Electoral, podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de quinto día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca para tal efecto, de conformidad al artículo 12 de la ley Nº 18.460.

11. Contra las resoluciones del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.

12. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.

Los plazos establecidos en este Párrafo 7° son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, los domingos y los festivos.

Artículo 70 E.- La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral considerando la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, su eventual reincidencia y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Consejo Directivo del Servicio Electoral determinará mediante instrucciones generales la forma en que deberán aplicarse estos criterios.

Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos y se aplicará como sanción la suma de los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.”.

15.- Incorpórase el siguiente artículo 76: 

“Artículo 76.- En los años en que se realicen elecciones o plebiscitos de conformidad a lo establecido en la ley N° 18.700, el Servicio Electoral consultará en los respectivos programas presupuestarios, recursos para la contratación de personal, según lo disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.
Artículo 6°.- Modifícase la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, en los siguientes términos:

a) Agrégase el siguiente artículo 6° bis:
“Artículo 6° bis.- Tratándose de las elecciones primarias reguladas en esta ley, solo podrá efectuarse propaganda electoral desde el trigésimo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria respectiva, ambos días inclusive.”.

b) Incorpórase, en el artículo 42, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“En el caso de los candidatos presidenciales que no resulten nominados, pero que sean declarados candidatos en una elección distinta, continuarán utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que establece la ley N° 19.884, y les serán aplicables los límites de gasto electoral que correspondan según el tipo de elección a que sea candidato en definitiva. Lo gastado durante el periodo de campaña de la elección primaria será imputado a dicho límite, con un tope de veinticinco por ciento.”.

Artículo 7°.- Elimínase, en el ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEXTO de la ley N° 19.882, la expresión “Servicio Electoral,”.


Artículo 8°.- Modifícase la ley N° 18.583, orgánica constitucional que fija planta del Servicio Electoral, de la siguiente manera:

 1.- En el artículo 1°:

a) Incorpórase, a continuación de la palabra "Director", la frase ", Primer Nivel Jerárquico Título VI ley N°19.882.".

b) En la planta de "Directivos afectos al Título VI de la ley N°19.882":

i.- Reemplázase la expresión "Subdirector" por "Subdirectores"; 

ii.- Créanse dos nuevos cargos de Subdirectores, grado 2°, de la Escala Única de Sueldos, y

iii.- Créanse cinco nuevos cargos de Jefes de División, grado 3°, de la Escala Única de Sueldos.

c) En la planta de Profesionales: 

Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:

i.- Dos cargos en el grado 4°;

ii.- Dos cargos en el grado 5°; 

iii.- Tres cargos en el grado 6°; 

iv.- Seis cargos en el grado 7°; 

v.- Seis cargos en el grado 8°; 

vi. Seis cargos en el grado 9°, 

vii.- Dos cargos en el grado 10°, y

viii.- Un cargo en el grado 11°. 

d) En la planta de Técnicos: 

Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:

i.- Tres cargos en el grado 9°;

ii.- Tres cargos en el grado 10°; 

iii.- Tres cargos en el grado 11°;

iv.- Cinco cargos en el grado 12°; 

v.- Seis cargos en el grado 13°; 

vi.- Siete cargos en el grado 14°, y

vii.- Siete cargos en el grado 15°.

e) En la planta de Administrativos: 

Suprímense doce cargos grado 18°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que éstos quedaren vacantes por cualquier causa.

f) En la planta de Auxiliares: 

Suprímense seis cargos grado 22°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que éstos quedaren vacantes por cualquier causa.

Las supresiones de cargos dispuestas en las plantas de Administrativos y Auxiliares se formalizarán mediante resolución del Director del Servicio Electoral visada por la Dirección de Presupuestos.

2.- En el artículo 1°A: 

 
a) Reemplázase, en los requisitos para desempeñar el cargo de Jefe Superior del Servicio, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, diez años".

 
b) Sustitúyese, en los requisitos para desempeñar el cargo de Subdirector, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años".


c) En la planta de Profesionales:

 
i.- Incorpórase, a continuación del enunciado "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°", la expresión ", alternativamente:".

 
ii.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i". 

 
iii.- Incorpórase el siguiente párrafo final, nuevo, que fija requisitos para desempeñar un cargo en los grados 5°, 6° y 7°: 

 
"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado.".

 
iv.- Intercálase, a continuación del enunciado "Profesionales, grados 8° y 9°", la expresión ", alternativamente:".

 
v.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 8° y 9°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i", y

vi.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo, que fija requisitos para desempeñar cargos en los grados 8° y 9°:

 
"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.".


3.- Agréganse, los siguientes artículos 4°, 5°, 6°, 7° y 8° permanentes:

 
“Artículo 4°.- Al Servicio Electoral le será aplicable lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N°19.553, con excepción de sus letras d), en cuanto a la suscripción de un convenio de desempeño; f), en cuanto a la participación de un Ministerio, y g), en cuanto a la visación de un acto administrativo por un Subsecretario, para los efectos del otorgamiento del incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 3º de la citada ley.

 
Artículo 5°.- El Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá efectuar una cuenta pública en el mes de mayo de cada año. Asimismo, pondrá en conocimiento de las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados que correspondan, la información relativa a la implementación de las leyes números 18.603, 19.884 y 18.700.

 
Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Director del Servicio Electoral deberá informar, en marzo de cada año, al Consejo acerca de las materias que éste solicite.

Artículo 6°.- Establécese una Asignación Electoral para el personal de planta y a contrata del Servicio Electoral, la que contendrá los siguientes componentes:

a) Un componente fijo, y

b) Un componente proporcional, que se regirá por las disposiciones del artículo 8° de esta ley. 

La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

El personal que preste servicios por un período de tiempo inferior a un mes, tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.

Artículo 7°.- El componente fijo a que se refiere la letra a) del artículo anterior de esta ley, ascenderá a $100.000 brutos mensuales. 

Dicho monto se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Artículo 8°.- El componente proporcional a que se refiere la letra b) del artículo 6° ascenderá a un 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:

a) Sueldo base; 

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185;

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185, y

d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N° 1.770, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1977.”.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones de adecuación a los textos legales que se indican:

 
1) En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


a) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere,”, por “Servicio Electoral”. 


b) Suprímese, en los incisos sexto y séptimo del artículo 3° bis, la expresión “Director del”.


c) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 5°, la frase “Director del Servicio Electoral o el Director Regional respectivo”, por “Servicio Electoral”.


d) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 7° y en el inciso segundo del artículo 53, la expresión “Director del”.


2) En la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


a) Reemplázase, en el inciso séptimo del artículo 4° y en el inciso tercero del artículo 14 bis, la expresión “Director del” por “Consejo Directivo del”.


b) Sustitúyese, en los incisos tercero y quinto del artículo 30, en el inciso segundo del artículo 32, en la letra c) del artículo 33 y en el inciso primero del artículo 41, la expresión “Director” por “Subdirector de Control del Gasto y Financiamiento Electoral”.


3) En la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos:


a) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 7°, la palabra “Director” por “Consejo Directivo”.


b) Elimínase la frase “Director del” en los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 10; en el artículo 11; en el inciso cuarto del artículo 18; en el inciso segundo del artículo 19, y en el artículo 20.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 34, la palabra “Director” por “Consejo Directivo”.


d) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “Tribunal Calificador de Elecciones” por “Director del Servicio Electoral”.


e) Elimínase la frase “Director del” en los incisos primero y segundo del artículo 51, y reemplázase, en su inciso tercero, la palabra “Tribunal” por “Director del Servicio Electoral”.


f) Reemplázase, en el artículo 53, la palabra “Director” por “Subdirector de Partidos Políticos”.


g) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 55, las palabras “el Tribunal” por el vocablo “se”.


h) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 57, la frase “en única instancia y sin ulterior recurso, por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme al procedimiento señalado en el artículo precedente”, por la siguiente: “por el Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica”.


i) Sustitúyese, en el artículo 59, la palabra “apelaciones” por “reclamaciones”.


j) Elimínase, en el artículo 61, la frase “ante el Director del Servicio Electoral y”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

 
Artículo primero.- A partir de los treinta días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Servicio Electoral deberá mantener actualizados los Registros de Afiliados de cada partido político. Se considerarán actualizados dichos registros una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentren afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio.

Para efectos de lo anterior, los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones y desafiliaciones que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.

 
Artículo segundo.- Los partidos políticos deberán reinscribir a sus afiliados en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, en el plazo de doce meses desde la publicación de esta ley. Transcurrido dicho plazo, el Registro de Afiliados de cada partido que constará ante el Servicio Electoral se compondrá exclusivamente por quienes se hubieren reinscrito conforme a este artículo y por los nuevos afiliados inscritos a partir del mes de agosto de 2014, de conformidad a lo dispuesto en la resolución N° 2381, del Servicio Electoral, de 28 de julio de 2014.

 
Esta reinscripción consistirá en la ratificación, por parte de los afiliados, de su voluntad de permanecer en tal calidad en el respectivo partido político, la que deberá efectuarse en forma personal e indelegable ante un ministro de fe y utilizando el formulario único que, para este fin, elaborará el Servicio Electoral dentro de los quince días corridos desde la publicación de la ley. Para efectos de este artículo, se considerarán ministros de fe los notarios, los funcionarios del Servicio Electoral que determine su Director y los oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación que determine su Director, ninguno de los cuales podrá cobrar por este servicio o negarse a recibir dicha ratificación. El Servicio Electoral tendrá por acreditado el cumplimiento de esta obligación mediante la recepción de las ratificaciones debidamente efectuadas en cada región y deberá establecer mecanismos electrónicos para que los afiliados ratifiquen su afiliación ante dicho Servicio de forma fidedigna.

 
Durante los doce meses en que se efectúe la reinscripción, y antes de que se configure el padrón actualizado a que alude el inciso primero, en las elecciones internas que desarrollen los partidos políticos sólo podrán votar quienes figuren en el Registro de Afiliados que conste ante el Servicio Electoral, determinado con al menos un mes de anterioridad a la elección y, en ningún caso con posterioridad a la inscripción de candidaturas. En tales elecciones, supervisadas por el Servicio Electoral, los partidos políticos podrán implementar procesos de reinscripción de afiliados que participen en una elección interna del partido político. Esta reinscripción deberá realizarse utilizando el formulario correspondiente y el Servicio Electoral establecerá las condiciones que aseguren el carácter personal e indelegable de la misma, incluyendo la exigencia de acompañar una fotocopia simple de la cédula nacional de identidad de cada afiliado.

 
Cualquier afiliado podrá solicitar, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia del Registro de Afiliados al partido político al que pertenece, el cual deberá contener el nombre completo de los afiliados, cédula nacional de identidad y su domicilio. El Servicio Electoral determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a éstos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas al ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad al artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada.

 
Durante los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, los partidos políticos recibirán el total de los aportes que les correspondan según lo prescrito en el artículo 33 bis de la ley N° 18.603. Cumplidos estos doce meses, recibirán dicho aporte sólo respecto de las regiones en que su padrón de militantes, resultante luego del proceso de reinscripción, alcance el número de afiliados mínimo exigido en la ley para constituirse como partido en cada región. Con todo, en aquellas regiones donde esta exigencia sea inferior a las 500 personas, los partidos deberán acreditar como mínimo a 500 afiliados. A partir de la próxima elección de diputados, los partidos recibirán el aporte establecido en el artículo 33 bis mencionado, de conformidad a las reglas que ahí se disponen.

 
Los militantes que no se reinscribieren en virtud de este artículo quedarán suspendidos de sus derechos de afiliado al partido correspondiente y no serán contabilizados por el Servicio Electoral para efectos de determinar los mínimos que exige el artículo 42 de la ley N° 18.603.

 
Las normas sobre reinscripción no se aplicarán a los partidos políticos constituidos a partir del 5 de mayo de 2015 ni a los que se encuentren en proceso de formación a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante un decreto con fuerza de ley, el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nos.19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral; 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios; 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos; 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral; 18.583, orgánica constitucional que Fija Planta del Servicio Electoral y modifica ley N°18.556, y 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes.


Artículo cuarto.- El presupuesto del Servicio Electoral, como órgano autónomo, se conformará en la ley de presupuestos del año siguiente al de publicación de esta ley, creándose para ello, las Partidas, Capítulos y Programas que se requieran, como asimismo, la apertura de subtítulos, ítem, asignaciones y las glosas que sean pertinentes.

 
En el año de publicación de la presente ley y sólo para efectos presupuestarios, el Servicio Electoral continuará rigiéndose por la Partida presupuestaria 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

 
En caso de que la presente ley entrare en vigencia en una época que haga inaplicable lo señalado en el inciso primero de este artículo, el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, procederá a conformar para ese año presupuestario, el presupuesto del Servicio Electoral, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

 
Artículo quinto.- Los funcionarios que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública en el Servicio Electoral a la época de entrada en vigencia de la presente ley, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N°19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa. El Director del Servicio Electoral que se encuentre designado a la fecha de publicación de esta ley, seguirá afecto a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, y no regirá a su respecto lo dispuesto en los incisos segundo al quinto del artículo 68 de la ley N° 18.556, incorporados por medio del artículo 5° de la presente ley, salvo que opte por suscribir el convenio de desempeño que establece el inciso quinto antes señalado, caso en el cual la duración en el cargo se computará desde su designación en el mismo y la vigencia del convenio será por el período que le reste para completar cinco años en el cargo.
 
Artículo sexto.- Quien se encuentre desempeñando el cargo de Subdirector del Servicio Electoral en calidad de titular, a la época de entrada en vigencia de la presente ley, asumirá el cargo de Subdirector de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.

Artículo séptimo.- Tratándose de las elecciones primarias de alcaldes a efectuarse el año 2016, la nómina a que alude el inciso tercero del artículo 32 de la ley N° 18.700, contenido en el número 7 del artículo 1° de esta ley, deberá dictarse dentro de los primeros treinta días corridos contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo octavo.- Durante el año 2016, mientras no se encuentre implementado el sistema electrónico de recepción de aportes del Servicio Electoral, los aportes que tratan los artículos 9°, 16 y 17 de la ley N° 19.884, modificados por el artículo 2° de esta ley, se deberán efectuar mediante depósito bancario conforme a las instrucciones que al efecto imparta dicho Servicio.

Artículo noveno.- El sitio web de recepción de denuncias del Servicio Electoral a que alude el artículo 70 D de la ley N° 18.556, incorporado por el número 14 del artículo 5° de esta ley, deberá estar operativo el 25 de julio de 2016. Antes de la fecha señalada, las denuncias podrán efectuarse en los formularios que disponga materialmente el Servicio Electoral en cada una de sus sedes.

Artículo décimo.- La Asignación Electoral establecida en el artículo 6° de la ley N° 18.583, incorporado por el artículo 8° de esta ley, entrará en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Sin perjuicio de lo anterior, los componentes de la referida Asignación Electoral se sujetarán a la progresión que se indica para cada uno de los años que se señalan:

1) Desde la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año de dicha publicación:

a) Componente fijo: $50.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 5%.

2) Desde el 1° de enero del año siguiente al de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de esa misma anualidad:

a) Componente fijo: $75.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 7,5%.

3) A contar del 1° de enero del año subsiguiente al de la publicación de la presente ley:

a) Componente fijo: $100.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 10%.

Asimismo, el componente fijo de la Asignación Electoral establecida en el artículo 8° de la presente ley sólo se reajustará a contar del mes de diciembre del año subsiguiente al de la publicación de la presente ley.

Artículo undécimo.- Los parlamentarios en ejercicio a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, que hayan sido elegidos como independientes en pacto con uno o más partidos políticos serán considerados como independientes asociados a un partido político para efectos del artículo 33 bis de la ley N° 18.603, a que se refiere el número 2 del artículo 3° de esta ley.

Artículo duodécimo.- El primer aporte trimestral a que alude el artículo 33 bis de la ley N° 18.603, a que se refiere el número 2 del artículo 3° de esta ley, correspondiente al mes de enero del año 2016, se entregará dentro de los 15 días siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo décimo tercero.- Los gastos que irrogue esta ley en su primer año presupuestario de aplicación se financiarán con los recursos consultados en la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, se podrán suplementar con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público. Para los años siguientes, será financiado en la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público.

Durante el mismo período a que se refiere el inciso anterior, increméntase en 38 cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Electoral.”.

-------





Acordado en sesión celebrada el 26 de enero de 2016, con asistencia de los Diputados señores Auth, Chahin, Monckeberg, don Cristián, Soto y Squella y de los Senadores señores García Ruminot (reemplazado por el Senador señor Baldo Prokurica Prokurica), Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.





Valparaíso, a 26 de enero de 2016.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión Mixta.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE FORTALECE EL CARÁCTER PÚBLICO Y DEMOCRÁTICO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y FACILITA SU MODERNIZACIÓN

(10.154-07)
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:





La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, que se originó en un Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria. 





La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 26 de enero de 2016, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Diputados señores Auth, Coloma, Chahin, Monckeberg, don Cristián y Soto.





El Senado, en sesión celebrada en igual fecha, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Senadores que integran la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.





Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con la asistencia de los Senadores Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán, quien fue reemplazado por el Senador señor Eugenio Tuma Zedán, Víctor Pérez Varela, Baldo Prokurica Prokurica, que reemplazó al Senador señor García Ruminot e Ignacio Walker Prieto y de los Diputados señores Pepe Auth Stewart, Juan Antonio Coloma Álamos, Fuad Chahin Valenzuela, Cristián Monckeberg Bruner y Leonardo Soto Ferrada, eligiendo como Presidente al Senador señor Walker, don Ignacio e inmediatamente se abocó al cumplimiento de su cometido.

QUÓRUM DE VOTACIÓN

Se hace presente que la proposición que formula la Comisión Mixta, respecto del artículo 23 bis, contenido en el numeral 22, del artículo 24, contenido en el numeral 23 y de los artículos 35 ter y 35 quáter del artículo 1° del proyecto de ley, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por cuanto dice relación con los artículos 18 y 19 N° 15°, inciso quinto de la Carta Fundamental, sistema electoral público y partidos políticos de la Constitución Política de la República. Requiere de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

 



A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión Mixta, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, la Subsecretaria señora Patricia Silva Meléndez, el asesor señor Exequiel Silva; de la División de Relaciones Políticas e Institucionales: El Jefe de la División señor Gabriel de la Fuente y el abogado señor Nicolás Torrealba; las asesoras señoras Valeria Lubbert, María José Solano y los asesores señores Hugo Arias, Giovanni Semería, Gabriel Osorio, Felipe Cowley, Erich Schuake y César Pérez; del Ministerio Secretaría General de Gobierno: el Ministro señor Marcelo Díaz Díaz y el Jefe de Gabinete señor Mauricio Bugueño; del Ministerio del Interior: el Subsecretario señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo y la Jefa de Gabinete señora Paula Pacheco; del Comité Partido Demócrata Cristiano del Senado: la asesora señora Constanza González; del Comité Partido Demócrata Cristiano de la Cámara de Diputados: los asesores señores Rodrigo Vega y Gonzalo Duarte; del Comité Partido por la Democracia del Senado: el asesor señor Sebastián Abarca; del Comité Partido por la Democracia de la Cámara de Diputados: el asesor señor Abraham Valdebenito; del Comité del Partido Comunista de la Cámara de Diputados: el asesor señor Juan Urra; del Instituto Libertad: el abogado señor David Huina; de la Fundación Jaime Guzmán: el asesor legislativo señor Héctor Mery; del Instituto Igualdad: los asesores señores Claudio Rodríguez y Francisco González; del Diario El Mercurio: la periodista señora Fernanda Paul; del Diario La Tercera: la periodista señora Macarena Vega y los periodistas señores Javier Canales y Emmanuel Ganora; del Canal 13 de Televisión: la periodista señora Lorena Ferraro; la periodista señora Marcela Acuña. Asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz D’Albora, el señor Leonardo Estradé-Brancoli. Del Senador Ignacio Walker, la periodista señora Javiera Andaur y el Jefe de Gabinete señor Javier Igor. Del Senador Harboe, la Jefa de Gabinete señora Deborah Bailey. Del Senador Coloma, el señor Álvaro Pillado. Del Senador Prokurica, el señor Rodrigo Suárez. De la Presidencia del Senado, el Jefe de Gabinete señor José Ruiz. Del Diputado Leonardo Soto, el Jefe de Prensa señor Franco Pardo. Del Diputado Squella, el señor Alejandro Guzmán.

-------

MATERIAS DE LAS DIVERGENCIAS

Las controversias se han originado en el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por el Senado al texto despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.

Las disposiciones sujetas a la consideración de la Comisión Mixta corresponden al artículo 23 bis, contenido en el numeral 22 del artículo 1°, en lo que respecta a la destinación por parte del Servicio Electoral de uno o más de sus funcionarios para presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe. Asimismo, el numeral 35 del artículo 1°, que contiene los artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, específicamente en cuanto al artículo 35 ter –destino de los bienes inmuebles de los partidos políticos e información anual al Servicio Electoral sobre los inmuebles inscritos a nombre del partido político- y sobre el artículo 35 quáter, que regula la inversión del patrimonio de los partidos políticos.

-------

DISCUSIÓN DE LAS DIVERGENCIAS Y ACUERDOS ADOPTADOS A SU RESPECTO

ARTÍCULO 1°QUE MODIFICA LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

NUMERAL 23-que ha pasado a ser 22-

ARTÍCULO 23 BIS

PRESENCIA DEL SERVICIO ELECTORAL EN LAS ELECCIONES INTERNAS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

La Cámara de Diputados aprobó un artículo 23 bis que regula latamente el procedimiento de las elecciones internas de los partidos políticos.

El Senado efectuó una modificación al inciso final del artículo 23 bis que establece la posibilidad de que el Servicio Electoral destine a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.

A propósito del estudio del numeral 22 del artículo 1° del texto aprobado por el Senado, y con la finalidad de proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas a su respecto entre ambas Cámaras, los Diputados señores Auth y Chahin y el Senador señor Prokurica y el Diputado señor Monckeberg, don Cristian, presentaron, respectivamente, dos propuestas que apuntan a modificar el numeral 23 del artículo 1° de dicho texto.

Asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, propuso reponer el inciso primero del artículo 24 que el numeral 23 del artículo 1° del texto aprobado por la Cámara de Diputados incorpora a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de los Partidos Políticos.

-Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo, fue rechazada por 6 votos en contra, de los Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Prokurica y de los Diputados señores Auth, Chahin y Monckeberg, don Cristian, y 3 votos a favor, de los Senadores señores Harboe, Walker, don Ignacio, y del Diputado señor Soto.

Seguidamente, la Comisión se abocó al estudio de las propuestas presentadas por los Diputados señores Auth y Chahin y el Senador señor Prokurica y el Diputado señor Monckeberg, don Cristián.

Al efecto, la propuesta del Senador señor Prokurica y del Diputado señor Monckeberg, don Cristián, repone un inciso primero al artículo 24 que el numeral 23 del artículo 1° del texto aprobado por la Cámara de Diputados incorpora a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de los partidos políticos. Dicha reposición establece que el Órgano Ejecutivo será elegido por la totalidad de los afiliados, por votación directa, secreta y universal.

Por su parte, la propuesta de los Diputados señores Auth y Chahin apunta a reponer el inciso primero del artículo 24 que el numeral 23 del artículo 1° del texto aprobado por la Cámara de Diputados incorpora a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de los partidos políticos, estableciendo, además, que si los estatutos del partido disponen que el órgano ejecutivo sea elegido por el órgano intermedio colegiado, este último deberá ser elegido por los afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, de sus adherentes.

Al iniciarse el estudio de dichas propuestas, el Diputado señor Chahin sostuvo que la iniciativa debe establecer un mecanismo de elección democrática de los órganos superiores de los partidos políticos, en tanto que, cuando el órgano intermedio procede a la elección del órgano ejecutivo, se debe garantizar la participación de los militantes o adherentes.

El Senador señor Prokurica aseveró que la propuesta debe favorecer la elección directa de las autoridades al interior de los órganos superiores de los partidos políticos, permitiendo la representación de sus militantes, sobre todo considerando las nuevas normas respecto de la constitución y financiamiento de las colectividades.

El Diputado señor Chahin, al fundamentar su voto, expuso que el sistema de democracia interna de cada partido debe ser definido democráticamente, lo que implica reconocer sistemas de democracia indirecta resguardando, en cualquier caso, la participación de los afiliados o adherentes.

El Senador señor Tuma aseveró que cada colectividad debe definir la regulación aplicable en su caso, lo que requiere reconocer sistemas de democracia indirecta.

En la misma línea, el Diputado señor Auth sostuvo que los regímenes de democracia indirecta cumplen con los mismos estándares de representación que aquellos de votación directa, toda vez que se trata de un asunto que atinge a los sistemas electorales sin afectar la esencia del principio democrático, que se expresa en la votación universal, secreta e informada de los electores.

El Diputado señor Chahin abogó por establecer, en cualquier caso, mecanismos de votación directa, lo que cautela de mejor manera la representación de los afiliados.

El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación, lo que resulta recogido al asegurarse un estándar de representatividad de los integrantes del órgano intermedio colegiado.

El Senador señor Guillier manifestó que resulta necesario analizar la pertinencia de mecanismos que garanticen la representación de diversos sectores ciudadanos, tal como ocurre con los regímenes de cuota. En ese contexto, arguyó que un sistema de democracia indirecta puede asegurar igualmente la debida representatividad de los órganos colegiados de los partidos políticos.

Puesta en votación la propuesta del Senador señor Prokurica y del Diputado señor Monckeberg, don Cristian, se produjo un empate, al registrarse 4 votos a favor, de los Senadores señores Pérez Varela y Prokurica y de los Diputados señores Coloma y Monckeberg, don Cristian; 4 votos en contra, de los Senadores señores Tuma y Walker, don Ignacio, y de los Diputados señores Auth y Soto, y 2 abstenciones, de los Senadores señor Guillier y del Diputado señor Chahin.

Repetida la votación, en conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, se produjo el mismo resultado. En consecuencia, la propuesta del Senador señor Prokurica y del Diputado señor Monckeberg, don Cristian, fue rechazada.

-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes, Diputados señores Auth, Coloma, Chahin, Monckeberg, don Cristián y Soto, y Senadores señores Guillier, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Walker, don Ignacio ratificó la modificación efectuada por el Senado al artículo 23 bis, contenido en el numeral 22 del articulo 1°.

-En lo que respecta al artículo 24, contenido en el numeral 23 del artículo 1°, la Comisión Mixta aprobó por 8 votos a favor, de los Diputados señores Auth, Coloma, Chahin y Soto, y de los Senadores señores Guillier, Pérez Varela, Tuma y Walker, don Ignacio y 2 abstenciones, del Diputado señor Monckeberg, don Cristián y del Senador señor Prokurica incorporar el texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, con una adecuación, agregando una oración final –propuesta por los Diputados señores Auth y Chahin- del siguiente tenor:

“Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.”.

ARTÍCULO 1°QUE MODIFICA LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

NUMERAL 35

ARTÍCULO 35 TER Y EL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 35 QUÁTER

DESTINO DE LOS BIENES INMUEBLES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS E INFORMACIÓN ANUAL AL SERVICIO ELECTORAL SOBRE LOS INMUEBLES INSCRITOS A NOMBRE DEL PARTIDO POLÍTICO Y LA INVERSIÓN DEL PATRIMONIO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

La Cámara de Diputados aprobó un numeral 35, que agregaba un artículo 35 bis a la Ley sobre Partidos Políticos del siguiente tenor:

 



“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que esta ley establece. Los partidos políticos no podrán celebrar actos o contratos a título oneroso en condiciones o a un valor significativamente distinto del de mercado. Con todo, los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas, salvo las expresamente autorizadas por la ley, ni prestar servicios a título oneroso.”.

El Senado sustituyó el numeral 35 por otro que agrega los artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter.

El artículo 35 bis aprobado por el Senado no fue objeto de controversia.

El artículo 35 ter dispone que los partidos políticos podrán ser propietarios de bienes inmuebles y al menos dos tercios del total de inmuebles a nombre del partido deberán destinarse a las actividades propias de los mismos, contempladas en el artículo 2° de la ley N° 18.603. Además, se establece la obligación- para los partidos políticos- de informar anualmente al Servicio Electoral sobre la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.

El inciso final del artículo 35 quáter fue objeto de divergencia entre las Cámaras y su texto es el siguiente:

 



“Fuera de los casos previstos en los  incisos anteriores, y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo a través del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de noventa días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo.”.

El Diputado señor Monckeberg, don Cristián, manifestó que el rechazo de la Cámara de Diputados a las modificaciones introducidas por el Senado apunta a destinar, exclusivamente, los recursos de los partidos políticos a los fines para los cuales fueron constituidos.

El Senador señor Prokurica coincidió con dicha observación.

El Diputado señor Coloma agregó que las normas sobre constitución y financiamiento de los partidos que establece la iniciativa requiere regular la gestión patrimonial de los bienes de las colectividades.

El Senador señor Pérez Varela añadió que la iniciativa modifica sustancialmente el estatuto de los partidos políticos, lo que requiere evitar la destinación de su patrimonio para finalidades distintas a aquellas que le corresponde en tal calidad.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, sostuvo que el Ejecutivo apunta a evitar conflictos de intereses entre la destinación patrimonial de los bienes de un partido y los fines que éstos deben cumplir, de modo tal de permitir la gestión de sus inmuebles en el marco de su autonomía institucional.

El Diputado señor Auth afirmó que los partidos políticos cuentan con un patrimonio obtenido legítimamente, lo que genera la necesidad de cautelar la gestión que tales colectividades puedan desarrollar a su respecto.

El Diputado señor Chahín coincidió don dicha observación, considerando que los partidos políticos que cuentan con patrimonio inmobiliario deben poder acceder a las rentas que produzcan.

El Diputado señor Soto abogó por cautelar la gestión patrimonial de los partidos políticos, lo que les otorga mayor autonomía e independencia respecto de terceros.

El Senador señor Walker, don Ignacio, propuso poner en votación el texto aprobado por el Senado.

-La Comisión Mixta, por 7 votos a favor, de los Diputados señores Auth, Chahin y Soto, y de los Senadores señores Guillier, Pérez Varela, Tuma y Walker, don Ignacio, 1 voto en contra del Diputado señor Coloma y 2 abstenciones del Diputado señor Monckeberg, don Cristián y del Senador señor Prokurica, aprobó las enmiendas del Senado respecto del artículo 35 ter y del inciso final del artículo 35 quáter.

-------

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


 


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, la Comisión Mixta viene en proponer la resolución de las discrepancias entre ambas ramas del Congreso Nacional del siguiente modo:

ARTÍCULO 1°

NUMERAL 23-que ha pasado a ser numeral 22-

ARTÍCULO 23 BIS

PRESENCIA DEL SERVICIO ELECTORAL EN LAS ELECCIONES INTERNAS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

 



Aprobar la modificación introducida por el Senado.

NUMERAL 24 –que ha pasado a ser numeral 23-

ARTÍCULO 24

ELECCIONES ÓRGANO EJECUTIVO Y ÓRGANO INTERMEDIO COLEGIADO

Incorporar el siguiente inciso primero al artículo 24:

 



“Artículo 24.- El Órgano Ejecutivo será elegido por sus afiliados o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político, y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral. Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.”.

NUMERAL 35

ARTÍCULO 35 TER Y EL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 35 QUÁTER

DESTINO DE LOS BIENES INMUEBLES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS E INFORMACIÓN ANUAL AL SERVICIO ELECTORAL SOBRE LOS INMUEBLES INSCRITOS A NOMBRE DEL PARTIDO POLÍTICO Y LA INVERSIÓN DEL PATRIMONIO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

Aprobar las enmiendas del Senado.

-------

TEXTO DEL PROYECTO





En caso de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, las siguientes modificaciones:

 



1. Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

 



“Artículo 1º.- Los partidos políticos son asociaciones autónomas y voluntarias organizadas democráticamente, dotadas de personalidad jurídica de derecho público, integradas por personas naturales que comparten unos mismos principios ideológicos y políticos, cuya finalidad es contribuir al funcionamiento del sistema democrático y ejercer influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional.

 



Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y expresión de la voluntad popular, son instrumento fundamental para la participación política democrática, contribuyen a la integración de la representación nacional y son mediadores entre las personas y el Estado.

 



Los partidos políticos deberán contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto, garantía y promoción de los derechos humanos reconocidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes.”.

 



2. En el artículo 2°:

 



a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “sólo las conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, para lo cual y con el objeto de poner en práctica los principios y postulados de sus programas,”, por la siguiente: “aquellas destinadas a poner en práctica sus principios, postulados y programas, para lo cual”.

 



b) Modifícase el inciso segundo en el siguiente sentido:

 



i. Reemplázase, en la letra a), la palabra “Presentar” por “Difundir”, e intercálase, entre los vocablos “los” y “habitantes”, la expresión “ciudadanos y”.

 



ii. Reemplázase, en la letra b), la expresión “los Senadores y Diputados” por “las autoridades electas”.

 



iii. Intercálanse, a continuación de la letra c), las siguientes letras d) a l), pasando la actual letra d) a ser m):

 



“d) Promover la participación política activa de la ciudadanía y propender a la inclusión de los diversos sectores de la vida nacional;

 



e) Contribuir a la formación política y cívica de la ciudadanía y de sus afiliados;

 



f) Promover la interrelación activa y continua entre la ciudadanía y las instituciones del Estado; 

 



g) Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres;

 



h) Realizar encuentros, conferencias, cursos, seminarios e investigaciones; 

 



 i) Interactuar con organismos e instituciones representativos de la sociedad civil, a nivel nacional, regional y local;

 



j) Realizar publicaciones y difundir sus políticas, planes y programas a través de los medios de difusión;

 



k) Participar políticamente en entidades nacionales o internacionales;

 



l) Realizar actividades conjuntas entre dos o más partidos políticos para el cumplimiento de sus fines;

 



c) Suprímense los incisos cuarto y quinto.

 



3. Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por la frase “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.

 



4. En el artículo 5°:

 



a) Agrégase, en la letra d) del inciso primero, la siguiente frase “, la que deberá expresar su compromiso con el fortalecimiento de la democracia y el respeto, garantía y promoción de los derechos humanos asegurados en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes;”.

 



b) Reemplázase en la letra e), la letra “y”, por la siguiente oración: “el cual deberá establecer, entre otros, los principios del partido, su estructura interna, la composición y funciones de cada uno de sus órganos, la forma de elección de sus autoridades conforme a los principios que señala esta ley, los derechos y deberes de sus afiliados y las demás normas que la ley exija, y”.

 



c) Reemplázase, en la actual letra f), las expresiones “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”, las dos veces en que aparece.

 



d) Agrégase un inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:

 



“Los notarios no podrán negarse injustificadamente a extender la escritura pública a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.

 



e) Modifícase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, en el siguiente sentido:

 



i. Reemplázase la expresión “en el inciso anterior” por “en el inciso segundo”.

 



ii. Sustitúyese la expresión “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”.

 



iii. Reemplázase la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 



iv. Elimínanse las frases “un resumen de” y “La publicación se realizará a costa de la Directiva Central provisional.”.

 



5. En el artículo 6°:

 



a) En el inciso primero:

 



i. Intercálase entre el término “días” y el punto seguido la palabra “corridos”.

 



ii. Reemplázase la frase “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en cada una de las Regiones donde esté constituyéndose, según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.” por las siguientes: “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de las regiones donde esté constituyéndose, siempre y cuando dicho porcentaje del electorado en cada región fuere superior a 500 electores. Si del cálculo descrito resultare una cantidad de electores menor a 500, los partidos políticos deberán afiliar, en dichas regiones, al menos a 500 electores. El cálculo del porcentaje señalado se hará según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.”.

 



b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las frases “de la región respectiva, o ante el oficial del Registro Civil, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario. Los notarios no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.” por la expresión “, ante el oficial del Registro Civil, o ante el funcionario habilitado del Servicio Electoral, quienes no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.





c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:

 



“Una instrucción general del Servicio Electoral establecerá el modo en que el procedimiento de constitución y afiliación del partido político en formación podrá realizarse de acuerdo con las disposiciones de la ley N°19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.”.

 



d) Reemplázase el inciso tercero, que pasado a ser cuarto, por el siguiente: 

 



“Las declaraciones deberán ser individuales y contendrán su nombre completo, apellidos, domicilio, fecha de nacimiento y cédula nacional de identidad. Cada nuevo afiliado deberá declarar bajo juramento su condición de ciudadano habilitado para votar en la región respectiva y no estar afiliado a otro partido político inscrito o en formación, ni estar o haber estado participando en la formación de un partido político en los últimos doscientos cuarenta días corridos.”.

 



e) Reemplázase, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “La Directiva Central” por “El Órgano Ejecutivo”.

 



6. En el artículo 7°:

 



a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.

 



b) Intercálase, en el inciso segundo, entre los vocablos “días” y “fatales” la palabra “hábiles”.

 



7. En el artículo 8°:

 



a) Reemplázase, en la letra a), el punto y coma (;) final por un punto aparte (.) y elimínase la letra b).

 



b) Reemplázase la expresión “, y” de la letra c), que ha pasado a ser b), por un punto aparte.

 



c) Elimínase la letra d).

 



8. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido en formación”, por la frase “sitio electrónico del Servicio”.





9. En el artículo 10:

 



a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

 



“Artículo 10.- Cualquier partido inscrito o en formación podrá deducir oposición a la formación de otro, sin que por esta causa se suspenda el proceso de constitución. La oposición deberá cumplir con lo prescrito en el artículo 30 de la ley N°19.880, ser escrita, llevar la firma del presidente del partido que la formule y ser presentada al Director del Servicio Electoral dentro del plazo de treinta días hábiles contado desde la fecha de la publicación indicada en el inciso cuarto del artículo 5°. El partido oponente será considerado como interesado en la gestión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la ley N°19.880, según corresponda.”.

 



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “sin perjuicio de lo indicado en los artículos 258, inciso segundo, y 259 del Código de Procedimiento Civil. La contestación se atendrá al artículo 309 del mismo Código” por “desde el momento en que dicha notificación se hubiere practicado”.

 



c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “de acuerdo a lo previsto en el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, lo decretará por un plazo no superior a quince días hábiles” por “lo decretará de acuerdo con lo previsto en los artículos 35 y 36 de la ley N°19.880”.

 



d) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “el Diario Oficial. El fallo se subordinará a lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil” por “su sitio electrónico. La resolución del Servicio se subordinará a lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N°19.880”.

 



10. En el artículo 11:

 



a) Sustitúyese la expresión “de lo dispuesto en el artículo 3°, inciso primero, o de los requisitos relativos” por la expresión “del requisito relativo”.

 



b) Reemplázase la expresión “un mes” por “treinta días hábiles”.

 



11. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “Diario Oficial” por “sitio electrónico del Servicio”.

 



12. En el artículo 13:

 



a) Suprímese, en el inciso primero, la expresión “3°,”.

 



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “apelar” por el término “reclamar”.

 



c) Sustitúyese, en el inciso tercero, el vocablo “apelación” por la palabra “reclamación”.

 



13. Sustitúyese, en los incisos primero y tercero del artículo 14, la palabra “apelación” por “reclamación”.

 



14. En el inciso segundo del artículo 15:

 



a) Reemplázase la expresión “la Directiva Central” por “el Órgano Ejecutivo” y sustitúyese la palabra “facultada” por “facultado”.

 



b) Suprímense los vocablos “por regiones”.

 



c) Sustitúyese la expresión “de los mínimos exigidos” por “del mínimo exigido”.

 



15. En el artículo 17:

 



a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 



b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 



16. En el artículo 18:

 



a) En el inciso primero:

 



i. Agrégase, después de la expresión “derecho a sufragio”, la frase “o extranjero avecindado en Chile por más de cinco años”.

 



ii. Reemplázase la oración “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de las de Orden y Seguridad Pública, los funcionarios y empleados de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral.” por las siguientes: “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de Orden y Seguridad Pública, el del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral. Tampoco podrán hacerlo los jueces, secretarios y ministros de fe de los tribunales de justicia; los ministros, relatores, secretarios y fiscales de los tribunales superiores de justicia; los fiscales del Ministerio Público y los abogados asistentes de fiscales, el Defensor Nacional y los defensores regionales, el Contralor General de la República ni los contralores regionales, los notarios y los conservadores.”.

 



b) Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:

 



“Lo dispuesto en este Título no obsta a que los partidos deban asegurar mecanismos de participación e integración en sus procesos y estructuras internas de jóvenes menores de 18 y mayores de 14 años de edad, en la forma que determinen sus estatutos.”.

 



 17. Agréganse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos 18 bis y 18 ter:





“Artículo 18 bis.- Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer los requisitos adicionales para la afiliación y, en su caso, la adhesión, los que no podrán ser contrarios a la ley. Las solicitudes de afiliación o adhesión deberán constar en duplicado, debiendo el partido entregar una copia de ésta al solicitante donde dé cuenta de su recepción.





El rechazo de una solicitud de afiliación o adhesión deberá realizarse por resolución fundada del órgano competente, establecido en los estatutos, en un plazo que no supere los cuarenta días hábiles desde el ingreso de la solicitud. El solicitante podrá recurrir de dicha resolución ante el Tribunal Supremo, dentro del plazo de cinco días hábiles desde su notificación, instancia que deberá pronunciarse dentro de diez días hábiles desde la interposición del recurso.





Si el partido político no se pronuncia sobre la solicitud dentro del plazo de cuarenta días hábiles desde que ésta se efectuó, se entenderá aceptada, pudiendo el solicitante requerir al Servicio Electoral que lo incorpore como afiliado o adherente al respectivo registro del partido.

 



Artículo 18 ter.- Derechos y deberes de los afiliados.

 



1. Los estatutos de los partidos contendrán una especificación detallada de los derechos de sus afiliados, dentro de los cuales necesariamente se incluirán los siguientes:

 



a) Participar en las distintas instancias del partido. 

 



b) Postularse en los procesos internos de selección de candidatos a cargos de elección popular.

 



c) Postularse en los procesos internos de elección de dirigentes dispuestos en la ley, así como para ser nombrado en cualquier comisión al interior del partido político.

 



d) Participar con derecho a voto en las elecciones internas que celebre el partido.

 



e) Proponer cambios a los principios, programas y estatutos del partido, conforme con las reglas estatutarias vigentes.

 



f) Solicitar y recibir información que no sea reservada o secreta, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución Política de la República o cuya publicidad, comunicación o conocimiento no afecte el debido cumplimiento de las funciones del partido. Los afiliados podrán impugnar ante el Tribunal Supremo, cuya resolución será reclamable ante el Servicio Electoral frente a la negativa del partido de entregar dicha información.

 



g) Solicitar la rendición de balances y  cuentas que sus dirigentes se encuentren obligados a presentar durante su gestión. 

 



h) Exigir el cumplimiento de la declaración de principios del partido, estatutos y demás instrumentos de carácter obligatorio.

 



i) Recibir capacitación, formación política e información para el ejercicio de sus derechos políticos.

 



j) Tener acceso a la jurisdicción interna del partido político y, en su caso, a recibir orientación respecto del ejercicio y goce de sus derechos como afiliado cuando sean vulnerados al interior del partido político.

 



k) Impugnar ante el Tribunal Supremo las resoluciones y decisiones de los órganos internos que afecten sus derechos políticos.

 



l) Impugnar ante el Tribunal Calificador de Elecciones las resoluciones del Tribunal Supremo del partido sobre calificación de las elecciones internas de los órganos establecidos en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 23, de conformidad con los requisitos que establece el inciso cuarto del artículo 23 bis.

 



2. Los afiliados a un partido político tendrán las obligaciones que fije el respectivo estatuto partidario, debiendo contemplarse entre ellas, al menos, las siguientes:

 



a) Actuar en conformidad con los principios, estatutos, reglamentos internos, acuerdos e instrucciones de los órganos directivos del partido, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 21 y 32.

 



b) Contribuir a la realización del programa del partido, de acuerdo a la línea política definida conforme a los respectivos estatutos.

 



c) Contribuir al financiamiento del partido abonando las cuotas u otras aportaciones que se determinen para cada afiliado. 

 



Los estatutos del partido político deberán garantizar a cada afiliado tanto el derecho a la plena participación en la vida interna del partido, como el derecho a la postulación a cargos de representación popular en condiciones equitativas. Los estatutos deberán establecer los mecanismos para asegurar que sus afiliados sean debida y oportunamente informados para el ejercicio de sus derechos y deberes establecidos en esta ley y en los estatutos.”.

 



18. Reemplázase el inciso final del artículo 19 por el siguiente:

 



“Una vez inscrito el partido en el Registro de Partidos Políticos, la afiliación se realizará de acuerdo a los estatutos del partido, para lo cual podrá acogerse a la instrucción a que se refiere el inciso tercero del artículo 6°.”.

 



19. Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:

 



“Artículo 20.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de afiliados de cada partido político. Además, si los estatutos del partido reconocieren como adherentes a menores de 18 y mayores de 14 años de edad que no hayan sido condenados por delitos que merezcan pena aflictiva, o a aquellas personas inhabilitadas para ejercer su derecho a sufragio por razones calificadas en sus estatutos, el Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de estos. Dichos registros estarán ordenados por circunscripciones, distritos y comunas. Los registros se considerarán actualizados una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentran afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación o adhesión, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio, sin perjuicio de lo dispuesto en este inciso respecto del registro de adherentes.

 



Los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones, desafiliaciones, adhesiones y renuncias a ellas, que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.”.

 



20. Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:

 



“Artículo 21.- Los partidos políticos no podrán dar órdenes al Presidente de la República, ministros de Estado, subsecretarios, embajadores, alcaldes y funcionarios públicos.

 



Esta limitación, que operará y cesará de pleno derecho, durará mientras las personas señaladas se encuentren en ejercicio de sus funciones y estará referida sólo a aquellas propias del cargo.”.

 



21. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:

 



“Artículo 23.- Los partidos podrán tener los órganos que sus estatutos determinen, sin perjuicio de lo cual deberán al menos contar con los siguientes:

 



a) Un Órgano Ejecutivo.

 



b) Un Órgano Intermedio Colegiado.

 



c) Un Tribunal Supremo y tribunales regionales.

 



d) Un Órgano Ejecutivo e Intermedio Colegiado por cada región donde esté constituido.

 



Sin perjuicio de las nomenclaturas que utiliza esta ley para referirse a cada uno de los órganos colegiados, cada partido político podrá en sus estatutos denominarlos de otra forma, debiendo informar al Servicio Electoral de estas nuevas denominaciones.

 



Asimismo, los partidos podrán establecer frentes, comisiones u otras instancias temáticas o territoriales que estimen pertinentes, a fin de incentivar la participación de sus afiliados. Del mismo modo, podrán celebrar congresos generales o nacionales conforme sus estatutos.

 



Deberán efectuarse elecciones de la totalidad de los miembros de los órganos antes señalados, renovándose con una periodicidad no superior a cuatro años. Sus integrantes no podrán ser electos por más de dos períodos consecutivos en su mismo cargo.

 



En la integración de los órganos colegiados previstos en esta ley, se observarán mecanismos especialmente previstos en los estatutos, que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60 por ciento de sus miembros. En caso de ser tres miembros, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.

 



Los partidos políticos podrán organizarse para permitir la afiliación, adhesión y participación de los chilenos que se encuentren fuera del territorio nacional, de acuerdo con las disposiciones de esta ley, sus estatutos y las instrucciones que para estos efectos dicte el Servicio Electoral.”.

 



22. Intercálase, a continuación del artículo 23, el siguiente artículo 23 bis:

 



“Artículo 23 bis.- Todos los miembros de los órganos señalados en el artículo anterior deberán ser electos democráticamente. Los estatutos de cada partido político determinarán el sistema electoral y los procedimientos para la elección de sus autoridades. El sistema de elección establecido en los Estatutos de cada partido deberá observar el carácter personal, igualitario, libre, secreto e informado del sufragio de sus afiliados y, cuando así lo determinen sus estatutos, de sus adherentes.

 



Las reglas de elección enunciadas en el inciso anterior serán aplicables a los miembros del Tribunal Supremo.

 



El Órgano Ejecutivo de cada partido deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas. Asimismo, remitirá sus actualizaciones, si las hubiere, al menos sesenta días antes de la siguiente elección interna. Dicho reglamento deberá ser aprobado por el Servicio Electoral y regulará, al menos, los siguientes aspectos:

 



a) Procedimiento de declaración, inscripción, aceptación, rechazo e impugnación ante los tribunales internos  de candidaturas a las elecciones internas.

 



b) Reglas sobre las cédulas electorales para cada acto electoral, que aseguren que éstas sean impresas en forma legible, con serie y numeración correlativas, las que deberán constar en un talón desprendible de dicha cédula.

 



c) Normas sobre propaganda y publicidad electoral.

 



d) Plazos y forma de constitución, instalación y cierre de las mesas receptoras de sufragios.

 



e) Mecanismos que aseguren la información oportuna de los locales de votación a los afiliados, al menos diez días corridos antes de cada elección.

 



f) Útiles electorales, entre los que se encontrará el padrón de cada mesa receptora de sufragios, con una nómina alfabética de electores habilitados para votar en ella, los datos para su identificación, el espacio necesario para estampar la firma o huella dactiloscópicas; las cédulas electorales para la emisión de los sufragios; formularios de actas de escrutinio por cada elección, las que deberán ser suscritas por los vocales de mesa y apoderados de cada candidatura o lista, y un formulario de minuta del resultado del escrutinio para cada elección.

 



g) Normas sobre el escrutinio por mesas y devolución de cédulas y útiles electorales.

 



h) Reglas del escrutinio y calificación practicados por el Tribunal Supremo.

 



i) Sanciones frente a la inobservancia del reglamento de elecciones internas.

 



j) Normas sobre designación, independencia e inviolabilidad de vocales de mesas, apoderados y cualquiera otra autoridad electoral del partido en el ejercicio de sus funciones.

 



El Servicio Electoral deberá pronunciarse, verificando las exigencias a que alude el inciso anterior, respecto del reglamento y sus actualizaciones, aprobándolos o formulando observaciones, dentro de los quince días corridos siguientes a su recepción. Si el Servicio formulare observaciones, el partido deberá hacer los ajustes necesarios dentro de los quince días corridos siguientes a la notificación de la resolución del Servicio. Si éste no se pronuncia dentro del plazo de quince días señalado, se entenderá aprobado el respectivo reglamento.

 



Para cada elección interna, los apoderados de cada candidatura o lista podrán asistir, al menos, a todas las mesas receptoras de sufragios, al escrutinio practicado por las mesas y por el Tribunal Supremo, y podrán consignar cualquier observación en las actas de escrutinio correspondiente.

 



El escrutinio de las elecciones internas será público y los estatutos deberán prever mecanismos de reclamación ante los Tribunales internos. Serán reclamables ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de cinco días hábiles de notificadas, las resoluciones del Tribunal Supremo referidas a reclamaciones de nulidad o rectificación de escrutinios de las elecciones de los órganos señalados en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 23, siempre que tales resoluciones cuenten con un voto de minoría equivalente, al menos, al 25 por ciento de los miembros del Tribunal Supremo y que, de ser acogida dicha reclamación,  hubiere dado lugar a la elección de un candidato o de una opción distinta de aquella que se ha constatado. La reclamación deberá individualizar la resolución que motiva la reclamación, indicar las peticiones concretas que formula y acompañar todos los antecedentes en que se funda. Si del cálculo del 25 por ciento señalado no diese un número entero, deberá aproximarse al entero inmediatamente superior.

 



En todas las elecciones internas se considerarán como habilitadas para sufragar a aquellas personas que se encuentren inscritas en el registro de afiliados que señala el artículo 20, con a lo menos tres meses de anticipación a la respectiva elección, lo que no obsta a que los partidos continúen su proceso de afiliación de nuevos afiliados durante ese lapso. Dichas elecciones deberán realizarse utilizando como padrón actualizado el registro general de afiliados que el Servicio Electoral deberá proporcionar a los partidos políticos y candidatos a la respectiva elección con, a lo menos, dos meses de anticipación al día de la elección.

 



Los estatutos podrán habilitar a quienes figuren en el registro de adherentes para sufragar en las elecciones internas del partido, para lo cual utilizarán el padrón que al efecto les proporcione el Servicio Electoral, considerando los mismos plazos que establece el inciso anterior.

 



Cualquier afiliado podrá solicitar, a su costa, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia de los registros mencionados en el artículo 20, del partido político al que pertenece, con el nombre completo de los afiliados y su domicilio, dentro del plazo señalado en el inciso anterior. El Servicio determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a estos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas del ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad con el artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada.

 



Sin perjuicio de lo anterior, cualquier afiliado al partido podrá solicitar, a su costa, un certificado de su inscripción en el mencionado registro.

 



El Servicio Electoral velará por el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y dictará las instrucciones que correspondan a ese efecto. Asimismo, el Servicio Electoral podrá destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.”.

 



23. Reemplázase el artículo 24 por el siguiente: 

 



“Artículo 24.- El Órgano Ejecutivo será elegido por sus afiliados o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político, y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral. Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.

 



El Órgano Ejecutivo tendrá las funciones que señale el estatuto, entre las cuales se deberán consignar, al menos, las siguientes:

 



a) Dirigir el partido conforme con su declaración de principios, programa y las definiciones políticas adoptadas por sus organismos internos.

 



b) Administrar los bienes del partido, rindiendo balance anual de ellos ante el Órgano Intermedio Colegiado, sin perjuicio de lo establecido en los estatutos del partido.

 



c) Proponer al Tribunal Supremo la dictación de las instrucciones generales necesarias para la realización adecuada de los procesos electorales internos, conforme a la ley y a los estatutos.

 



d) Proponer al Órgano Intermedio Colegiado las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamento interno, como asimismo, las alianzas, pactos electorales, fusión con otro u otros partidos, y su disolución.

 



e) Convocar las sesiones ordinarias y extraordinarias del Órgano Intermedio Colegiado.

 



f) Proponer al Consejo General, para análisis y propuestas, los temas de políticas públicas considerados relevantes para el partido y el país.

 



g) Designar al Administrador General de Fondos del partido, cuando corresponda.

 



h) Poner en conocimiento del Tribunal Supremo las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria de que tenga conocimiento.

 



i) Todas las demás facultades que el respectivo estatuto le confiera, que no contravengan la ley.

 



j) Las demás funciones que establezca la ley.

 



Los miembros del Órgano Ejecutivo deberán efectuar una declaración anual de intereses y patrimonio en los términos de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, la que deberá ser remitida al Servicio Electoral para su custodia y control.”.

 



24. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:

 



“Artículo 25.- El estatuto del partido determinará al integrante del Órgano Ejecutivo que tendrá su representación judicial y extrajudicial.”.

 



25. Reemplázase el artículo 26 por el siguiente: 

 



“Artículo 26.- El Órgano Intermedio Colegiado será el órgano plural, con carácter normativo y resolutivo del partido político. Sus miembros serán elegidos en conformidad con lo dispuesto en los estatutos del partido.

 



Al Órgano Intermedio Colegiado le corresponderán las siguientes atribuciones:

 



a) Impartir orientaciones y adoptar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido, que serán obligatorios para el Órgano Ejecutivo.

 



b) Impartir orientaciones sobre las políticas públicas relevantes para el partido y el país.

 



c) Aprobar o rechazar el correspondiente balance anual.

 



d) Aprobar, a propuesta del Órgano Ejecutivo, las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamentos internos, como asimismo, los pactos electorales, fusión con otro u otros partidos y su disolución. Las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión deberán hacerse en conformidad con lo dispuesto en el artículo 29, inciso primero.

 



e) Recibir anualmente la cuenta política de la Directiva Central y pronunciarse sobre ella.

 



f) Designar los candidatos a Presidente de la República, diputados, senadores, consejeros regionales, alcaldes y concejales del partido, sin perjuicio de aquellos que se determinen de conformidad con la ley N°20.640.

 



g) Aprobar el programa del partido.

 



h) Las demás funciones que establezca la ley o que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contrarias a aquella.

 



Sin perjuicio de las funciones del Órgano Intermedio Colegiado, este podrá organizar y celebrar eventos partidarios con carácter consultivo o resolutivo, como también de carácter programático o ideológico, de acuerdo a sus estatutos. Sólo podrá convocarse a eventos partidarios con carácter resolutivo sobre aquellas materias que sean atribuciones propias del Órgano Intermedio Colegiado.

  



26. Reemplázase el artículo 27 por el siguiente: 

 



“Artículo 27.- Los partidos políticos deberán elegir, a lo menos, un Órgano Ejecutivo y un Órgano Intermedio Colegiado Regional en cada una de las regiones en que estén constituidos en conformidad a sus estatutos. Cada Órgano Ejecutivo Regional estará integrado, a lo menos, por un presidente, un secretario y un tesorero. Sus miembros serán elegidos por los afiliados de la región respectiva.”.





27. Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:

 



“Artículo 28.- Los partidos políticos tendrán un Tribunal Supremo. Sus integrantes deberán tener una intachable conducta anterior y no haber sido sancionados disciplinariamente por el partido. Los miembros del Órgano Ejecutivo del partido no podrán ser integrantes del Tribunal Supremo.

 



Dicho Órgano deberá tener al menos cinco miembros, su conformación deberá ser siempre impar y deberá adoptar sus decisiones por la mayoría de los miembros en ejercicio. Sus miembros serán elegidos por un mecanismo representativo, de conformidad con lo dispuesto en los estatutos y no podrán ser designados por el Órgano Ejecutivo. 

 



Al Tribunal Supremo corresponderán, además de las otras atribuciones que le asigna la ley o que le otorguen los estatutos del partido, las siguientes:

 



a) Interpretar los estatutos, reglamentos y demás normas internas.

 



b) Conocer de las cuestiones de competencia que se susciten entre autoridades u organismos del partido.

 



c) Conocer y resolver de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que vulneren la declaración de principios o los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados.

 



d) Conocer y resolver las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que constituyan faltas a la ética o comprometan los intereses o el prestigio del partido.

 



e) Aplicar las medidas disciplinarias que los estatutos señalen, contemplando las disposiciones que hagan efectivo un debido proceso.

 



f) Controlar el correcto desarrollo de las elecciones y votaciones partidistas, y dictar las instrucciones generales o particulares que para tal efecto correspondan.

 



g) Calificar las elecciones y votaciones internas.

 



h) Resolver, como tribunal de segunda instancia, las apelaciones a los fallos y decisiones de los Tribunales Regionales.

 



i) Conocer de las reclamaciones por no inclusión en el Registro de Afiliados.

 



j) Velar y garantizar el ejercicio de los derechos de los afiliados, incluido los señalados en el artículo 18 ter.

 



En el ejercicio de sus atribuciones y según sea la gravedad de la infracción, este Tribunal podrá aplicar las siguientes sanciones disciplinarias a sus afiliados o las que señalen los respectivos estatutos:

 



1) Amonestación.

 



2) Censura por escrito.

 



3) Suspensión o destitución del cargo que estuviere ejerciendo dentro de la organización interna del partido.

 



4) Suspensión en el ejercicio de los derechos de afiliado por el plazo que determine.

 



5) Expulsión.

 



Las sanciones establecidas en los números 3 y 4 del inciso anterior sólo podrán ser aplicadas por el Tribunal Supremo con el voto favorable de los tres quintos de sus integrantes en ejercicio. Para el caso del número 5, el quórum será dos tercios.”.

 



28. Agrégase el siguiente artículo 28 bis:

 



“Artículo 28 bis.- En cada una de las regiones donde esté constituido el partido, existirá un Tribunal Regional, el que estará conformado y tendrá las facultades que indiquen los respectivos estatutos.

 



El Tribunal Regional conocerá en primera instancia y en relación al ámbito regional, de las materias contempladas en la normativa interna, y a lo menos las establecidas en las letras c), d), e), f) y g) del artículo precedente.

 



Las sentencias de los tribunales regionales serán apelables para ante el Tribunal Supremo, en la forma y plazos que establezcan las normas internas del respectivo partido. Si la sentencia definitiva dispone la expulsión de un afiliado, y de ella no se reclamare, se elevará en consulta al Tribunal Supremo.”.

 



29. Intercálanse, a continuación del artículo 28 bis, los siguientes artículos 28 ter y 28 quáter:

 



“Artículo 28 ter.- Todo proceso sancionatorio interno deberá contemplar garantías que aseguren el ejercicio del derecho a defensa de los afectados, tales como el derecho a formular descargos, presentar pruebas que acrediten sus pretensiones y reclamar de las decisiones dentro de plazos razonables. 

 



Los estatutos deberán contemplar circunstancias en las que los miembros del Tribunal Supremo deberán abstenerse de emitir pronunciamiento, a fin de prevenir conflictos de intereses.

 



La disciplina interna de los partidos políticos no puede afectar el ejercicio de derechos, el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley, ni el libre debate de las ideas en el interior del partido.

 



Artículo 28 quáter.- Sin perjuicio de lo establecido en los estatutos de cada partido, se considerarán como infracciones a la disciplina interna las siguientes:

 



a) Todo acto u omisión voluntaria imputable a un miembro del partido, que ofenda o amenace los derechos humanos establecidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile y en la ley, o atente contra ellos.

 



b) Infringir los acuerdos adoptados por los organismos oficiales del partido.

 



c) Incurrir en actos que importen ofensas, descrédito o maltrato contra miembros del partido.

 



d) Faltar a los deberes del afiliado establecidos en la ley o en el estatuto.





e) Incumplir pactos políticos, electorales o parlamentarios celebrados por el partido.”.

 



30. Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

 



a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

 



“Artículo 29.- Las proposiciones del Órgano Intermedio Colegiado, relativas a las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión con otro deberán ser ratificadas por los afiliados en votación directa.”.

 



b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “por el presidente y por el secretario del partido.” por la frase “por los miembros del Órgano Ejecutivo del partido que señalen sus estatutos.”.

 



31. Reemplázase el inciso primero del artículo 30 por el siguiente:

 



“Artículo 30.- Los acuerdos del Órgano Intermedio Colegiado serán públicos. Los acuerdos adoptados por dicho órgano referentes a modificar la declaración de principios del partido, el nombre, los programas partidarios, los estatutos y reglamento interno de elecciones, los pactos electorales que celebre con otros partidos políticos, la fusión con otro u otros partidos y la disolución se adoptarán siempre ante un funcionario del Servicio Electoral, quien actuará como ministro de fe.”.

 



32. Modifícase el artículo 31 en el siguiente sentido:

 



a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “el Consejo General, a proposición de los Consejos Regionales. La organización de estas elecciones será de responsabilidad del respectivo Consejo Regional.” por la frase “el Órgano Intermedio Colegiado, a proposición de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales.”.

 



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 



33. Intercálase en el artículo 32, a continuación de la expresión “a sus”, la locución “concejales, consejeros regionales,”.

 



34. Modifícase el artículo 35 en el siguiente sentido:

 



a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 



b) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.

 



35. Agréganse los siguientes artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter:





“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que la presente ley establece. 





Los partidos políticos no podrán celebrar contratos a título oneroso en condiciones distintas a las de mercado o cuya contraprestación sea de un valor superior o inferior al de mercado. 





Los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas salvo las expresamente autorizadas por esta ley y por la ley N° 19.884. Tampoco podrán prestar servicios a título oneroso.





Artículo 35 ter.- Los partidos podrán ser propietarios de bienes inmuebles. Del total de bienes inmuebles a nombre del partido, al menos dos tercios  deberán destinarse a las actividades señaladas en el artículo 2° de esta ley. 





Los partidos políticos deberán informar anualmente al Servicio Electoral la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.





Artículo 35 quáter.- Tratándose de los fondos provenientes de los aportes públicos que reciban los partidos políticos, éstos deberán destinarse a los fines que señala la ley y rendirse y justificarse de forma separada. 





Los partidos políticos sólo podrán invertir su patrimonio financiero proveniente de aportes del Fisco en valores de renta fija emitidos por el Banco Central, en depósitos a plazo y cuotas de fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados.





Fuera de los casos previstos en los  incisos anteriores, y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo a través del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de noventa días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo.”.

 



36. Intercálase el siguiente Título VI, nuevo, integrado por los artículos 36 bis y 36 ter, adecuándose la numeración de los demás Títulos:

“TÍTULO VI Del Acceso a Información y Transparencia.





Artículo 36 bis.- Los partidos políticos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios web, en forma completa, actualizada y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, trimestralmente:

 



a) Marco normativo aplicable, incluyendo las normas legales y reglamentarias que los rigen, su declaración de principios, estatutos y  reglamentos internos.

 



b) Nombre completo, la sigla, el símbolo y el lema del partido político.

 



c) Pactos electorales que integren.

 



d) Regiones en que se encuentra constituido.

 



e) Domicilio de las sedes del partido.

 



f) Estructura orgánica.

 



g) Facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.

 



h) Nombres y apellidos de las personas que integran el Órgano Ejecutivo y el Órgano Contralor.

 



i) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los candidatos del partido político para las elecciones a que se refiere la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, y de los miembros del Órgano Ejecutivo, en los términos de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.

 



j) Los acuerdos de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales y del Órgano Intermedio Colegiado.

 



k) Balance anual aprobado por el Servicio Electoral.

 



l) El monto total de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, recibidas durante el año calendario respectivo.

 



m) El total de los aportes, donaciones, asignaciones testamentarias y, en general, todo tipo de transferencias públicas o privadas, que se reciban a partir de su inscripción, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.

 



n) Las transferencias de fondos que efectúen, con cargo a los fondos públicos que perciban, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.

 



o) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifique.

 



p) Sanciones aplicadas al partido político.

 



q) Nómina de contrataciones sobre veinte unidades tributarias mensuales, cualquiera sea su objeto, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.

 



r) Requisitos y procedimientos para nuevas afiliaciones y número de afiliados.





s) Información estadística sobre participación política dentro del partido, desagregada por sexo, indicando, a lo menos, la cantidad de militantes, distribución etaria, los cargos que ocupan dentro del partido, cargos de elección popular, autoridades de gobierno, entre otros.

 



t) El registro de gastos efectuados en las campañas electorales a que se refiere la letra e) del artículo 33 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

 



u) El registro de aportes a campañas electorales a que se refiere el artículo 40 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

 



v) Un vínculo al sitio web del Servicio Electoral en el que consten las cuentas de los ingresos y gastos electorales presentadas ante el Director del Servicio Electoral, de conformidad con el artículo 48 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, y

 



w) Toda otra información que el Órgano Ejecutivo de cada partido político determine y cuya publicidad no sea contraria a la Constitución y las leyes. El Órgano Ejecutivo podrá revocar dicha decisión en cualquier momento. Las resoluciones respectivas deberán comunicarse oportunamente, por escrito, al Consejo para la Transparencia, según sus instrucciones.

 



Un miembro del Órgano Ejecutivo del partido político será el encargado de velar por la observancia de las normas de este Título de acuerdo a las instrucciones del Consejo para la Trasparencia. La determinación del miembro responsable del Órgano Ejecutivo deberá ser comunicada al Consejo para la Transparencia en los términos establecidos por las instrucciones de dicho Consejo. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, asigna a los Administradores Generales Electorales en materia de difusión de información en los sitios web de cada partido político.





Artículo 36 ter.- Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Consejo para la Transparencia, en contra del partido político que no cumpla lo prescrito en el artículo anterior, conforme al procedimiento previsto en los artículos 24 y siguientes de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285. 






En la resolución que emita el Consejo para la Transparencia  o la respectiva Corte de Apelaciones, en su caso, declarando la infracción por parte del partido político, se comunicará al Servicio Electoral la necesidad de iniciar un procedimiento sancionatorio para establecer una multa a beneficio fiscal sobre el patrimonio del respectivo partido político, la que, de acuerdo a la gravedad de la infracción podrá ascender de quinientos a dos mil unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, el monto de las multas será elevado al doble.”.

 



37. Sustitúyese el artículo 37 por el siguiente:

 



“Artículo 37.- Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en conformidad con las normas que se establecen en este Título, debiendo cumplir conjuntamente con el mínimo legal de afiliados para constituirse como tales. Los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley no podrán fusionarse con otro.”.

 



38. Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:

 



a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 



b) Sustitúyense, en su inciso segundo, las expresiones “la Directiva Central” y “Consejo General”, por las expresiones “el Órgano Ejecutivo” y “Órgano Intermedio Colegiado”, respectivamente.

 



c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “por los Consejos Generales” por la frase “por los Órganos Intermedios Colegiados”.

 



39. Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:

 



a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “los presidentes de los partidos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.

 



b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “los presidentes de los partidos políticos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.

 



c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 



40. Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:

 



a) En el inciso primero:

 



i. Reemplázase la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 



ii. Reemplázase el numeral 2° por el siguiente:

 



“2°.- Por no alcanzar el 5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, en su caso.”.

 



iii.- Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:

 



“6° En los casos previstos en los artículos 47, 50, inciso segundo, y 51 bis.”.

 



iv. Sustitúyese en el numeral 7° la expresión “y 82, número 7°,” por la siguiente: “y 93, número 10°,”.

 



b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

 



“No obstante, si un partido político no alcanzare el umbral previsto en el numeral 2° de este artículo en una o más regiones, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, siempre que elija un mínimo de cuatro parlamentarios en, a lo menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores.”.

 



41. Modifícase el artículo 43 de la siguiente forma:

 



a) Intercálase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.

 



b) Intercálanse en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ciento ochenta días”, la palabra “corridos”, y entre “al Presidente del partido” y “la disminución de los afiliados” la expresión “, o su equivalente,”.

 



c) Sustitúyese, en su inciso final, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.

 



42. En el artículo 46:





a) Sustitúyese en el encabezamiento del inciso primero, la expresión “con arreglo a” por la siguiente: “por infracciones a las normas de”.





b) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “y 28” por la que sigue: “, 28 y 28 bis”.

 



43. Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:

 



a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “la segunda parte del inciso cuarto y en el inciso quinto del artículo 2°” por “en el inciso tercero del artículo 1°”.

 



b) Elimínase el inciso segundo.

 



44. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “los presidentes y secretarios de los Consejos Regionales” por “las autoridades representantes de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.

 



45. Suprímese el inciso primero del artículo 49.

 



46. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 50, la expresión “de la Directiva Central” por la expresión “del Órgano Ejecutivo”.

 



47. Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 51, la oración “a los tesoreros de los Consejos Regionales” por “a quienes se desempeñen como tesoreros en los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.

 



48. Agrégase el siguiente artículo 51 bis:

 



“Artículo 51 bis.- La infracción grave y reiterada de lo dispuesto en el Título V de esta ley será sancionada con la disolución del partido político.”.

 



49. Sustitúyese, en el artículo 54, el vocablo “elección” por la frase “comisión de la infracción”.

 



50. Modifícase el artículo 57 en el siguiente sentido:

 



a) En el inciso primero intercálase, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.

 



b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “Consejo General de la representación parlamentaria del partido.” por la frase “Órgano Intermedio Colegiado.”.

 



51. Reemplázase, en el artículo 59, la palabra “apelaciones” por “reclamaciones” y la palabra “apelación” por “reclamación”.

 



52. Agrégase el siguiente artículo 64:

 



“Artículo 64.- A falta de regla especial, los plazos que esta ley dispone para realizar actuaciones ante el Servicio Electoral o para que éste evacue actos administrativos en ejercicio de sus funciones legales serán de días hábiles, en conformidad con la ley Nº19.880.

 



Los plazos para realizar actuaciones ante el Tribunal Calificador de Elecciones o los Tribunales Electorales Regionales se regirán por las normas de las leyes Nº18.460 y Nº18.593, respectivamente.”.

 



Artículo 2°.- Las referencias que las demás leyes hagan a la Directiva Central, al Consejo General y al Consejo Regional se entenderán hechas al Órgano Ejecutivo, al Órgano Intermedio Colegiado y al Órgano Intermedio Colegiado Regional, respectivamente.

Disposiciones Transitorias

 



Artículo primero.- Los partidos políticos constituidos legalmente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley deberán adecuar sus estatutos a ésta y cumplir las obligaciones que ella introduce, dentro de los ciento ochenta días contados desde su publicación en el Diario Oficial.

 



El Órgano Ejecutivo de cada partido político deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas a que se refiere el artículo 23 bis de la ley N°18.603, dentro de los noventa días corridos siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

 



Artículo segundo.- Los partidos políticos que sean poseedores materiales de bienes inmuebles que no se encuentren inscritos a su nombre en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, dentro de los noventa días corridos siguientes a la fecha de publicación de esta ley, que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción, de acuerdo a las reglas y al procedimiento que se indican en el presente artículo y en el siguiente:





1. Los partidos políticos deberán acreditar ante el Ministerio de Bienes Nacionales, mediante una declaración jurada ante notario, suscrita por el representante legal del partido político, el cumplimiento de los siguientes requisitos:






a. Estar en posesión material del inmueble, por sí o por otra persona en su nombre, en forma continua y exclusiva, sin violencia ni clandestinidad, durante cinco años, a lo menos. 





b. Que no existe juicio pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión del inmueble, iniciado con anterioridad a la fecha de presentación de la solicitud.





La declaración jurada deberá indicar, además, el origen de su posesión y los antecedentes legales y de hecho de los poseedores anteriores, si los conocieren, como asimismo, el conocimiento que tuvieren de la existencia de inscripciones que se refieran al inmueble y de las otras personas que pudieran tener derechos sobre él.





2. Además, la posesión material podrá acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil. No será obstáculo para el ejercicio de este derecho por parte de los partidos políticos la existencia de inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble, sin perjuicio de los derechos de los titulares de dichas inscripciones contemplados en el número 11 del artículo tercero transitorio de esta ley.





El pago del impuesto territorial podrá ser considerado como plena prueba de la posesión material cuando por su regularidad, continuidad y duración reúna los caracteres establecidos en el inciso segundo del artículo 426 del Código de Procedimiento Civil. El pago del mismo tributo durante los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud hará plena prueba de dicha posesión respecto del peticionario. 





3. Los partidos políticos podrán agregar a su posesión la de sus antecesores, sea ésta legal o material, siempre que exista, a lo menos, un título aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones. Se tendrá, entre otros, como título aparente la promesa de compraventa de plazo vencido; la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento público o privado; o la declaración jurada ante notario de la persona natural o jurídica a cuyo nombre esté inscrito el inmueble en el Conservador de Bienes Raíces. El hecho de invocar como antecedente un contrato de promesa de compraventa o cualquier otro instrumento público o privado en que conste la voluntad de transferir la propiedad no significará que el partido político reconozca dominio ajeno. 





El derecho que consagra este artículo podrá ejercerse respecto de cualquier inmueble ubicado en el territorio de la República, sin importar su avalúo fiscal, salvo respecto de propiedades fiscales, inscritas a nombre del Fisco, gobiernos regionales, municipalidades o servicios públicos descentralizados, o comprendidas en las herencias deferidas a favor de ellos.

 



Artículo tercero.- La solicitud a que se refiere el artículo segundo transitorio se tramitará de acuerdo a las reglas siguientes:





1. Presentada la solicitud por el partido político ante el Ministerio de Bienes Nacionales, éste la admitirá a tramitación y oficiará al Conservador de Bienes Raíces respectivo para que informe, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, sobre el nombre, rol único tributario y domicilio de quien aparezca, según sus antecedentes, como propietario del inmueble. 





2. Si el Conservador de Bienes Raíces informare que quien figura como propietario es una persona natural, el Ministerio de Bienes Nacionales oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación para que, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, informe del último domicilio que registra en dicho organismo la persona que, aparece como supuesto propietario, o de su fallecimiento. Si el Servicio de Registro Civil e Identificación no informare al Ministerio de Bienes Nacionales el último domicilio en el plazo señalado,  se tendrá por domicilio el que aparezca en la inscripción de dominio. Con los antecedentes señalados, el Ministerio de Bienes Nacionales procederá a notificar la solicitud, mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella.





3. Cumplidos los trámites señalados en el número anterior, y previo informe jurídico, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá pronunciarse denegando o aceptando la solicitud presentada.  





4. La resolución que acoja la solicitud presentada deberá indicar la individualización del partido político, la ubicación y deslindes del inmueble,  y la respectiva inscripción si fuere conocida, y deberá publicarse íntegramente en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales por quince días corridos y en un diario de circulación nacional o en la región en que se encuentre situado el inmueble, con cargo al partido político solicitante, por una vez, dentro de quince días hábiles, contados desde la fecha de la resolución señalada. En dichas publicaciones deberá prevenirse que, si dentro del plazo de treinta días hábiles contados desde la publicación de la resolución en un diario de publicación nacional o regional, no se dedujere oposición por terceros, se ordenará la inscripción a nombre del solicitante.





5. Si no se dedujere oposición dentro del plazo señalado en el número anterior, y previa certificación de este hecho y de haberse efectuado las publicaciones a que se refiere el numeral anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá dictar la resolución ordenando la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta resolución contendrá la individualización del partido, la ubicación y deslindes del inmueble. La resolución estará exenta de toma de razón y no será necesario reducirla a escritura pública.





6. En contra de la resolución que rechazare una solicitud procederá recurso de reposición, de conformidad a las reglas generales.  





7. El Conservador de Bienes Raíces deberá practicar la inscripción del inmueble a requerimiento del partido político, de acuerdo con las indicaciones que contenga la resolución dictada por el Ministerio de Bienes Nacionales y agregará, al final del Registro de Propiedad, una copia autorizada de dicha resolución, y practicará, además, la inscripción de la prohibición a que se refiere el número 10 de este artículo.





8. La resolución del Ministerio de Bienes Nacionales que acoja la solicitud se considerará como justo título. Una vez practicada su inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, el partido político adquirirá la calidad de poseedor regular del inmueble para todos los efectos legales, aunque existieren en favor de otras personas inscripciones que no hubieran sido materialmente canceladas. Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado desde la fecha de la inscripción, el partido político se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno. 





9. Expirado el plazo de un año a que se refiere el número anterior, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con el presente artículo. Las anteriores inscripciones de dominio sobre el inmueble, así como la de los otros derechos reales mencionados, las de los gravámenes y prohibiciones que lo afectaban, una vez transcurrido el citado plazo de un año, se entenderán canceladas por el solo ministerio de la ley, sin que por ello recobren su vigencia las inscripciones que antecedían a las que se cancelan. Con todo, si las hipotecas y gravámenes hubiesen sido constituidos por el mismo partido político o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes continuarán vigentes sobre el inmueble. Subsistirán igualmente, los embargos y prohibiciones decretados en contra del partido político o de alguno de sus antecesores; pero ello no será obstáculo para practicar las inscripciones que correspondan. 





10. Los partidos políticos que hayan inscrito inmuebles en conformidad a este artículo no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción. El Conservador de Bienes Raíces deberá inscribir de oficio esta prohibición, la que quedará cancelada por el solo ministerio de la ley, una vez transcurrido el referido plazo, debiendo alzarse de oficio. 





11. Los terceros que pretendan impugnar la solicitud realizada por el partido político o la inscripción efectuada a su nombre, podrán hacerlo de conformidad, en lo pertinente, al procedimiento contemplado en el Párrafo 1° del Título IV del decreto ley  N°2.695, del Ministerio de Tierras y Colonización, promulgado y publicado el año 1979. Si el Tribunal acogiere la acción de dominio señalada, ordenará la cancelación de la inscripción practicada con arreglo a este artículo, conservando su plena vigencia las inscripciones que existían sobre el inmueble con anterioridad a ella. 





En todo lo no previsto por este artículo y por el artículo anterior, se aplicarán de forma supletoria las disposiciones especiales del decreto ley N° 2.695, del Ministerio de Tierras y Colonización, promulgado y publicado el año 1979.  





Los Conservadores de Bienes Raíces deberán practicar las inscripciones a que se refiere el presente artículo dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha en que fueron requeridas, debiendo informar de dichas inscripciones al Servicio Electoral. 





Artículo cuarto.- El representante legal de un partido político que hubiere intervenido en la obtención  del reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior, mediante fraude o engaño,  será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. La misma pena se aplicará a los terceros que a sabiendas colaboraren con el partido en la obtención de dicho reconocimiento. El tribunal con competencia en lo penal deberá remitir al Servicio Electoral la sentencia condenatoria firme y ejecutoriada contra el representante legal del partido que haya incurrido en el delito descrito, en un plazo de 5 días hábiles, desde que se encuentre en dicho estado, para los efectos señalados en el inciso siguiente de este artículo. 





El partido político que obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior mediante fraude o engaño, será disuelto. Su disolución se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral, previa resolución del Consejo Directivo de dicho Servicio que así lo disponga.”.





Artículo quinto.- El Servicio Electoral deberá dictar todas las instrucciones a que se refiere esta ley, dentro de los sesenta días corridos siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

 



Artículo sexto.- Los partidos políticos que se encuentren en formación el 31 de enero de 2016 continuarán formándose conforme a las normas vigentes a esa fecha.

 



Con todo, cumplidos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, estos partidos deberán contar con el 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.

  



El incumplimiento de lo prescrito en este artículo dará lugar a la disolución del partido.

 



Artículo séptimo.- Los partidos políticos constituidos al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial deberán, dentro de los doce meses siguientes a dicha publicación, contar con un padrón de afiliados equivalente al menos al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada región en que estén constituidos, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas. El partido perderá su inscripción en las regiones en que no alcance el referido mínimo. Si el partido no alcanza el mínimo exigido en cada una de al menos ocho regiones o tres regiones contiguas, deberá ser declarado disuelto.

 



Artículo octavo.- Lo dispuesto en el número 40 del artículo 1° no se aplicará a los partidos políticos que participen en la elección parlamentaria de 2017, los que se disolverán en caso de no alcanzar el 3 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en dicha elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, según corresponda. No obstante, si un partido político incurriere en esta hipótesis de disolución, pero eligiere un mínimo de tres parlamentarios en, al menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, sin perjuicio de las demás causales de disolución de partidos políticos establecidas en la ley.”.

-------





Acordado en sesión celebrada el 26 de enero de 2016, con asistencia de los Diputados señores Auth, Coloma, Chahin, Monckeberg, don Cristián y Soto, y de los Senadores señores Guillier, Harboe (reemplazado por el Senador señor Eugenio Tuma Zedán), Pérez Varela, Prokurica (que reemplazó al Senador señor García Ruminot) y Walker, don Ignacio.





Valparaíso, a 26 de enero de 2016.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión Mixta.
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